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PRESENTACIÓN

L
a Corte Suprema de Justicia y el 
Tribunal Constitucional, son los 
máximos órganos de justicia a ni-
vel nacional, cuyas definiciones, 
conceptos, fundamentos, criterios y 

decisiones esbozadas en sus sentencias, cons-
tituyen los principales referentes jurispruden-
ciales en nuestro sistema jurídico. 

Por lo que resulta de vital importancia, que 
los lectores (estudiantes de derecho, aboga-
dos, catedráticos, magistrados o personas in-
teresadas en el conocimiento de la solución 
de los conflictos jurídicos en sus máximas ins-
tancias), tengan un acercamiento inmediato a 
los pronunciamientos más importantes de los 
máximos órganos de justicia en nuestro país, 
puesto que la abundante jurisprudencia expe-
dida por los precitados órganos y publicados 
en los boletines del diario oficial El Peruano, 
rebasan la capacidad de revisión de los lecto-
res.

En ese sentido, es menester ofrecer un ma-
terial que brinde mensualmente un acerca-
miento jurídico -didáctico a las más notables 
sentencias emitidas por nuestros máximos ór-
ganos de justicia, debidamente analizados, a 
través de un material digital que permita su 
fácil lectura desde cualquier dispositivo tec-
nológico móvil (teléfonos celulares, tablets, 
laptops) y/o dispositivo tecnológico estático 
(computadoras).

De esta manera, Magazín Jurisprudencial, 
con un sello propio de edición, facilitará: Las 
sentencias más resaltantes de los máximos ór-

ganos de justicia debidamente analizados. El 
acotado énfasis, revela dos aspectos impor-
tantes: 1) La selección de las sentencias más 
importantes emitidas por nuestros máximos 
órganos de justicia; y, 2) un pormenorizado 
estudio a las seleccionadas sentencias, que 
proveerá la selección de los fundamentos de 
esta que tienen mayor realce, con el objeto de 
hacer más accesible, digerible y comprensible 
el estudio de las sentencias para el lector, co-
nozcan si estos tienen relación con decisiones 
precedentes o constituyen nueva línea discre-
cional y se mantengan actualizados con la lí-
nea jurisprudencial de los máximos órganos 
de justicia.

Por consiguiente, y recogiendo la feliz re-
flexión de uno de los mejores procesalistas a 
nivel internacional, Eduardo Couture: “El de-
recho se transforma constantemente. Si no si-
gues sus pasos, serás cada día un poco menos 
abogado.” Precisamente, el derecho se trans-
forma en los tribunales mediante su interpre-
tación, aplicación o inaplicación (por medio 
del control difuso y concentrado de constitu-
cionalidad), cuyos fundamentos y decisiones 
merecen el conocimiento de los que perviven 
con él (operadores del derecho).

La redacción,
Magazín Jurisprudencial.

Lima, 30  de  Octubre del 2019.
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“
Se observa que la Sala de mérito, no realiza un análisis aplicando parámetros objetivos 
de comparación entre el actor y el homólogo ofrecido, en los cuales se evalúen entre 
otros factores: i) la empresa proveniente; ii) la trayectoria laboral; iii) las funciones rea-
lizadas; iv) la antigüedad en el cargo y la fecha de ingreso; v) el nivel académico alcan-
zado y la capacitación profesional; vi) la responsabilidad atribuida; vii) la experiencia y 

el bagaje profesional o técnico entre otros. Criterios mínimos que han sido establecidos en la 
Casación Laboral N° 208-2005-Pasco y que deben ser tomados en consideración por los jueces 
al momento de comparar la situación de dos trabajadores, a fin de determinar si entre ellos se 
ha infringido o no el principio de igualdad de trato en el aspecto remunerativo, más aun si un 
empleador se encuentra en la potestad de realizar el pago de remuneraciones diferenciadas a 
sus trabajadores, siempre que dicha diferenciación se otorgue sobre la base de factores legíti-
mos, razonables y objetivos. En tal sentido, la Sala de mérito incurre en vicio de motivación 
de la Sentencia de Vista al omitir una motivación suficiente sobre la sustentación de la premisa 
referente a la existencia de discriminación salarial.” (F. 7)

VISTA; la causa número novecientos quin-
ce, guion dos mil dieciocho, guion LIMA, en 
audiencia pública de la fecha; y producida la 
votación con arreglo a ley, se emite la siguien-
te sentencia:

MATERIA DEL RECURSO:
Se trata del recurso de casación interpuesto 
por la demandada, Corporación Pesquera 
Inca S.A.C - COPEINCA, el once de octubre 
de dos mil diecisiete que corre en fojas dos-
cientos cincuenta y dos a doscientos sesenta 
y siete, contra la Sentencia de Vista de fecha 
veintiocho de setiembre de dos mil diecisie-
te que corre en fojas doscientos treinta y tres 
a doscientos cuarenta y siete, que revocó la 
Sentencia emitida en primera instancia de fe-
cha ocho de agosto de dos mil dieciséis que 
corre en fojas ciento cincuenta y tres a ciento 
sesenta y dos, que declaró infundada la de-
manda; reformándola la declararon fundada 
en parte; en el proceso seguido por el deman-

dante, Juan Carlos Moreno Agüero sobre ni-
velación de remuneraciones.

CAUSALES DEL RECURSO:

Mediante resolución de fecha tres de diciem-
bre de dos mil dieciocho que corre en fojas 
ochenta y uno a ochenta y cinco, del cuaderno 
de casación esta Sala Suprema declaró proce-
dente el recurso interpuesto por la causal de: 
Infracción normativa del numeral 3) del artí-
culo 139° de la Constitución Política del Perú, 
correspondiendo a este Supremo Colegiado 
emitir pronunciamiento al respecto.

CONSIDERANDO:

PRIMERO: Delimitación del objeto de pro-
nunciamiento.

FACTORES MÍNIMOS A ANALIZAR POR LOS JUECES 
EN EL PROCESO DE HOMOLOGACIÓN DE REMUNE-

RACIONES

RAZÓN DE LA DECISIÓN

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA
SEGUNDA SALA CONSTITUCIONAL Y SOCIAL
CAS. Nº 915-2018-LIMA 
MATERIA: NIVELACIÓN DE REMUNERACIONES

01
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Conforme a la causal de casación declarada 
procedente en el auto calificatorio del recurso, 
la presente resolución debe circunscribirse a 
determinar si se ha incurrido en vulneración 
del derecho al debido proceso previsto en el 
inciso 3) del artículo 139° de la Constitución 
Política del Perú. De advertirse la infracción 
normativa de carácter procesal denunciada, 
corresponderá a esta Sala Suprema declarar 
fundado el recurso de casación propuesto y 
la nulidad de la resolución recurrida, de con-
formidad con el artículo 39° de la Nueva Ley 
Procesal del Trabajo, Ley N° 29497[1]  ; en 
sentido contrario, de no presentarse la afecta-
ción a la citada norma constitucional se decla-
rará infundado el recurso.

SEGUNDO: Contenido del dispositivo legal 
en debate En el caso de autos, la infracción 
normativa está referida a la vulneración del 
inciso 3) del artículo 139° de la Constitución 
Política del Perú, que establece lo siguiente: 
“(…) 3. La observancia del debido proceso y 
la tutela jurisdiccional. Ninguna persona pue-
de ser desviada de la jurisdicción predetermi-
nada por la ley, ni sometida a procedimiento 
distinto de los previamente establecidos, ni 
juzgada por órganos jurisdiccionales de ex-
cepción ni por comisiones especiales creadas 
al efecto, cualquiera sea su denominación 
(…)”.

TERCERO: Respecto a la infracción norma-
tiva del inciso 3) del artículo 139° de la Cons-
titución Política del Perú, debemos decir que 
la doctrina es pacífica en aceptar que entre 
los distintos elementos integrantes al derecho 
del debido proceso, este necesariamente com-
prende:

a) Derecho a un juez predeterminado por la 

1  Ley N° 29497 – Nueva Ley Procesal del Trabajo
Artículo 39.- Consecuencias del recurso de casación declarado fundado
Si el recurso de casación es declarado fundado, la Sala Suprema casa la resolución recurrida y resuelve el 
conflicto sin devolver el proceso a la instancia inferior. El pronunciamiento se limita al ámbito del derecho 
conculcado y no abarca, si los hubiere, los aspectos de cuantía económica, los cuales deben ser liquidados 
por el juzgado de origen.
En caso de que la infracción normativa estuviera referida a algún elemento de la tutela jurisdiccional o el 
debido proceso, la Sala Suprema dispone la nulidad de la misma y, en ese caso, ordena que la sala laboral 
emita un nuevo fallo, de acuerdo a los criterios previstos en la resolución casatoria; o declara nulo todo lo 
actuado hasta la etapa en que la infracción se cometió.

ley (juez natural);
b) Derecho a un juez independiente e impar-
cial;
c) Derecho a la defensa y patrocinio por un 
abogado;
d) Derecho a la prueba;
e) Derecho a una resolución debidamente 
motivada;
f) Derecho a la impugnación;
g) Derecho a la instancia plural

Debemos precisar, que en el caso concreto no 
se ha cuestionado la razonabilidad ni la pro-
porcionalidad de la decisión adoptada por los 
magistrados, por lo que no corresponde emitir 
pronunciamiento respecto al debido proceso 
desde su perspectiva sustantiva o material.

CUARTO: El Tribunal Constitucional en la 
Sentencia recaída en el Expediente N° 4907-
2005-HC/TC de fecha ocho de agosto de dos 
mil cinco, en sus fundamentos dos, tres y cua-
tro ha expresado lo siguiente respecto al de-
bido proceso:

“(…)2. El artículo 139 de la Norma Supre-
ma establece los principios y derechos de la 
función jurisdiccional. El inciso 3 garantiza la 
observancia del debido proceso y la tutela ju-
risdiccional. 3. En ese sentido, la exigencia de 
su efectivo respeto no solo tiene que ver con 
la necesidad de garantizar a todo justiciable 
determinadas garantías mínimas cuando este 
participa en un proceso judicial, sino también 
con la propia validez de la
configuración del proceso, cualquiera que 
sea la materia que en su seno se pueda diri-
mir, como puede ser la actividad investigato-
ria realizada por el órgano jurisdiccional. De 
esta forma, el debido proceso no solo es un 
derecho de connotación procesal que se tra-
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duce, como antes se ha dicho, en el respeto 
de determinados atributos, sino también una 
institución compleja que desborda el ámbito 
meramente jurisdiccional. 4. El artículo 4 del 
Código Procesal Constitucional, recogiendo 
lo previsto en los instrumentos internaciona-
les, consagra el derecho al debido proceso 
como atributo integrante de la tutela procesal 
efectiva, que se define como aquella situación 
jurídica de una persona en la que se respeta-
neste y otros derechos procesales de igual sig-
nificación (el resaltado en negrita es nuestro)
(…)”.

QUINTO: De la pretensión demandada y 
pronunciamiento de las instancias de mérito.

A fin de establecer si en el caso de autos se ha 
incurrido o no en la infracción normativa pro-
cesal reseñada precedentemente, es necesario 
realizar las siguientes precisiones fácticas so-
bre el proceso, para cuyo efecto se puntualiza 
un resumen de la controversia suscitada así 
como de la decisión a las que han arribado las 
instancias de grado.

a) Pretensión demandada: De la revisión 
de los actuados se verifica que de fojas sesen-
ta y seis a ochenta y dos, corre la demanda 
interpuesta por el demandante Juan Carlos 
Moreno Agüero contra su empleadora Cor-
poración Pesquera Inca, en la que postuló 
como pretensión principal, que la demanda-
da proceda a la nivelación remunerativa de 
su básico (jornal básico diario) que a la fe-
cha asciende a (S/ 53.75) soles, debiéndose 
nivelar con la remuneración de su compañe-
ro Ignacio Germán Tafur Chávez, cuyo jornal 
básico diario alcanza a (S/ 60.00 soles); asi-
mismo, peticiona el reintegro por concepto de 
nivelación básico no pagado ascendente a la 
cantidad de (S/ 212,121.91) soles correspon-
diente al período comprendido entre el vein-
tiuno de abril de mil novecientos noventa y 
cuatro al treinta y uno de marzo de dos mil 
quince (desdela fecha inicial de la infracción), 
así como las remuneraciones sobre las cuales 
tiene incidencia dicha nivelación, reintegro de 
gratificaciones equivalente a (S/ 34,826.55) 
soles correspondiente al período de julio de 
mil novecientos noventa y cuatro a diciembre 
de dos mil catorce, el reintegro de compen-
sación por tiempo de servicios  ascendente 
a (S/ 19,397.64) soles cuya fecha de cálculo 

es desde abril de mil novecientos noventa y 
cuatro hasta el treinta y uno de marzo de dos 
mil quince, lo que hace un total general de re-
integro de (S/ 266,717.29 soles. Así también 
peticiona que se adicione a su remuneración 
básica y se consigne en planilla de remune-
raciones y en la boleta de pago, la suma de 
S/.6.25 soles que corresponde a la suma del 
básico de S/. 53.75 soles que percibe a la fe-
cha con la suma de S/.60.00 soles que corres-
ponde a la fecha del jornal básico diario de 
don Ignacio Germán Tafur Chávez; con el re-
conocimiento de intereses legales, con costas 
y costos del proceso.

b) Sentencia de primera instancia: El 
Juez del Quinto Juzgado de Trabajo de la 
Corte Superior de Justicia de Lima, a través 
de la Sentencia emitida el ocho de agosto de 
dos mil dieciséis que corre en fojas ciento cin-
cuenta y tres a ciento sesenta y dos, declaró 
infundada la demanda, señalando como fun-
damento de su decisión que las diferencias sa-
lariales de lo percibido por el actor en relación 
al trabajador comparativo propuesto emergen 
de las condiciones pre establecidas en las re-
laciones laborales del homólogo con sus ante-
riores empleadores, por lo que en modo algu-
no se advierte que dicho trato sea arbitrario, 
por lo que la pretensión de homologación de 
remuneraciones debe ser declarada infunda-
da.

c) Sentencia de segunda instancia: Por 
su parte, el Colegiado de la Octava Sala La-
boral Permanente de la Corte Superior de 
Justicia de Lima, mediante Sentencia de Vis-
ta de fecha veintiocho de setiembre dos mil 
diecisiete que corre en fojas doscientos treinta 
y tres a doscientos cuarenta y siete, revocó 
la Sentencia emitida en primera instancia; 
reformándola la declararon fundada en par-
te, al considerar lo siguiente: i) el solo hecho 
de que el trabajador homólogo provenía con 
una remuneración diferenciada no resulta 
un argumento válido para la diferenciación 
remunerativa, más aún si se tiene en cuenta 
que el actor empezó a laborar en el cargo de 
Almacenero de Productos Terminados desde 
el veintiuno de abril de mil novecientos no-
venta y cuatro conforme aparece de la boleta 
de pagos de fojas tres a veintiocho, caso con-
trario del homólogo que tiene como fecha de 
ingreso el veinticuatro de agosto de mil no-
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SUSTENTO CONSTITUCIO-
NAL DE LA HOMOLOGA-
CIÓN REMUNERATIVA 

Este Tribunal Supremo considera 
pertinente señalar que la homo-
logación de una remuneración 

respecto a otra tiene como susten-
to el respeto o la prevalencia del 
principio de igualdad reconocido 

en el inciso 2) del artículo 2° de la 
Constitución Política del Perú, el 
cual implica que todas las perso-
nas deben ser tratadas de igual 

forma, sin diferenciarlas en razón 
a su origen, raza, sexo, idioma, 

religión, opinión, condición eco-
nómica o de otra índole pros-
crita por la ley. Pero sobre ello, 
también existe que los derechos 

constitucionales no son absolutos, 
ilimitados, o irrestrictos, pues son 
determinables por las normas y 

por la propia jurisprudencia. (F. 6)

vecientos noventa y cinco; ii) la demandada 
no ha probado de forma adecuada, racional 
y proporcional cual es el mayor valor de las 
labores o servicios que presta el homólogo 
frente a las funciones, obligaciones y respon-
sabilidades que forma parte del contenido 
profesional atribuido al actor; iii) Asimismo, 
no ha cumplido en acreditar que tiene una 
política remunerativa diferenciada sustentada 
en la calificación en el cargo, esto es que un 
trabajador con más experiencia o antigüedad 
en el cargo, perciba una mayor remuneración 
básica que un trabajador del mismo cargo que 
cuente con menor experiencia o antigüedad; 
iv) al haberse desempeñado el actor como 
trabajador en el mismo cargo que el homó-

logo, le corresponde percibir el reintegro por 
la diferencia de las remuneraciones con inci-
dencia en las gratificaciones a partir del mes 
de enero de dos mil ocho en adelante, tenien-
do en cuenta que el actor ingreso a laborar
para la demandada en la citada fecha.

SEXTO: Solución del caso concreto: Inicial-
mente, este Tribunal Supremo considera per-
tinente señalar que la homologación de una 
remuneración respecto a otra tiene como sus-
tento el respeto o la prevalencia del principio 
de igualdad reconocido en el inciso 2) del ar-
tículo 2° de la Constitución Política del Perú, 
e l cual implica que todas las personas deben 
ser tratadas de igual forma, sin diferenciarlas 
en razón a su origen, raza, sexo, idioma, reli-
gión, opinión, condición económica o de otra 
índole proscrita por la ley. Pero sobre ello, 
también existe que los derechos constitucio-
nales no son absolutos, ilimitados, o irrestric-
tos, pues son determinables por las normas y 
por la propia jurisprudencia. En ese contex-
to, se observa de la resolución emitida por la 
Sala Superior que la pretensión de nivelación 
remunerativa del básico (jornal básico diario) 
así comoel reintegro de las remuneraciones y 
beneficios sociales sobre las cuales tiene
incidencia dicha nivelación ha sido recono-
cido por el Colegiado Superior sustentando 
su razonamiento principalmente en el hecho 
de que no resulta válido el argumento de la 
demandada para sustentar la diferenciación 
remunerativa, que el trabajador homólogo 
(Ignacio German Tafur Chávez) proceda de 
la empresa de origen con una remuneración 
diferenciada.

SÉTIMO: De lo expuesto en el acápite pre-
cedente se observa que la Sala de mérito, no 
realiza un análisis aplicando parámetros ob-
jetivos de comparación entre el actor y el ho-
mólogo ofrecido, en los cuales se evalúen en-
tre otros factores: la empresa proveniente; ii) 
la trayectoria laboral; iii) las funciones realiza-
das; iv) la antigüedad en el cargo y la fecha 
de ingreso; v) el nivel académico alcanzado y 
la capacitación profesional; vi) la responsabi-
lidad atribuida; vii) la experiencia y el bagaje 
profesional o técnico entre otros. Criterios mí-
nimos que han sido establecidos en la Casa-
ción Laboral N° 208-2005-Pasco y que deben 
ser tomados en consideración por los jueces 
al momento de comparar la situación de dos 
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trabajadores, a fin de determinar si entre ellos 
se ha infringido o no el principio de igualdad 
de trato en el aspecto remunerativo, más aun 
si un empleador se encuentra en la potestad 
de realizar el pago de remuneraciones dife-
renciadas a sus trabajadores, siempre que di-
cha diferenciación se otorgue sobre la base de 
factores legítimos, razonables y objetivos. En 
tal sentido, la Sala de mérito incurre en vicio 
de motivación de la Sentencia de Vista al omi-
tir una motivación suficiente sobre la susten-
tación de la premisa referente a la existencia 
de discriminación salarial.

OCTAVO: Por tanto, la omisión advertida 
afecta la garantía y principio del derecho al 
debido proceso y la tutela jurisdiccional efecti-
va consagrado en el inciso 3) del artículo 139º 
de la Constitución Política del Perú, en tanto 
que para la validez y eficacia de las resolucio-
nes judiciales exige, bajo sanción de nulidad, 
que en estas se respeten los principios proce-
sales, así como que contengan los fundamen-
tos de hecho que sustentan la decisión y los 
respectivos de derecho con la cita de la norma 
o normas aplicables en cada punto, según el 
mérito de lo actuado y lo invocado por las 
partes, resultando la causal procesal invocada 
amparable por este Supremo Tribunal.
Por estas consideraciones:

FALLO:

Declararon FUNDADO el recurso de casa-
ción interpuesto por la demandada, Corpora-
ción Pesquera Inca S.A., el once de octubre 
de dos mil diecisiete que corre en fojas dos-
cientos cincuenta y dos a doscientos sesenta 
y siete; en consecuencia; NULA la Sentencia 
de Vista de fecha veintiocho de setiembre de 
dos mil diecisiete que corre en fojas doscien-
tos treinta y tres a doscientos cuarenta y siete; 
ORDENARON que el Colegiado Superior 
cumpla con emitir nuevo pronunciamiento 
observando las consideraciones que se des-
prenden de la presente ejecutoria suprema; 
DISPUSIERON la publicación del texto de 
la presente resolución en el Diario Oficial “El 
Peruano”, conforme a ley; en el proceso or-
dinario laboral seguido por el demandante, 
Juan Carlos Moreno Agüero sobre Nivelación 
de remuneración básica; interviniendo como 
ponente el señor juez supremo Ato Alvarado; 
y los devolvieron.

S.S.
VERA LAZO
UBILLUS FORTINI
YAYA ZUMAETA
MALCA GUAYLUPO
ATO ALVARADO



Magazín Jurisprudencial Laboral CAS.Nº915-2018-LIMA

10

HECHO DERECHO CONCLUSIÓN

La Sala de mérito no rea-
liza un análisis aplicando 
parámetros objetivos de 
comparación entre el ac-
tor y el homólogo ofrecido.

Artículo 139º inciso 3) del
de la Constitución Política 
del Perú (motivación de 
las resolución judiciales)

La omisión advertida 
afecta la garantía y prin-
cipio del derecho al de-
bido proceso y la tutela 
jurisdiccional efectiva, en 
tanto que para la validez 
y eficacia de las resolucio-
nes judiciales exige, bajo 
sanción de nulidad, que 
en estas se respeten los 
principios procesales, así 
como que contengan los 
fundamentos de hecho 
que sustentan la decisión 
y los respectivos de dere-
cho con la cita de la nor-
ma o normas aplicables 
en cada punto, según el 
mérito de lo actuado y lo 
invocado por las partes.

    ORDEN LÓGICO DE LA SENTENCIA
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“
El actor incumplió con sus obligaciones laborales, por cuanto autorizó al Chofer Ben Hur 
Cuadra Periche trasladar la manguera de las instalaciones de la empresa, sin contar con 
tal facultad para hacerlo, y sin autorización previa, si bien es cierto el traslado de dicho 
material se frustró en el puesto de control de vigilancia, tal actuación quiebra la confianza 
depositada en el trabajador, anulando las expectativas puestas en el trabajo encargado 

tornando que la relación laboral sea insostenible.” (F. 14)

VISTA; la causa número diez mil trescien-
tos noventa y siete, guion dos mil dieciocho, 
guion DEL SANTA y luego de efectuada la vo-
tación con arreglo a ley, se emite la siguiente 
sentencia:

MATERIA DEL RECURSO: Se trata del re-
curso de casación interpuesto por la parte de-
mandante, Tito Henry Fiestas Veliz, mediante 
escrito de fecha seis de abril de dos mil die-
ciocho, que corre en fojas trescientos dieciséis 
a trescientos veinticinco, contra la Sentencia 
de Vista de fecha veinte de marzo de dos mil 
dieciocho, que corre en fojas doscientos no-
venta y cinco a trescientos cuatro, que revo-
có la Sentencia emitida en primera instancia 
de fecha veinticuatro de setiembre de dos mil 
quince, que corre en fojas doscientos doce a 
doscientos dieciocho, que declaró fundada la 
demanda y reformándola declararon infun-
dada la demanda; en el proceso seguido con 
la demandada CFG Investment S.A.C., sobre 
Reposición laboral.

CAUSALES DEL RECURSO:

El recurso de casación ha sido declarado pro-
cedente mediante resolución de fecha cinco 
de noviembre de dos mil dieciocho, que co-
rre en fojas cincuenta y siete a sesenta, por 
la siguiente causal: Infracción normativa por 
interpretación errónea de los literales a) y c) 

del artículo 25° del Texto Único Ordenado del 
Decreto Legislativo N° 728, Ley de Produc-
tividad y Competitividad Laboral, aprobado 
por Decreto Supremo N° 003-97-TR. Corres-
pondiendo a esta Sala Suprema emitir pro-
nunciamiento de fondo al respecto.

CONSIDERANDO:

PRIMERO: Antecedentes del caso

a) De la pretensión 

Se aprecia de la demanda, que corre en fojas 
veintidós a veintinueve, que el actor solicita 
su reposición al centro de trabajo por haber 
sido objeto de un despido fraudulento, con 
costos del proceso.

b) Sentencia de primera instancia:

El Juez del Segundo Juzgado Especializado 
Laboral de la Corte Superior de Justicia del 
Santa, mediante sentencia de fecha veinti-
cuatro de setiembre de dos mil quince, que 
corre en fojas doscientos doce a doscientos 
dieciocho, declaró fundada la demanda sobre 
reposición por despido fraudulento, por con-
siderar que la demandada preliminarmente 
le atribuye al actor la falta grave referida a 
la sustracción de un bien, y después la varía 
por la actuación no autorizada en el desplaza-

DESPIDEN A TRABAJADOR POR AUTORIZAR EL 
TRASLADO DE UN MAGUERA FUERA DE LAS INS-

TALACIONES DE LA EMPRESA

RAZÓN DE LA DECISIÓN

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA
SEGUNDA SALA CONSTITUCIONAL Y SOCIAL
CAS. N° 10397-2018 DEL SANTA
MATERIA: REPOSICIÓN POR DESPIDO FRAUDULENTO

02
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miento de un bien de la empresa, faltas que 
se encuentran tipificadas en los incisos a) y c) 
del artículo 25° del Texto Único Ordenado del 
Decreto Legislativo N° 728, Ley de Producti-
vidad y Competitividad Labor al, aprobado 
por el Decreto Supremo N° 003-97-TR. En 
cuanto a la primera causal, la demandada no 
ha cumplido con probar con medio probatorio 
alguno, como es que el hecho del traslado del 
bien no autorizado generó el quebrantamien-
to de la buena fe laboral, o en todo caso, qué 
perjuicio le ocasionó el incumplimiento de las 
obligaciones del trabajo o su inobservancia 
del Reglamento Interno de Trabajo; y respecto 
a la segunda causal, se ha demostrado que el 
demandante en ningún momento se ha apro-
piado de la manguera de jebe, mas allá del 
traslado no autorizado de dicha manguera no 
se ha acreditado en físico su pre existencia al 
momento de la inspección judicial, y, si fuese 
el caso ameritaría una sanción y/o suspensión 
mas no un despido.

c) Sentencia emitida en segunda instan-
cia:

El Colegiado de la Sala Laboral de la Cor-
te Superior de Justicia del Santa, mediante 
Sentencia de Vista de fecha veinte de marzo 
de dos mil dieciocho, que corre en fojas dos-
cientos noventa y cinco a trescientos cuatro, 
revocó la sentencia apelada que declaró fun-
dada la demanda, y reformándola la declaró 
infundada, por considerar que de los medios 
de prueba valorados en dicha sentencia, se 
aprecia que el actor ha incumplido con sus 
obligaciones laborales por cuanto autoriza 
al chofer Ben Hur Cuadra Periche a sacar la 
manguera de las instalaciones de la empresa, 
sin contar con la autorización para hacerlo, se 
precisa que no se encuentra explicación sobre 
porque el actor puede pedir perdón por un 
hecho que no ha cometido lo que supone que 

su actuar se realizó con la intención de
apropiarse indebidamente la manguera, acto 
que se vio frustrado por cuanto el personal de 
vigilancia se dio cuenta de la misma. Por tan-
to, no resulta amparable la demanda en tanto 
no se ha acreditado que el despido del actor 
fue por hechos falsos o inexistentes.

Segundo: Infracción normativa. 

La infracción normativa podemos conceptua-
lizarla como la afectación a las normas jurídi-
cas en que incurre el Colegiado Superior al 
emitir una resolución, originando con ello que 
la parte que se considere afectada por la mis-
ma pueda interponer el respectivo recurso de 
casación. Sobre los alcances del concepto de 
infracción normativa, quedan comprendidas 
en la misma las causales que anteriormen-
te contemplaba el artículo 56° de la Ley N° 
26636, Ley Procesal del Trabajo, modificado 
por el artículo 1° de la Ley N° 27021, r ela-
tivas a la interpretación errónea, aplicación 
indebida e inaplicación de una norma, ade-
más de otro tipo de normas como son las de 
carácter adjetivo.

DEFINICIÓN DE FALTA GRAVE

La falta grave se define, por con-
siguiente, en relación a las obli-
gaciones que tiene el trabajador 
respecto del empleador y se carac-
teriza por ser una conducta con-
traria a la que se deriva del cum-
plimiento cabal de aquellas (F. 9)

TERCERO: En el presente caso se ha decla-
rado procedente el recurso interpuesto por 
la demandada, por la causal de infracción 
normativa por interpretación errónea de los 
literales a) y c) del artículo 25° del Texto Úni-
co Ordenado del Decreto Legislativo N° 728, 
Ley de Productividad y Competitividad Labo-

DEFINICIÓN DE DESPIDO
Pla Rodríguez señala: “El des-
pido es un acto unilateral por 
el cual el empleador pone fin 
al contrato de trabajo”. (F. 5)
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ral, aprobado por Decreto Supremo N° 003-
97-TR, al respecto, cabe precisar que dicho 
dispositivo legal, prescribe:

“Artículo 25.- Falta grave es la infracción por 
el trabajador de los deberes esenciales que 
emanan del contrato, de tal índole, que haga 
irrazonable la subsistencia de la relación. Son 
faltas graves:

a)El incumplimiento de las obligaciones de 
trabajo que supone el quebrantamiento de la 
buena fe laboral, la reiterada resistencia a las 
órdenes relacionadas con las labores, la reite-
rada paralización intempestiva de labores y la 
inobservancia del Reglamento Interno de Tra-
bajo o del Reglamento de Seguridad e Higie-
ne Industrial, aprobados o expedidos, según 
corresponda, por la autoridad competente 
que revistan gravedad. (…)

b)La apropiación consumada o frustrada de 
bienes o servicios del empleador o que se en-
cuentran bajo su custodia, así como la reten-
ción o utilización indebidas de los mismos, en 
beneficio propio o de terceros, con prescin-
dencia de su valor. (…) ”

CUARTO: Delimitación del objeto de pro-
nunciamiento

Se verifica del recurso de casación, específi-
camente de los fundamentos que sustentan la 
causal bajo examen, que el análisis debe cir-
cunscribirse a determinar si el Colegiado Su-
perior incurrió o no en la infracción normati-
va por interpretación errónea de los incisos a) 
y c) del artículo 25° del Texto Único Ordena-
do del Decreto Legislativo número 728, Ley 
de Productividad y Competitividad Laboral, 
aprobado por Decreto Supremo número 003-
97-TR, con la finalidad de establecer si corres-
ponde o no la reposición laboral reclamada 
por el actor.

QUINTO: Alcances sobre el despido Para 
efectos de analizar la causal denunciada por el 
recurrente, es importante precisar que el des-

1   GARCÍA ALONSO, citado por BLANCAS BUSTAMANTE, Carlos. “El despido en el derecho 
laboral peruano”. 3° ed. Lima: Editorial Jurista Editores, p. 66.

pido es la extinción de la relación de trabajo, 
fundada exclusivamente en la voluntad unila-
teral del empleador. Al respecto, Alonso Gar-
cía define el despido como: “El acto unilateral 
de la voluntad del empresario por virtud del 
cual éste decide poner fin a la relación de tra-
bajo”[1] , y por su parte, Pla Rodríguez señala: 
“El despido es un acto unilateral por el cual el 

INTERPRETACIÓN DE LA 
CORTE

La tipificación de la falta grave 
contenida en el inciso a) del artí-
culo 25° del Decreto Supremo N° 
0 03-97-TR, complementa la ac-
ción principal que es “El incum-
plimiento de las obligaciones de 
trabajo” con la frase “que supone 
el quebrantamiento de la buena 
fe laboral” lo que no basta que se 
produzca un incumplimiento sino 
que esa omisión rompa la con-
fianza depositada, anulando las 
expectativas puestas en el traba-
jo encargado y haga que la rela-
ción laboral se torne insostenible, 
siendo irrelevante que el incum-
plimiento ocasione algún perjui-
cio al empleador, ya que lo que 
se sanciona es el incumplimiento 
de las obligaciones de trabajo que 
supone el quebrantamiento de la 
buena fe laboral, siendo esto últi-
mo lo que califica de lesivo el com-
portamiento del trabajador dando 
lugar a que se le sancione. (F. 11)
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empleador pone fin al contrato de trabajo”[2] 
. Montoya Melgar, señala que los caracteres 
del despido son: a) es un acto unilateral del 
empleador, para cuya eficacia la voluntad del 
trabajador es innecesaria e irrelevante; b) es 
un acto constitutivo, por cuanto el empresario 
no se limita a proponer el despido sino que él 
lo realiza directamente; c) es un acto recepti-
cio, en cuanto a su eficacia depende de la vo-
luntad extintiva del empleador sea conocida 
por el trabajador, a quien está destinada; y  d) 
es un acto que produce la extinción contrac-
tual, en cuanto cesan ad futurum los efectos 
del contrato. [3]

SEXTO: En relación a ello, el despido debe 
estar fundado en una causa justa, por lo que, 
se limita el poder que tiene el empleador, den-
tro del elemento de la subordinación, tanto es 
así que nuestra legislación ha contemplado en 
el Texto Único Ordenado del Decreto Legis-
lativo N° 728, Ley de Productividad y Com-
petitividad Laboral, aprobado por Decreto 
Supremo N° 003-97-TR, las causas justas de 
despido, bajo dos ámbitos: a) relacionadas 
con la capacidad del trabajador; y b) relacio-
nadas con la conducta del trabajador.

RESPECTO A LA APROPIA-
CIÓN FRUSTRADA O CON-

SUMADA
Debe precisarse que esta falta se 
produce cuando se concretiza la 
apropiación así como con la ten-
tativa de la misma, en tanto, se 
afirma que hubo una frustración 
en la sustracción de los bienes del 
empleador lo cual se encuentra 
relacionada con la honradez y la 
buena fe laboral que debe regir 
en toda relación de trabajo, con 
prescindencia de su valor. (F. 12)

2   PLÁ RODIGUEZ, citado por ibíd. pp. 66.

3  Vid MONTOYA MELGAR, citado por BLANCAS BUSTAMANTE. Op. Cit, pp. 65-66.

4   BLANCAS BUSTAMANTE, Carlos. “El despido en el derecho laboral peruano”, Jurista Editores. 
Tercera Edición, 2013, p. 193

SÉTIMO: Dentro del ámbito relacionado a la 
conducta del trabajador, se encuentra la cau-
sa referida a la comisión de falta grave, sien-
do las previstas en el artículo 25° del Texto 
Único Ordenado del Decreto Legislativo N° 
728, Ley de Productividad y Competitividad 
Laboral, aprobado por Decreto Supremo N° 
003-97-TR.

OCTAVO: Jurisprudencia Constitucional 
sobre la causalidad del despido. En la Sen-
tencia recaída en el Expediente N° 1124-20 
01-AA/TC, de fecha once de julio de dos mil 
dos, el Tribunal Constitucional estableció que 
uno de los aspectos integrantes del núcleo 
duro del derecho constitucional al trabajo es 
la prohibición de no ser despedido salvo por 
causa justa. Asimismo, en la Sentencia N° 
206-2005-AA/TC de fecha veintiocho de no-
viembre de dos mil cinco y en la Sentencia N° 
976-2004- AA/TC su fecha trece de marzo de 
dos mil tres, señaló que el contenido del dere-
cho constitucional a una protección adecuada 
contra el despido arbitrario supone la indem-
nización o la reposición según corresponda a 
elección del trabajador.

NOVENO: La falta grave

La falta grave se define, por consiguiente, en 
relación a las obligaciones que tiene el traba-
jador respecto del empleador y se caracteriza 
por ser una conducta contraria a la que se de-
riva del cumplimiento cabal de aquellas [4]. Si 
bien la supuesta falta grave cometida por el 
trabajador hace emerger el derecho del em-
pleador a despedirlo, también es cierto que 
debe tenerse presente lo previsto en el artí-
culo 37º del Texto Único Ordenado del De-
creto Legislativo 728, Ley de Productividad y 
Competitividad Laboral, aprobado por el De-
creto Supremo 003-97- TR, que señala que ni 
el despido ni el motivo alegado se deducen 
o presumen, quien los acusa debe probarlos, 
correspondiendo al empleador probar la cau-
sa del despido y al trabajador la existencia de 
la misma cuando la invoque. Para que se con-
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figure la falta grave, debe provenir de una ac-
tividad personal del trabajador cometida por 
éste y que haga irrazonable la subsistencia de 
la relación laboral entre el empleador y el tra-
bajador.

DÉCIMO: Sobre el quebrantamiento de la 
buena fe laboral

Resulta importante precisar que las obligacio-
nes asumidas por las partes con motivo del 
contrato de trabajo no se limitan únicamente 
a las pactadas en el contrato escrito, sino que 
las mismas derivan también de las disposicio-
nes normativas que la regulen. De allí que no 
resulte extraña la redacción del artículo 25° 
del Decreto Supremo N° 003-97-TR, cuando 
prevé que constituye falta grave, aquella in-
fracción por parte del trabajador de los de-
beres esenciales que emanan del contrato de 
trabajo, entendiéndose por tal, no solo a las 
obligaciones taxativamente previstas en aquel, 
sino a todos aquellos “[…] deberes centrales 
del trabajador, tales como el deber de poner 
a disposición del empleador su fuerza de tra-
bajo en el marco de obediencia, buena fe y 
diligencia”[5]. 

DÉCIMO PRIMERO: En ese sentido, la tipi-
ficación de la falta grave contenida en el inci-
so a) del artículo 25° del Decreto Supremo N° 
0 03-97-TR, complementa la acción principal 
que es “El incumplimiento de las obligaciones 
de trabajo” con la frase “que supone el que-
brantamiento de la buena fe laboral” lo que 
no basta que se produzca un incumplimiento 
sino que esa omisión rompa la confianza de-
positada, anulando las expectativas puestas 
en el trabajo encargado y haga que la relación 
laboral se torne insostenible, siendo irrelevan-
te que el incumplimiento ocasione algún per-
juicio al empleador, ya que lo que se sanciona 
es el incumplimiento de las obligaciones de 
trabajo que supone el quebrantamiento de la 
buena fe laboral, siendo esto último lo que 
califica de lesivo el comportamiento del traba-
jador dando lugar a que se le sancione.

DÉCIMO SEGUNDO: Sobre la falta labo-

5  ARCE ORTIZ, Elmer. Derecho de Trabajo en el Perú. Desafíos y Deficiencias. Palestra Editores. 
Lima 2008. Primera Edición. Pag. 524.

ral por apropiación consumada ofrustrada de 
bienes o servicios del empleador

Debe precisarse que esta falta se produce 
cuando se concretiza la apropiación así como 
con la tentativa de la misma, en tanto, se afir-
ma que hubo una frustración en la sustrac-
ción de los bienes del empleador lo cual se 
encuentra relacionada con la honradez y la 
buena fe laboral que debe regir en toda rela-
ción de trabajo, con prescindencia de su valor.

DÉCIMO TERCERO: Análisis del caso 
Para determinar si en el caso de autos se pro-
dujo la interpretación errónea de los incisos a) 
y c) del artículo 25° del Texto Único Ordenado 
del Decreto Legislativo número 728, aproba-
do por Decreto Supremo número 003-97-TR, 
debe tenerse en cuenta lo siguiente:

a) El accionante fundamenta la causal de su 
recurso haciendo referencia al inciso a) del 
artículo 25° del cuerpo legal referido, soste-
niendo que en la interpretación correcta de 
dicha norma debe analizarse el supuesto de 
hecho contenido en la norma, esto es, si el 
trabajador incumplió de forma reiterada ór-
denes de trabajo y si estas implican gravedad 
de la inconducta, si existió intencionalidad y 
el perjuicio al empleador lo que ameritaría el 
quebrantamiento de la buena fe laboral. En 
cuanto a la interpretación correcta al inciso c) 
del artículo 25° de la norma indicada, preci-
sa el actor que se debió realizar considerando 
como pilares a desarrollar el deber de actuar 
honradamente del demandante entendiendo 
que esta acreditado que en ningún momento 
se trató de retirar el bien, por lo que, no se 
cumple con la apropiación frustrada, lo que 
implica la no existencia de la intención de 
apropiación.

b) De tal forma, se efectuará un análisis en 
forma conjunta de lo establecido en el literal 
a) y c) del artículo 25° del cuerpo legal cita-
do, en tanto que las conductas imputadas se 
encuentran relacionadas. Siendo ello así, se 
observa que se debe establecer si la conducta 
del accionante de autorizar al chofer Ben Hur 
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Cuadra Periche, el traslado de material sin la 
facultad de hacerlo, y permitir eltraslado sin 
previa autorización de su Jefe Inmediato sin 
la guía de remisión pertinente, se enmarcan 
dentro de las causales señaladas por la de-
mandada en su carta de preaviso de despi-
do y carta de despido; del mismo modo, si la 
referida conducta implica la existencia de la 
intención de apropiarse del bien en relación 
con la frustración de la conducta imputada 
que denote la afectación a la buena fe laboral.

c) Del informe de seguridad, que corre de fo-
jas sesenta y ocho a sesenta y nueve, y del 
informe N° 001-2015-GH SUR, de fojas se-
tenta a setenta y dos, testimonio del Super-
intendente de la Planta Chimbote Sur, que 
corre a fojas setenta y ocho, se advierte que el 
material trasladado era una manguera de jebe 
y lona, y no una manguera de cobre como 
inicialmente señalaba la emplazada, lo que se 
determinó en la Audiencia Única.

d) Ahora bien en cuanto a la autorización de 
salida del material, de lo actuado se aprecia 
que ello no fue negado por el demandante, 
toda vez que indicó que llamó al señor Ben 
Hur Cuadra Periche, chofer de la demanda-
da, a fin que traslade la manguera hacía la 
atarjea. Con relación a ello, es menester resal-
tar que para sacar cualquier material hacía la 
atarjea resulta necesario contar con autoriza-
ción del Jefe Inmediato, en este caso del Jefe 
de Turno, y contar con guía de remisión, lo 
que no sucedió a pesar que el actor conocía 
tal procedimiento, lo que fue reconocido en la 
audiencia de vista.

e) Por otro lado, también resulta cierto que el 
día lunes por la mañana el demandante fue a 
la oficina del Superintendente, Pedro Herrera, 
a pedirle perdón, pues, consideraba que le es-
taban imputando faltas que no había cometi-
do, lo que corrobora con su declaración en la 
audiencia única de fecha 17 de setiembre del 
2015; situación que evidencia la falta del tra-
bajador, en tanto, no hay explicación del por-
que tendría que pedir perdón por sus actos.

DÉCIMO CUARTO: En virtud de ello, se 
advierte que el actor incumplió con sus obli-
gaciones laborales, por cuanto autorizó al 
Chofer Ben Hur Cuadra Periche trasladar la 
manguera de las instalaciones de la empresa, 

sin contar con tal facultad para hacerlo, y sin 
autorización previa, si bien es cierto el trasla-
do de dicho material se frustró en el puesto 
de control de vigilancia, tal actuación quiebra 
la confianza depositada en el trabajador, anu-
lando las expectativas puestas en el trabajo 
encargado tornando que la relación laboral 
sea insostenible.

DÉCIMO QUINTO: En este orden de ideas, 
se advierte que la Sala Superior interpretó de 
forma correcta lo establecido en los incisos 
a) y c) del artículo 25° del Texto Único Or-
denado del Decreto Legislativo número 728, 
Ley de Productividad y Competitividad La-
boral, máxime si se tiene en cuenta que los 
hechos inexistentes o falsos alegados por el 
actor como parte de su pretensión de despido 
fraudulento, no resultan ciertos en razón de 
lo expuesto líneas arriba, al resultar evidentes 
los hechos que incluso fueron admitidos por 
el actor. Por ello, lo argumentado por el re-
currente en su recurso de casación carece de 
fundamento, deviniendo la causal examinada 
en infundada.

Por estas consideraciones y de conformidad 
con lo establecido además por el artículo 41° 
de la Ley número 29497, Nueva Ley Proce-
sal del Trabajo. Declararon INFUNDADO el 
recurso de casación interpuesto por el deman-
dante, Tito Henry Fiestas Veliz, mediante es-
crito de fecha seis de abril de dos mil diecio-
cho, que corre en fojas trescientos dieciséis a 
trescientos veinticinco; en consecuencia, NO 
CASARON la Sentencia de Vista de fecha 
veinte de marzo de dos mil dieciocho, que co-
rre en fojas doscientos noventa y cinco a tres-
cientos cuatro; ORDENARON la publicación 
de la presente resolución en el diario oficial 
“El Peruano”, conforme a ley; en el proceso 
seguido con la demandada, CFG Investment 
S.A.C., sobre Reposición laboral; intervinien-
do como ponente la señora jueza suprema 
Ubillus Fortini; y los devolvieron.

S.S.
ARÉVALO VELA
UBILLUS FORTINI
YAYA ZUMAETA
MALCA GUAYLUPO
ATO ALVARADO
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HECHO DERECHO CONCLUSIÓN

La autorización dada 
al chofer Ben Hur Cua-
dra Periche para sacar 
la manguera de las ins-
talaciones de la empre-
sa sin contar con el vis-
to bueno de la empresa.

Artículo 25 inciso a) y c) 
del  del Texto Único Or-
denado del Decreto Le-
gislativo número 728, 
Ley de Productividad y 
Competitividad Laboral.

Se advierte que la Sala Su-
perior interpretó de forma 
correcta lo establecido en 
los incisos a) y c) del artí-
culo 25° del Texto Único 
Ordenado del Decreto Le-
gislativo número 728, Ley 
de Productividad y Com-
petitividad Laboral, máxi-
me si se tiene en cuenta 
que los hechos inexisten-
tes o falsos alegados por 
el actor como parte de 
su pretensión de despi-
do fraudulento, no resul-
tan ciertos en razón de lo 
expuesto líneas arriba, al 
resultar evidentes los he-
chos que incluso fueron 
admitidos por el actor.

    ORDEN LÓGICO DE LA SENTENCIA



18

Magazín Jurisprudencial Laboral CAS. Nº 18888-2017-ICA

“
Ahora bien, para pretender la reposición en el empleo -como es la pretensión del deman-
dante- debió de demostrar en autos que no cobró la suma de treinta mil ciento cuarenta y 
tres con 90/100 soles (S/30,143.90), por concepto de indemnización por despido arbitra-
rio, o en su defecto, haber devuelto o consignado a favor de la demandada dicho monto 
de manera inmediata; sin embargo, no la hizo, con lo que se establece que dispuso de 

dicho dinero, aceptando de ese modo la indemnización por despido que le otorga el artículo 
34° del Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo N° 728, Ley de Productividad y Compe-
titividad Laboral, aprobado por Decreto Supremo N° 003-97-TR.” (F. 17)

VISTA; la causa número dieciocho mil ocho-
cientos ochenta y ocho, guion dos mil dieci-
siete, guion ICA en audiencia pública de la 
fecha; y luego de efectuadala votación con 
arreglo a ley; interviniendo como ponente 
el señor juez supremo, Malca Guaylupo, con 
la adhesión de los señores jueces supremos: 
Arévalo Vela, De La Rosa Bedriñana y Yaya 
Zumaeta; con el voto singular de la señora 
jueza suprema Rodríguez Chávez; se emite la 
siguiente sentencia:

MATERIA DEL RECURSO:

Se trata del recurso de casación interpuesto 
por la parte demandada, Banco Agropecua-
rio (Agrobanco), mediante escrito presentado 
el ocho de agosto de dos mil diecisiete, que 
corre en fojas ciento cuarenta y cinco a ciento 
cincuenta y seis, contra la Sentencia de Vista 
de fecha diecinueve de julio de dos mil die-
ciséis, que corre en fojas ciento dieciocho a 
ciento cuarenta y uno, que confirmó la Sen-
tencia apelada de fecha veinticuatro de abril 
de dos mil diecisiete, que corre en fojas se-
senta y dos a setenta y cinco, que declaró fun-

dada la demanda; en el proceso seguido por 
el demandante, Rubén Iturrizaga Sulca, sobre 
reposición por despido incausado.

CAUSALES DEL RECURSO:

El recurso de casación interpuesto por la de-
mandada, se declaró procedente mediante 
Resolución de fecha veintisiete de marzo de 
dos mil dieciocho, que corre en fojas noventa 
y cuatro a noventa y siete, del cuaderno de 
casación, por las siguientes causales:

i) Infracción normativa del inciso 3) del artí-
culo 139° de la Constitución Política del Perú; 
ii) Infracción normativa por inaplicación de la 
Sentencia del Tribunal Constitucional recaída 
en el Expediente N° 3052-200 9-TC. Corres-
pondiendo a esta Sala Suprema emitir pro-
nunciamiento al respecto.

CONSIDERANDO:

PRIMERO: Antecedentes judiciales

Pretensión: Conforme se aprecia de la deman-

NO PROCEDE LA REPOSICIÓN DEL TRABAJADOR 
QUE DISPUSO DE LA INDEMNIZACIÓN POR DESPI-
DO ARBITRARIO DEPÓSITADO EN SU CUENTA DE 

HABERES

RAZÓN DE LA DECISIÓN

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA
SEGUNDA SALA CONSTITUCIONAL Y SOCIAL
CAS. Nº 18888-2017-ICA
MATERIA: REPOSICIÓN POR DESPIDO INCAUSADO

03
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da, que corre en fojas quince a veinticuatro, el 
actor solicita su reposición como Asistente en 
el Área Comercial de la empresa demandada, 
al haber sido objeto de un despido incausado. 
Sentencia: El Juez de Trabajo de Pisco de la 
Corte Superior de Justicia de Ica, mediante 
Sentencia de fecha veinticuatro de abril de 
dos mil diecisiete, declaró fundada la deman-
da, al considerar que de acuerdo a los docu-
mentos que corren en autos el demandante 
tenía la calidad de un trabajador sujeto a un 
contrato a plazo indeterminado para ejercer 
el cargo de asistente en el área comercial, Ofi-
cina Regional de Chincha, por lo que dicho 
vínculo sólo podía dejarse sin efecto por una 
causa justa relacionada con la capacidad o la 
conducta del trabajador, lo que no ha ocu-
rrido, por lo que se ampara la demanda; en 
ese sentido, si el empleador decidió retirarle 
la confianza a consecuencia de esa decisión, 
no era el cese del trabajador, sino su retorno 
a la plaza primigenia para la que fue contra-
tado antes de ser promovido. Sentencia de 
Vista: La Sala Superior Mixta de la Provin-
cia de Pisco de la misma Corte Superior de 
Justicia, mediante Sentencia de Vista de fe-
cha diecinueve de julio de dos mil diecisiete, 
confirmó la Sentencia apelada bajo similares 
fundamentos.

SEGUNDO: Infracción normativa

La infracción normativa podemos conceptua-
lizarla como la afectación a las normas jurídi-
cas en que incurre el Colegiado Superior al 
emitir una resolución, originando con ello que 
la parte que se considere afectada por la mis-
ma, pueda interponer el respectivo recurso de 
casación. Sobre los alcances del concepto de 
infracción normativa quedan comprendidas 
en la misma las causales que anteriormente 
contemplaba el artículo 56° de la Ley número 
26636, Ley Procesal del Trabajo, modificado 
por el artículo 1° de la Ley número 27021, re-
lativas a la interpretación errónea, aplicación 
indebida e inaplicación de normas de dere-
cho material, incluyendo otro tipo de normas 
como son las de carácter adjetivo.

TERCERO: En el caso concreto, la infracción 
normativa está referida al inciso 3) del artícu-
lo 139° de la Constitución Política de l Perú, 

que prescribe:

“Son principios y derechos de la función ju-
risdiccional: (…) 3. La observancia del debi-
do proceso y la tutela jurisdiccional. Ninguna 
persona puede ser desviada de la jurisdic-
ción predeterminada por la ley, ni sometida 
a procedimiento distinto de los previamente 
establecidos, ni juzgada por órganos jurisdic-
cionales de excepción ni por comisiones es-
peciales creadas al efecto, cualquiera sea su 
denominación”.

CUARTO: Al respecto, debemos aceptar 
enunciativamente que entre los distintos ele-
mentos integrantes al derecho del debido pro-
ceso, están necesariamente comprendidos:

a) Derecho a un juez predeterminado por la 
ley (juez natural).
b) Derecho a un juez independiente e impar-
cial.
c) Derecho a la defensa y patrocinio por un 
abogado.
d) Derecho a la prueba.
e) Derecho a una resolución debidamente 
motivada.
f) Derecho a la impugnación.
g) Derecho a la instancia plural.
h) Derecho a no revivir procesos fenecidos.

QUINTO: En ese sentido, el Tribunal Consti-
tucional ha expresado lo siguiente:
“(…) 2. El artículo 139° de la Norma Supre-
ma establece los principios y derechos de la 
función jurisdiccional. El inciso 3 garantiza la 
observancia del debido proceso y la tutela ju-
risdiccional. 3. En ese sentido, la exigencia de 
su efectivo respeto no solo tiene que ver con 
la necesidad de garantizar a todo justiciable 
determinadas garantías mínimas cuando este 
participa en un proceso judicial, sino también 
con la propia validez de la configuración del 
proceso, cualquiera que sea la materia que 
en su seno se pueda dirimir, como puede ser 
la actividad investigatoria realizada por el ór-
gano jurisdiccional. De esta forma, el debido 
proceso no solo es un derecho de connota-
ción procesal que se traduce, como antes se 
ha dicho, en el respeto de determinados atri-
butos, sino también una institución compleja 
que desborda el ámbito meramente
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jurisdiccional (…) ”[1].

SEXTO: Esta Sala Suprema advierte, que la 
decisión adoptada por las instancias de mé-
rito se ha ceñido a lo aportado, mostrado y 
debatido en el proceso, de manera que dicho 
fallo no puede ser cuestionado por infracción 
al debido proceso y por ende no puede ser 
cuestionado por defecto en la motivación, en 
tanto se ha cumplido con analizar las prue-
bas ofrecidas y con precisar la norma que le 
permite asumir un criterio interpretativo en 
el que sustenta su ratio decidendi; en conse-

cuencia, un parecer o criterio distinto al que 

1   Sentencia de fecha ocho de agosto de dos mil cinco, recaída en el Expediente N° 4907-2005-HC/
TC.

ha quedado establecido, no puede ser causal 
para cuestionar la motivación; asimismo, no 
se advierte la existencia de vicio alguno du-
rante el trámite del proceso que atente contra 
las garantías procesales constitucionales. Por 
estas consideraciones, la norma procesal in-
vocada deviene en infundada.

SÉTIMO: Habiéndose desestimado la cau-
sal procesal, corresponde emitir pronuncia-
miento respecto a la infracción normativa 
por inaplicación de la Sentencia del Tribunal 
Constitucional recaída en el Expediente N° 
3052 2009-PA/TC.

OCTAVO: Antes de pasar a analizar la norma 
mencionada en el considerando que antece-
de, se deben dar algunos alcances respecto 
al despido del que fue objeto el demandante.

Alcances respecto al despido

En el caso de autos, debemos referirnos pri-
mero a nuestra sistemática sustantiva laboral 
contenido en los artículos 16°, 22°, 24° y 25° 
del Texto Único Ordenado del Decreto Legis-
lativo N° 728, Ley de Pro ductividad y Com-
petitividad Laboral, aprobado por Decreto 
Supremo N° 003-97-TR, que hace referencia 
a las causas de extinción del contrato de tra-
bajo, entre los que se considera el despido, el 
que se define como la terminación del con-
trato de trabajo por voluntad del trabajador 
o del empleador, basado en la existencia de 
una causa justa, siempre que exista causa jus-
ta prevista en la ley y comprobada objetiva-
mente por el empleador, y que esté vinculada 
con la capacidad o conducta del trabajador, 
como puede ser la falta grave, que a su vez se 
conceptúa como la infracción por el trabaja-
dor de los deberes esenciales que emanan del 
contrato, de tal manera que haga irrazonable 
la subsistencia de la relación laboral; entre los 
que se considera al quebrantamiento de la 
buen fe laboral y la inobservancia del Regla-
mento Interno de Trabajo.

Noveno: En tal sentido, cuando se produzca 
la extinción del vínculo laboral por despido 
ante la decisión unilateral del empleador de 
dejar sin efecto la relación laboral, correspon-

JURISPRUDENCIA CONSTI-
TUCIONAL SOBRE LA CAU-

SALIDAD DEL DESPIDO.

En la Sentencia recaída en el Ex-
pediente N° 1124-2001-AA/TC, de 
fecha once de julio de dos mil dos, 
el Tribunal Constitucional estable-
ció que uno de los aspectos inte-
grantes del núcleo duro del dere-
cho constitucional al trabajo es la 
prohibición de no ser despedido 
salvo por causa justa. Asimismo, 
en la Sentencia N° 206-2005-AA/
TC  de fecha veintiocho de no-
viembre de dos mil cinco y en la 
Sentencia N° 976-2004-AA/TC fe-
cha trece de marzo de dos mil tres, 
señaló que el contenido del dere-
cho constitucional a una protec-
ción adecuada contra el despido 
arbitrario supone la indemnización 
o la reposición según corres-
ponda a elección del trabajador.
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de determinar si la causa de despido se ajusta 
a la normatividad invocada, por lo que com-
prende verificar: i) que el despido, se ha ajus-
tado al procedimiento formal previsto; y ii) 
que la falta imputada al trabajador, haya sido 
acreditado objetivamente ya sea en el proce-
dimiento de despido o en el presente proceso 
judicial. Para ello se requiere que se acredite el 
hecho del despido, cuya responsabilidad pro-
batoria le asiste a la demandante, y a partir 
de aquello, aplicar las sanciones que le asiste 
por parte del empleador, el mismo que debe 
ejercerse dentro de los márgenes de discrecio-
nalidad, razonabilidad y proporcionalidad, a 
efectos de evitar el abuso del derecho.

¿QUÉ ES EL DESPIDO IN-
CAUSADO?

El Tribunal Constitucional ha seña-
lado que se destaca el despido in-
causado, el cual se produce cuan-
do se despide al trabajador, ya sea 
de manera verbal o mediante co-
municación escrita, sin expresarle 
causa alguna derivada de la con-
ducta o la labor que la justifique.

Décimo: Sobre el particular, el Convenio N° 
158 de la Organización Internacional de Tra-
bajo, expresa en su artículo 3° que “(…) las 
expresiones terminación y terminación de la 
relación de trabajo significan terminación de 
la relación de trabajo por iniciativa del em-
pleador”. Asimismo, en el artículo 4° del aco-
tado convenio se establece: “No se pondrá 
término a la relación de trabajo de un traba-
jador a menos que exista para ello una cau-
sa justificada relacionada con su capacidad 
o su conducta o basada en las necesidades 
de funcionamiento de la empresa, estableci-
miento o servicio”; es así, que la Comisión de 
Expertos expresa que no se limita a obligar a 
los empleadores a justificar los despidos, sino 

2   CEACR, solicitud directa -Luxemburgo (2007). Véase el informe presentado a la 67.ª reunión de 
la CIT
3   STC N.º 00976-2001-PA/TC
4  STC 03965-2007-PA/TC

que ante todo exige que en virtud del princi-
pio fundamental de la justificación que no se 
despida a un trabajador, salvo que para ello 
exista algún motivo relacionado con la capa-
cidad o la conducta del trabajador o con las 
necesidades de funcionamiento de la empre-
sa; por lo que los motivos son: a) la capacidad 
del trabajador; b) la conducta del trabajador; 
o c) las necesidades de funcionamiento de la 
empresa, establecimiento o servicio [2] y den-
tro de este contexto se exige que el trabaja-
dor pruebe el despido y el empleador la causa 
que lo motiva.

Décimo Primero: Jurisprudencia Constitu-
cional sobre la causalidad del despido.

En la Sentencia recaída en el Expediente N° 
1124-20 01-AA/TC, de fecha once de julio de 
dos mil dos, el Tribunal Constitucional esta-
bleció que uno de los aspectos integrantes 
del núcleo duro del derecho constitucional al 
trabajo es la prohibición de no ser despedido 
salvo por causa justa. Asimismo, en la Sen-
tencia N° 206-2005-AA/TC de fecha veintio-
cho de noviembre de dos mil cinco y en la 
Sentencia N° 976-2004- AA/TC fecha trece de 
marzo de dos mil tres, señaló que el contenido 
del derecho constitucional a una protección 
adecuada contra el despido arbitrario supone 
la indemnización o la reposición según corres-
ponda a elección del trabajador.

Décimo Segundo: Asimismo, entre las mo-
dalidades de despido arbitrario el Tribunal 
Constitucional [3] ha señalado que se desta-
ca el despido incausado, el cual se produce 
cuando se despide al trabajador, ya sea de 
manera verbal o mediante comunicación es-
crita, sin expresarle causa alguna derivada de 
la conducta o la labor que la justifique.
En este caso, si el despido es sin expresarle 
causa justa; deberá cumplir con abonar la 
indemnización por despido arbitrario que le 
corresponde. En relación al pago y cobro de 
esta indemnización, el Tribunal Constitucio-
nal[4] , ha señalado lo siguiente:

“(…) el cobro de la indemnización por despi-
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do arbitrario, regulado en el artículo 34 y 38 
del Decreto Supremo 003-97-TR, origina la 
aceptación de una forma de protección con-
tra el despido, que es la forma resolutoria. Así, 
lo ha sustentado este Colegiado en reiterada 
jurisprudencia, señalando que “el actor desde 
el momento que procedió a cobrar el pago de 
la indemnización por despido arbitrario, optó 
por la eficacia resolutoria frente al despido al 
cual estaba siendo objeto y no por la eficacia 
sustitutoria, esto es por la protección proce-
sal previsto a través del proceso de amparo 
constitucional; quedando de esta forma extin-
guida la relación laboral, desde el momento 
que el actor obtuvo protección adecuada; por 
ello a juicio del Tribunal Constitucional, el ar-
tículo 34 del Texto Único Ordenado de la Ley 
de Productividad y Competitividad Laboral 
aprobado por Decreto Supremo 003-97-TR, 
en concordancia con lo establecido en el inci-
so d) del artículo 7 del Protocolo de San Sal-
vador, vigente en el Perú desde el 27 de mayo 
de 1995, ha previsto la indemnización como 
uno de los modos mediante los cuales el tra-
bajador despedido arbitrariamente puede ser 
protegido adecuadamente (…)”.

DÉCIMO TERCERO: Habiendo establecido 
el marco conceptual, es importante precisar 
que el Tribunal Constitucional en el funda-
mento 36 de la Sentencia recaída en el Expe-
diente N° 3052-2009-PA/TC, que constituye 
Precedente Vinculante, ha señalado:

“ (…) 

a. El cobro de los beneficios sociales (com-
pensación por tiempo de  servicios, vacacio-
nes truncas, gratificaciones truncas, utilidades 
u otro concepto remunerativo) por parte del 
trabajador, no supone el consentimiento del 
despido arbitrario y, por ende, no debe con-
siderarse como causal de improcedencia del 
amparo.

b. El cobro de la indemnización por despido 
arbitrario u otro concepto que tenga el mismo 
fin “incentivos” supone la aceptación de la 
forma de protección alternativa brindada por 
ley, por lo que debe considerarse como causal 

5   Fundamento 3.3.6 de la Sentencia recaída en el Expediente N.° 00263-2012-AA/TC

de improcedencia del amparo.

c. El pago pendiente de la compensación por 
tiempo de servicios u otros conceptos remu-
nerativos adeudos al trabajador debe efec-
tuarse de modo independiente y diferenciado 
al pago de la indemnización por despido ar-
bitrario, esto es, el empleador deberá realizar 
dichos pagos en cuentas separadas o a través 
de consignaciones en procesos judiciales in-
dependientes, bajo su responsabilidad”.

Décimo Cuarto: En otro caso ha explicado 
también sobre el mismo tema que [5]:

“(…) el hecho de que el empleador haya efec-
tuado el depósito de la liquidación de bene-
ficios sociales del demandante, incluyendo el 
pago de la indemnización por despido arbi-
trario, no significa señal alguna de aceptación 
del pago de esta última, dado que, conforme 
lo ha establecido este Colegiado a través de la 
STC N.º 03052-2009-PA/TC, el cobro de los 
beneficios sociales, que por derecho le corres-
ponde percibir al trabajador (compensación 
por tiempo de servicios, vacaciones truncas u 
otros conceptos remunerativos), no supone el 
consentimiento del despido arbitrario, salvo 
que el afectado acepte el pago de la indem-
nización otorgada por el empleador, en cuyo 
caso operará la garantía indemnizatoria con-
tenida en el artículo 34º del Decreto Supremo 
003-97-TR (…)”. (Subrayado agregado).

DÉCIMO QUINTO: Pronunciamiento sobre 
el caso concreto

En el caso concreto, la emplazada decidió dar 
por terminada la relación laboral con el de-
mandante mediante Carta GGT N° 0484-12-
201 6-AGROBANCO mediante la cual se le 
comunicó la decisión de retirarle la confian-
za en el cargo de Jefe de Oficina Especial de 
Pisco categoría ocupacional de Analista – Ge-
rencia de Negocios, siendo su último día de 
labores el treinta y uno de diciembre de dos 
mil dieciséis.

DÉCIMO SEXTO: Al respecto, conforme lo 
han determinado las instancias de mérito, si 
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bien el actor fue categorizado como personal 
de confianza, al retirarle la confianza corres-
pondía que retorne al puesto para el cual fue 
contratado de manera primigenia; es decir, el 
de Asistente en el Área Comercial, lo cual no 
ocurrió. Siendo ello así, su vínculo laboral solo 
podía extinguirse por causa justa relacionada 
con su conducta o capacidad de conformidad 
con lo establecido en el artículo 23° del Texto 
Único Ordenado del Decret o Legislativo N° 
728, Ley de Productividad y Competitividad 
Laboral, aprobado por Decreto Suprema N° 
003- 97-TR, por lo que, al no haberse cumpli-
do dicho requisito, el cese del actor ha confi-
gurado un despido incausado.

DÉCIMO SÉTIMO: No obstante, se aprecia 
a fojas trece, que con fecha veintinueve de 
diciembre de diciembre de dos mil dieciséis, 
la empresa demandada adjunta a la carta me-
diante la cual se le comunica el cese por retiro 
de confianza, información referente a que se 
estaba efectuando el pago de la indemniza-
ción por despido arbitrario al demandante, 
haciendo de su conocimiento de manera di-
ferenciada de los montos a depositar en su 
cuenta de haberes referida a la compensación 
por tiempo de servicios (CTS) y beneficios so-
ciales. Asimismo, de la liquidación de benefi-
cios sociales y liquidación de indemnización, 
que corren en fojas treinta y ocho a cuarenta, 
se aprecia que la misma se encuentra firmada 
por el actor en señal de conformidad por los 
conceptos ahí detallados.

Ahora bien, para pretender la reposición en 
el empleo -como es la pretensión del deman-
dante- debió de demostrar en autos que no 
cobró[6]  la suma de treinta mil ciento cua-
renta y tres con 90/100 soles (S/30,143.90), 
por concepto de indemnización por despido 
arbitrario, o en su defecto, haber devuelto o 
consignado a favor de la demandada dicho 
monto de manera inmediata; sin embargo, no 
la hizo, con lo que se establece que dispuso 
de dicho dinero, aceptando de ese modo la 
indemnización por despido que le otorga el 
artículo 34° del Texto Único Ordenado del 
Decreto Legislativo N° 728, Ley de Produc-

6  De acuerdo a lo establecido en el artículo 23.1° de la Ley N° 29497, Nueva Ley Procesal del Tra-
bajo, la carga de la prueba corresponde a quien afirma hechos que configuran su pretensión.

tividad y Competitividad Laboral, aprobado 
por Decreto Supremo N° 003-97-TR.

DÉCIMO OCTAVO: En ese orden de ideas, 
al disponer el demandante del monto deposi-
tado en su cuenta por concepto de indemni-
zación por despido arbitrario, ha optado por 
una protección de carácter indemnizatoria, 
que constituye la reparación establecida en 
el artículo 38° del Texto Único Ordenado del 
Decreto Legislativo N° 728, Ley de Produc-
tividad y Competitividad Laboral, aprobado 
por Decreto Supremo N° 003 97-TR.

DÉCIMO NOVENO: Este Colegiado Supre-
mo considera que el Colegiado Superior ha 
incurrido en infracción normativa por inapli-
cación de la Sentencia del Tribunal Constitu-
cional recaída en el Expediente N° 3052-200 
9-PA/TC, pues, si el trabajador cobró la in-
demnización por despido, acepta la protec-
ción que le brinda la norma señalada, sin que 
pueda luego pretender la tutela restitutoria; 
en consecuencia, la causal invocada deviene 
en fundada. 

Por estas consideraciones:

DECISIÓN:

Declararon FUNDADO del recurso de casa-
ción interpuesto por la entidad demandada, 
Banco Agropecuario (Agrobanco), mediante 
escrito presentado el ocho de agosto de dos 
mil diecisiete, que corre en fojas ciento cua-
renta y cincoa ciento cincuenta y seis; en con-
secuencia, CASARON la Sentencia de Vista 
de fecha diecinueve de julio de dos mil die-
cisiete, que corre en fojas ciento dieciocho a 
ciento cuarenta y uno, y actuando en sede de 
instancia: REVOCARON la Sentencia apela-
da de fecha veinticuatro de abril de dos mil 
diecisiete, que corre en fojas sesenta y dos a 
setenta y cinco, que declaró fundada la de-
manda y REFORMÁNDOLA declararon in-
fundada en todos sus extremos; y ORDENA-
RON la publicación de la presente resolución 
en el Diario Oficial “El Peruano” conforme a 
Ley; en el proceso seguido por el demandan-
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te, Rubén Iturrizaga Sulca, sobre reposición 
por despido incausado; y los devolvieron.

S. S.
ARÉVALO VELA
DE LA ROSA BEDRIÑANA
RODRÍGUEZ CHÁVEZ
YAYA ZUMAETA
MALCA GUAYLUPO

EL VOTO SINGULAR DE LA SEÑORA 
JUEZA SUPREMA RODRÍGUEZ CHÁ-
VEZ, ES COMO SIGUE:

1.- Que, en el presente caso es claro que el de-
mandante presto servicios primero como Asis-
tente en el Área Comercial Oficina Regional 
de Chincha, antes de ser convocado y asumir 
el cargo de Jefe de la Oficina Especial de Pis-
co con la categoría Analista-Gerencia de Ne-
gocios en la entidad demandada, siendo éste 
último, cargo de confianza. En este orden de 
ideas, debe tenerse presente que constituye 
un criterio jurisprudencial expresado reitera-
damente en pronunciamientos judiciales de 
diversas instancias, que cuando un trabajador 
ha tenido un lapso de contratación laboral a 
plazo
indeterminado previo a su designación de ser-
vidor de confianza, si el empleador decide re-
tirarle la confianza, éste tendría derecho a ser 
reincorporado al puesto estable que ostentaba 
anterior al de confianza, pues no podría ser 
despedido sin causa justa, salvo que eligiera el 
pago de la indemnización por despido arbitra-
rio prevista en el artículo 38º del Texto Único 
Ordenado del Decreto Supremo Nº 03-97-TR.

2.- Que, lo anterior, no constituye el tema cen-
tral del debate procesal en este caso, sino de-
terminar el tipo de tutela que habría elegido 
el trabajador frente al despido en las circuns-
tancias descritas, habida cuenta que, como él 
mismo manifiesta, ha cobrado un importe por 
concepto de indemnización por despido arbi-
trario, de lo cual se puede extraer la conclusión 
de que éste habría optado por obtener tutela 
resarcitoria frente al despido incausado, que-
dando vedada la posibilidad de acceder a la 
reposición que implica una tutela restitutoria.

3.- El precedente contenido en la senten-
cia emitida por el Tribunal Constitucional en 
el Expediente N° 03052-2009-PA/TC , en su 

trigésimo sexto considerando establece las si-
guientes reglas de aplicación obligatoria:

a) El cobro de los beneficios sociales (com-
pensación por tiempo de servicios, vacacio-
nes truncas, gratificaciones truncas, utilidades 
y otro concepto remunerativo) por parte del 
trabajador, no supone el consentimiento del 
despido arbitrario y, por ende, no debe con-
siderarse como causal de improcedencia del 
amparo.

b) El cobro de la indemnización por despido 
arbitrario u otro concepto que tenga el mis-
mo fin “incentivos” supone la aceptación de la 
forma de protección alternativa brindada por 
ley, por lo que debe considerarse como causal 
de improcedencia del amparo.

c) El pago pendiente de la compensación por 
tiempo de servicios u otros conceptos remune-
rativos adeudos al trabajador debe efectuarse 
de modo independiente y diferenciado al pago 
de indemnización por despido arbitrario, esto 
es, el empleador deberá realizar dichos pagos 
en cuentas separadas o a través de consigna-
ciones en procesos judiciales independientes, 
bajo su responsabilidad. A partir de esta sen-
tencia dictada como precedente vinculante, 
el Tribunal Constitucional, determina clara-
mente que el trabajador puede cobrar todos 
sus derechos laborales sin que eso le impida 
obtener tutela restitutoria frente a un despido 
lesivo de derecho fundamental como sería el 
incausado, afirmando que esta opción ya no la 
tendría en el caso de cobrar voluntariamente 
la indemnización por despido arbitrario, pues 
esto equivaldría a elegir la opción resarcitoria 
frente a dicho despido, efecto que también se 
considera como
adecuada protección contra el despido arbi-
trario a elección del trabajador.

4.- No puede dejar de analizarse el hecho que 
desde su propia demanda, el recurrente ad-
mite que la demandada le comunicó el retiro 
de la confianza y el pago que le efectuaría, 
de la indemnización por despido arbitrario, 
afirmación que se corrobora, además, con el 
contenido de las comunicaciones que le efec-
túa la empresa demandada, a saber la carta 
fechada el veintinueve de diciembre del dos 
mil dieciséis, que corre a fojas trece, en la que 
se le indica que su cese operará el treinta y 
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uno de diciembre del dos mil dieciséis y que 
se procederá a abonarse la indemnización por 
despido, a folios siete y ocho se verifica que 
efectivamente en tal fecha se le canceló su li-
quidación de beneficios sociales (folios siete) 
así como la indemnización por despido arbi-
trario.
5.- Por otro lado, ni al recibir la carta de des-
pido, ni al cobrar sus beneficios sociales como 
tampoco en su demanda, el recurrente ha afir-
mado siquiera que haya cobrado la indemni-
zación por despido arbitrario por error, engaño 
o intimidación, como tampoco ha procedido 
ni intentado hacer un depósito consignando 
el importe recibido hasta las resueltas del pre-
sente proceso en el cual pretende su reposi-
ción, hechos claros de los cuales sólo puede 
extraerse la conclusión de que el accionante 
ha cobrado consciente y voluntariamente la 
indemnización por despido arbitrario, obte-
niendo tutela resarcitoria, es decir, habiendo 

optado ya por este tipo de tutela frente a su 
despido, le está vedada las posibilidad de am-
parar su pretensión de reposición.

Por estas consideraciones, me adhiero al voto 
del señor juez supremo, Malca Guaylupo.
S.S.
RODRÍGUEZ CHÁVEZ

HECHO DERECHO CONCLUSIÓN

La empresa decidió dar 
por terminada la relación 
laboral con el demandante 
y adjunta a la carta, infor-
mación referente a que se 
estaba efectuando el pago 
de la indemnización por 
despido arbitrario, hacien-
do de su conocimiento de 
manera diferenciada de 
los montos a depositar en 
su cuenta de haberes re-
ferida a la compensación 
por tiempo de servicios 
(CTS) y beneficios socia-
les. Empero el trabajador 
no devolvió la suma de-
positada correspondien-
te a la indemnización.

Fundamento 36 de la Sen-
tencia recaída en el Expe-
diente N° 3052-2009-PA/TC.

Este Colegiado Supremo con-
sidera que el Colegiado Supe-
rior ha incurrido en infracción 
normativa por inaplicación 
de la Sentencia del Tribunal 
Constitucional recaída en el 
Expediente N° 3052-2009-
PA/TC, pues, si el trabajador 
cobró la indemnización por 
despido, acepta la protección 
que le brinda la norma se-
ñalada, sin que pueda luego 
pretender la tutela restitutoria.

    ORDEN LÓGICO DE LA SENTENCIA
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“
Conforme a lo expuesto y en atención a lo establecido en el inciso f) del artículo 16° del 
Texto único Ordenado del Decreto Legislativo N° 728, Ley de Productividad y Competi-
tividad Laboral, aprobado por Decreto Supremo N° 003- 97-TR, y considerando que la 
demandante dejó de laborar pasado los setenta (70) años de edad, es causa de extinción 
del contrato de trabajo “la jubilación”; y de otro lado, el último párrafo del artículo 21° 

del mismo texto normativo se dispone la jubilación obligatoria y automática cuando el trabaja-
dor cumpla setenta (70) años de edad.”

VISTA; la causa número nueve mil noventa y 
tres, guion dos mil dieciocho, guion LIMA; en 
audiencia pública de la fecha; y producida la 
votación con arreglo a ley, se emite la siguien-
te sentencia:

MATERIA DEL RECURSO:

Se trata del recurso de casación interpuesto 
por la demandada, Embajada de la República 
Federativa de Brasil, mediante escrito de fe-
cha cinco de mayo de dos mil diecisiete, que 
corre en fojas ciento setenta y uno a ciento 
ochenta y dos, contra la Sentencia de Vista 
contenida en la resolución de fecha seis de 
abril de dos mil diecisiete, que corre en fojas 
ciento cuarenta y siete a ciento sesenta y sie-
te que confirmó la sentencia contenida en la 
resolución de fecha tres de diciembre de dos 
mil catorce, que corre en fojas noventa y uno 
a ciento uno, que declaró fundada en parte 
la demanda; en el proceso seguido por la de-
mandante, Laura Angélica García Blazevic 
viuda de Sologuren, sobre indemnización por 
despido arbitrario y otro.

CAUSAL DEL RECURSO:

El presente recurso de casación ha sido de-

clarado procedente mediante resolución de 
fecha treinta y uno de octubre de dos mil die-
ciocho, que corre en fojas cien a ciento sie-
te, del cuaderno de casación, por la siguiente 
causal: infracción normativa del inciso f) del 
artículo 16° del Texto Único Ordenado del 
Decreto Legislativo N° 728, Ley de Produc-
tividad y Competitividad Laboral, aprobado 
por Decreto Supremo N° 003-97-TR. Corres-
pondiendo a esta Sala Suprema emitir pro-
nunciamiento de fondo sobre la causal antes 
descrita.

CONSIDERANDO:

PRIMERO: Antecedentes del caso

a) Pretensión:
Mediante demanda de fecha dieciocho de 
octubre de dos mil trece, que corre en fojas 
veinte a treinta y seis, la actora solicita como 
pretensión principal la indemnización por des-
pido arbitrario por la suma ascendente a se-
senta y nueve mil cuatrocientos ochenta con 
60/100 soles (S/69,480.60). Como pretensión 
subordinada, pretende que se declare la exis-
tencia de un despido nulo al haberse susten-
tado en un acto discriminatorio, contemplado 
en el inciso d) del artículo 29° del Texto Úni-

TRABAJADOR QUE LABORE MÁS ALLÁ DE LOS 70 
AÑOS NO TIENE DERECHO A LA INDEMNIZACIÓN 
POR LA EXTINCIÓN DEL VÍNCULO LABORAL EN 

RAZÓN DE SU EDAD

RAZÓN DE LA DECISIÓN

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA
SEGUNDA SALA CONSTITUCIONAL Y SOCIAL
CAS. Nº 12783-2017 LIMA
MATERIA: INDEMNIZACIÓN POR DESPIDO ARBITRARIO Y OTROS

04
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co Ordenado del Decreto Legislativo N° 728, 
Ley de Productividad y Competitividad Labo-
ral, aprobado por Decreto Supremo N° 003-
97-TR; y, como consecuencia de ello, optando 
por la protección resarcitoria en ejecución de 
sentencia, se ordene el pago de una indemni-
zación por despido arbitrario por la suma as-
cendente a sesenta y nueve mil cuatrocientos 
ochenta con 60/100 soles (S/69,480.60); más 
el pago de remuneraciones devengadas. Asi-
mismo, solicita el pago de sus beneficios so-
ciales que le corresponde al cese, ascendente 
a nueve mil quinientos cuarenta y siete con 
69/100 soles (S/9,547.69); más intereses lega-
les, con costas y costos del proceso.

b) Sentencia de Primera instancia:
El Juez del Tercer Juzgado Especializado de 
Trabajo Permanente de la Corte Superior de 
Justicia de Lima, mediante Sentencia de fecha 
tres de diciembre de dos mil catorce, declaró 
Fundada en parte la demanda amparando la 
existencia de un despido nulo por discrimi-
nación y los beneficios sociales, ordenando 
el pago de setenta y nueve mil sesenta y tres 
con 23/100 soles (S/79,063.23), sosteniendo 
que conforme a lo actuado se advierte que el 
despido obedeció a una evidente discrimina-
ción de tipo económico, al percibir la actora 
mayores remuneraciones que otros trabajado-
res que también habían cumplido setenta (70) 
años, lo que afecta no solo la dignidad de las 
personas y la discriminación, sino el derecho 
a la igualdad y atendiendo a la opción resar-
citoria de indemnización procede amparar el 
monto solicitado.

c) Sentencia de Vista 
Mediante Sentencia de Vista contenida en la 
resolución de fecha seis de abril de dos mil 
diecisiete, que corre en fojas ciento cuarenta y 
siete a ciento sesenta y siete, el Colegiado de 
la Cuarta Sala Laboral de la misma Corte Su-
perior confirmó la Sentencia bajo los mismos 
fundamentos de la primera instancia.

SEGUNDO: Infracción normativa
La infracción normativa podemos conceptua-
lizarla como la afectación a las normas jurídi-
cas en que incurre el Colegiado Superior al 
emitir una resolución, originando con ello que 
la parte que se considere afectada por la mis-
ma, pueda interponer el respectivo recurso de 
casación. Respecto de los alcances del con-

cepto de infracción normativa quedan com-
prendidas en la misma, las causales que an-
teriormente contemplaba el artículo 56° de la 
Ley N° 26636, Ley Procesal del Trabajo, mo-
dificado por el artículo 1° de la Ley Nº 27021, 
relativas a la interpretación errónea, aplica-
ción indebida e inaplicación de una norma de 
derecho material, incluyendo, otros tipos de 
norma como son las de derecho adjetivo.

TERCERO: Sobre la causal declarada pro-
cedente se encuentra referida al inciso f) del 
artículo 16° del Texto Único Ordenado del 
Decreto Legislativo N° 728, Ley de Produc-
tividad y Competitividad Laboral, aproba-
do por Decreto Supremo N° 003 97-TR, que 
prescribe:

 “Artículo 16. Causas de extinción del contra-
to de trabajo

Son causas de extinción del contrato de tra-
bajo:

 (…)

 f) La jubilación

¿QUÉ PASA SI EL TRABA-
JADOR PERMANECE EN EL 
TRABAJO MÁS ALLÁ DE LOS 
70 AÑOS?
Si el trabajador permanece en el 
trabajo más allá de los setenta (70) 
años, el empleador mantiene la fa-
cultad de comunicarle la extinción 
del vínculo laboral, sin derecho a 
la indemnización por la extinción 
o conclusión de su actividad la-
boral por razón de edad, pues, la 
voluntad presunta del legislador es 
la protección del trabajador, esta-
bleciendo un límite al ciclo laboral, 
favoreciendo su jubilación.
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 (…)” 

Aunado a ello, es preciso concatenar lo des-
crito en el último párrafo del artículo 21° de la 
misma norma legal antes señalada:

 “Artículo 21°. Jubilación

 (…)

 La jubilación es obligatoria y automática en 
caso que el trabajador cumpla setenta años de 
edad, salvo pacto en contrario”.

CUARTO: Delimitación del objeto de pro-
nunciamiento

Conforme se verifica del recurso de casación 
y lo actuado por las instancias de mérito, el 
tema en controversia está relacionado a de-
terminar si le corresponde a la demandante 
su indemnización por despido arbitrario pese 
a tener más de setenta (70) años de edad.

QUINTO: Análisis y solución al caso concre-
to

*Se advierte de autos que mediante carta del 
seis de setiembre de dos mil trece que corre 
en fojas cincuenta, se le invita a la actora su 
pase al retiro por tener más de setenta (70) 
años de edad conforme a lo establecido en 
el artículo 21° del Decreto Legislativo N° 728 
, documento que encuentra respaldo con la 
declaración jurada del señor Pedro Araújo 
Farias, vicecónsul de Brasil que corre a fojas 
cuarenta y siete, en la que declara que la se-
ñora Laura de Sologuren (ahora demandan-
te) prefirió no firmar el documento.

*Además, a fojas doce corre la carta notarial 
de fecha diecinueve de setiembre de dos mil 
trece, en la que se aprecia que la parte de-
mandada comunicó a la actora su pase a reti-
ro por tener más de setenta (70) años de edad 
conforme a lo establecido en el artículo 21° 
del Decreto Legislativo N° 728.

*Luego, se advierte a fojas cincuenta, cin-
cuenta y uno y cincuenta dos, copias legaliza-
das remitidas a trabajadores de la embajada, 
en las que también se le comunica su pase a 
retiro en forma obligatoria por tener más de 
setenta (70) años de edad.

*Así pues, a fojas dos corre el documento 
de identidad de la accionante en la que se 
aprecia que nació el día dos de agosto de mil 
novecientos cuarenta y tres y a la fecha de 
extinguida la relación laboral, esto es, el seis 
de setiembre de dos mil trece, la actora con-
taba con setenta años, un mes y cinco días de 
edad.

SEXTO: Conforme a lo expuesto y en aten-
ción a lo establecido en el inciso f) del artícu-
lo 16° del Texto único Ordenado del Decreto 
Legislativo N° 728, Ley de Productividad y 
Competitividad Laboral, aprobado por De-
creto Supremo N° 003- 97-TR, y consideran-
do que la demandante dejó de laborar pasado 
los setenta (70) años de edad, es causa de ex-
tinción del contrato de trabajo “la jubilación”; 
y de otro lado, el último párrafo del artículo 
21° del mismo texto normativo se dispone la 
jubilación obligatoria y automática cuando el 
trabajador cumpla setenta (70) años de edad.

Por consiguiente, si el trabajador permanece 
en el trabajo más allá de los setenta (70) años, 
el empleador mantiene la facultad de comuni-
carle la extinción del vínculo laboral, sin de-
recho a la indemnización por la extinción o 
conclusión de su actividad laboral por razón 
de edad, pues, la voluntad presunta del legis-
lador es la protección del trabajador, estable-
ciendo un límite al ciclo laboral, favoreciendo 
su jubilación.

SÉTIMO: Estando a lo antes glosado, si a la 
demandante se le cursó la carta comunicán-
dole el fin del contrato de trabajo debido a 
que había excedido los setenta (70) años de 
edad (fojas ciento veintiuno), es evidente que 
la demandada no ha incurrido en despido ar-
bitrario, sino que la extinción de la relación 
laboral obedeció a un motivo contemplado 
en el ordenamiento legal que le ha dado un 
carácter de automaticidad y obligatoriedad a 
la extinción del contrato de trabajo por jubi-
lación del trabajador al cumplir setenta (70) 
años de edad.

OCTAVO: Al haberse determinado que el 
cese del que fue objeto la accionante no ha 
sido arbitrario, el Colegiado Superior ha in-
currido en infracción normativa del inciso f) 
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del artículo 16° del Texto único Ordenado del 
Decreto Legislativo N° 728, Ley de Productivi-
dad y Competitividad Laboral, aprobado por 
Decreto Supremo N° 003-97-TR, por lo que la 
causal invocada deviene en fundada. Por estas 
consideraciones:

DECISIÓN

Declararon FUNDADO el recurso de casa-
ción interpuesto por la demandada, Embajada 
de la República Federativa de Brasil, median-
te escrito de fecha cinco de mayo de dos mil 
diecisiete, que corre en fojas ciento setenta y 
dos a ciento ochenta y dos; en consecuencia, 
CASARON la Sentencia de Vista contenida 
en la resolución de fecha seis de abril de dos 
mil diecisiete, que corre en fojas ciento cua-
renta y siete a ciento sesenta y siete; y actuan-
do en sede de instancia: REVOCARON la 
Sentencia apelada contenida en la resolución 
de fecha tres de diciembre de dos mil catorce, 
que corre en fojas noventa y uno a ciento uno, 
en el extremo que confirmó la existencia de 
un despido nulo por discriminación, ordenan-
do pagar una indemnización por el mismo, y 
REFORMADOLA declararon infundado di-
cho extremo, la confirmaron en lo demás que 
contiene; ORDENARON la publicación de la 
presente resolución en el Diario Oficial “El Pe-
ruano” conforme a Ley; en el proceso ordina-
rio laboral seguido por la demandante, Laura 
Angélica García Blazevic viuda de Sologuren, 
sobre indemnización por despido arbitrario y 
otros; interviniendo como ponente el señor 
juez supremo Ato Alvarado; y los devolvieron.

S.S.
TORRES VEGA
VERA LAZO
UBILLUS FORTINI
YAYA ZUMAETA
ATO ALVARADO
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HECHO DERECHO CONCLUSIÓN

Mediante carta del seis de 
setiembre de dos mil tre-
ce, se le invita a la actora 
su pase al retiro por tener 
más de setenta (70) años 
de edad, la actora conta-
ba al momento de la ex-
tinción setenta años, un 
mes y cinco días de edad.

El artículo 16° inciso f) y el 
artículo 21 último párrafo 

del TUO del Decreto Legis-
lativo N° 728.	

Al haberse determinado que 
el cese del que fue objeto la 
accionante no ha sido arbi-
trario, el Colegiado Superior 
ha incurrido en infracción 
normativa del inciso f) del 
artículo 16° del Texto único 
Ordenado del Decreto Le-
gislativo N° 728, Ley de Pro-
ductividad y Competitividad 
Laboral, aprobado por De-
creto Supremo N° 003-97-TR.

    ORDEN LÓGICO DE LA SENTENCIA
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“
En aplicación del principio de primacía de la realidad, la bonificación extraordinaria por 
productividad gerencial y sindical tiene carácter remunerativo, por: i) La naturaleza de 
retribución indirecta que emerge del acto unilateral del empleador, ii) han sido abona-
dos en forma regular, ordinaria y permanente y iii) tiene la calidad de concepto de libre 
disposición la Bonificación por productividad Sindical; quedando desvirtuado el carácter 

de “suma extraordinaria” que sostiene la demandada, ya que no tiene el carácter ocasional que 
requiere el literal a) del artículo 19° del Texto Único Ordenado de la Ley de Compensación 
por Tiempo de Servicios, aprobado por Decreto Supremo N° 001-97-TR, para ser considerada 
como tal.” (F. 10)

VISTA; la causa número trece mil cuarenta y 
nueve guion dos mil diecisiete, guion LIMA, 
en audiencia pública de la fecha; y producida 
la votación con arreglo a ley, se emite la si-
guiente sentencia:

MATERIA DEL RECURSO:

Se trata del recurso de casación interpuesto 
por la parte demandada Banco de la Nación, 
mediante escrito presentado con fecha cuatro 
de abril de dos mil diecisiete, que corre en 
fojas quinientos nueve a quinientos veintisie-
te, contra la Sentencia de Vista contenida en 
la resolución de fecha veintiuno de marzo de 
dos mil diecisiete, que corre en fojas cuatro-
cientos ochenta y siete a quinientos seis en 
el extremo que revocó la Sentencia apelada 
contenida en la resolución de fecha catorce 
de julio de dos mil quince, que corre en fo-
jas cuatrocientos cuarenta y dos a cuatrocien-
tos cincuenta y dos, que declaró infundado 
el reintegro de las cinco gratificaciones por 
incidencia de las bonificaciones por produc-
tividad gerencial y sindical y reformándola, 
declararon fundado dicho extremo de la de-
manda, en consecuencia, ordenaron que la 
demandada le pague al actor la suma de cua-

renta y dos mil quinientos cinco con 09/100 
soles (S/. 42,505.09) por reintegros en las cin-
co gratificaciones anuales por incidencia de 
la productividad gerencial por el período de 
enero de dos mil a diciembre de dos mil cinco 
y de la productividad sindical por el período 
de enero de dos mil a diciembre de dos mil 
uno, más intereses legales y costos del proce-
so; en el proceso seguido por al demandante, 
Juan Octavio Flores Ames, sobre reintegro de 
remuneraciones y otros.

CAUSALES DEL RECURSO:

Mediante resolución de fecha catorce de ju-
nio de dos mil dieciocho, que corre en fojas 
noventa y seis a noventa y nueve del cuader-
no de casación, esta Sala Suprema declaró 
procedente el recurso interpuesto por las si-
guientes causales: a) infracción normativa por 
aplicación indebida del artículo 6° del Decreto 
Legislativo N° 728 y b) infracción normativa 
por aplicación indebida del artículo 9° del 
Texto Único Ordenado del Decreto Legislati-
vo N° 650, Ley de Compensación por Tiempo 
de Servicios, aprobado por Decreto Supremo 
N° 001-97-TR; correspondiendo a esta Sala 
Suprema emitir pronunciamiento de fondo al 

CONDICIONES PARA DETERMINAR SI UN CONCEP-
TO PERCIBIDO POR EL TRABAJADOR TIENE CA-

RÁCTER REMUERATIVO

RAZÓN DE LA DECISIÓN

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA
SEGUNDA SALA CONSTITUCIONAL Y SOCIAL
CAS. N° 13049-2017 LIMA
MATERIA: REINTEGRO DE REMUNERACIONES Y OTROS
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respecto.

CONSIDERANDO:

PRIMERO: De la pretensión demandada y 
pronunciamientos de las instancias
de mérito.

A fin de establecer si en el caso de autos se ha 
incurrido o no en las infracciones normativas 
reseñadas precedentemente, es necesario rea-
lizar las siguientes precisiones fácticas sobre el 
proceso.

a) Pretensión demandada: Se verifica del 
escrito de demanda presentado por Juan Oc-
tavio Flores Ames que corre en fojas trescien-
tos cuarenta y seis a trescientos sesenta y ocho, 
que postuló como pretensión, que la deman-
dada le abone la suma de setenta y nueve mil 
novecientos veintisiete con 39/100 soles (S/ 
79,927.39) por los siguientes conceptos: La 
suma de veintisiete mil cuatrocientos cuarenta 
y uno con 81/100 soles (S/. 27,441.81) por 
reintegro de las cinco gratificaciones anuales 
por el concepto remunerativo de productivi-
dad gerencial desde julio de mil novecientos 
noventa y cuatro a mil novecientos noventa y 
nueve, asimismo, el monto de cuarenta y cua-
tro mil trescientos setenta y tres con 48/100 
soles (S/. 44,373.48 Nuevos Soles) por reinte-
gro de las cinco gratificaciones anuales por el 
concepto remunerativo de productividad sin-
dical; la suma de cuatro mil cincuenta y seis 
con 00/100 soles (S/. 4,056.00) por reintegro 
de las gratificaciones anuales por vacaciones 
(dos) y gratificación por escolaridad desde 
el dos mil dos a dos mil cinco como conse-
cuencia de no haber incluido en la remunera-
ción mensual ordinaria para el caso del pago 
de cada una de las indicadas gratificaciones 
los importes de ciento sesenta y cuatro con 
00/100 soles (S/. 164.00) y ciento setenta y 
cuatro con 00/100 soles (S/. 174.00) por con-
cepto de bonificaciones provenientes del De-
creto Supremo N° 117-98-EF y el Decreto
Supremo N° 143-99 extensivos por el Decreto 
Supremo N° 010-2002-EF, más los intereses 
legales y costos del proceso.

b) Sentencia de primera instancia: La 
Jueza del Décimo Juzgado Especializado de 
Trabajo Permanente de la Corte Superior de 
Justicia de Lima, a través de la Sentencia emi-

tida con fecha catorce de julio de dos mil quin-
ce, que corre en fojas cuatrocientos cuarenta 
y dos a cuatrocientos cincuenta y dos, declaró 
fundada en parte la demanda y ordenó que la 
demandada pague al accionante la suma de 
cuatro mil cincuenta y seis con 00/100 soles 
(S/. 4,056.00), al considerar que los impor-
tes percibidos por el actor por concepto de 
“bonificación extraordinaria por asistencia y 
puntualidad (productividad sindical)”, cual-
quiera haya sido la denominación dada en la 
oportunidad de su otorgamiento no constitu-
yen conceptos remunerativos.

Asimismo, expresó que el otorgamiento de la 
bonificación de “productividad gerencial” tie-
ne el carácter de gratificación extraordinaria 
pues se encontraba sujeto a la calificación y 
aprobación del empleador en función a cri-
terios previamente establecidos, de tal forma 
que constituye un pago eventual a que tendrá 
derecho el trabajador por su productividad, 
pues si no cumple con las metas dispuestas 
por el empleador, el trabajador no podrá go-
zar de este pago, en consecuencia, su pago 
estaba sujeto a condición y no era obligato-
rio si no se cumplía con los requisitos para su 
otorgamiento, por lo tanto debe considerarse 
como un pago extraordinario, sin carácter re-
munerativo.

c) Sentencia de segunda instancia: Por 
su parte, el Colegiado Superior de la Séptima 
Sala Laboral de la misma Corte Superior, me-
diante Sentencia de Vista de fecha veintiuno 
de marzo de dos mil diecisiete, que corre en 
fojas cuatrocientos ochenta y siete a quinien-
tos seis, revocó la sentencia apelada en el ex-
tremo que declaró infundado el reintegro de 
las cinco gratificaciones por incidencia de las 
bonificaciones por productividad gerencial y 
sindical y reformándola, declararon fundado 
dicho extremo de la demanda, en consecuen-
cia, ordenaron que la demandada le pague al 
actor la suma de cuarenta y dos mil quinien-
tos cinco con 09/100 soles (S/. 42,505.09) por 
reintegros en las cinco gratificaciones anuales 
por incidencia de la productividad gerencial 
por el período de enero de dos mil a diciem-
bre de dos mil cinco y de la productividad sin-
dical por el período de enero de dos mil a di-
ciembre de dos mil uno, más intereses legales 
y costos del proceso
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Para la emisión de tal decisión, el Colegiado 
Superior consideró que, respecto a la bonifi-
cación por productividad gerencial, esta fue 
abonada a partir del año dos mil en forma 
mensual, continua y periódica, aunque bajo 
diversas denominaciones como son: “Abono 
por regularizar A”, “Préstamo A”, “Concepto 
no remunerativo A”, “Concepto variable I”, 
“Ingreso no remunerativo”, por lo que, tal 
concepto tuvo naturaleza remunerativa y si 
bien la demandada acompaña las evaluacio-
nes de
desempeño laboral realizadas al actor en los 
años mil novecientos noventa y tres a dos mil 
cinco (adjuntos al CD), ellos corroborarían 
la percepción de servicios efectivos, es decir, 
con carácter contraprestativo, por lo que re-
sulta de aplicación el principio de primacía de 
la realidad.

En cuanto a la bonificación por productividad 
sindical, al haber sido percibido mensualmen-
te a partir del año dos mil como se advierte de 
las boletas de pago, reviste naturaleza remu-
nerativa y en tal virtud tiene incidencia en el 
pago de las cinco gratificaciones anuales per-
cibidas por el actor, es decir, debió ser incluido 
en la base de cálculo de tales gratificaciones, 
correspondiéndole el derecho al pago de los 
reintegros pretendidos por el período desde 
enero de dos mil y solo hasta diciembre del 
dos mil uno por haber pasado posteriormente 
a formar parte de la remuneración básica.

SEGUNDO: Dispositivos legales en debate.

La causal denunciada en el literal a), está re-
ferida a la infracción normativa por aplicación 
indebida del artículo 6° del Decreto Legislati-
vo N° 728.

 El artículo de la norma en mención modifica-
do por el Artículo 13° de la Ley N° 28051 es 
el siguiente:

“Artículo 6.- Constituye remuneración para 
todo efecto legal el íntegro de lo que el traba-
jador recibe por sus servicios, en dinero o en 
especie, cualquiera sea la forma o denomina-
ción que tenga, siempre que sean de su libre 
disposición. Las sumas de dinero que se en-
treguen al trabajador directamente en calidad 
de alimentación principal, como desayuno, 
almuerzo o refrigerio que lo sustituya o cena, 

tienen naturaleza remunerativa. No constitu-
ye remuneración computable para efecto de 
cálculo de los aportes y contribuciones a la se-
guridad social, así como para ningún derecho 
o beneficio de naturaleza laboral el valor de 
las prestaciones alimentarias otorgadas bajo 
la modalidad de suministro indirecto”.

Asimismo, la causal denunciada en el literal 
b), está referida a la infracción normativa por 
aplicación indebida del artículo 9° del Texto 
Único Ordenado del Decreto Legislativo N° 
650, Ley de Compensación por Tiempo de 
Servicios, aprobado por Decreto Supremo N° 
001-97-T R, precisa:

“Artículo 9.- Son remuneración computable 
la remuneración básica y todas las cantidades 
que regularmente perciba el trabajador, en di-
nero o en especie como contraprestación de 
su labor, cualquiera sea la denominación que 
se les dé, siempre que sean de su libre dispo-
sición. Se incluye en este concepto el valor 

de la alimentación principal cuando es pro-
porcionada en especie por el empleador y se 
excluyen los conceptos contemplados en los 
Artículos 19 y 20.

TERCERO: Infracción normativa.

La infracción normativa podemos concep-
tualizarla como la afectación a las normas 

DEFINICIÓN CONTENIDA EN 
EL ARTÍCULO 1° DEL CONVE-
NIO 100 SOBRE IGUALDAD 
DE REMUNERACIÓN (1951)

Dispone que el término remunera-
ción comprende el salario o sueldo 
ordinario, básico o mínimo, y cual-
quier otro emolumento en dinero 
o en especie pagados por el em-
pleador, directa o indirectamente, 
al trabajador, en concepto del em-
pleo de este último.
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jurídicas en que incurre el Colegiado Supe-
rior al emitir una resolución, originando con 
ello que la parte que se considere afectada 
por la misma pueda interponer el respectivo 
recurso de casación. Respecto de los alcances 
del concepto de infracción normativa quedan 
comprendidas en el mismo las causales que 
anteriormente contemplaba la antigua Ley 
Procesal del Trabajo, Ley N° 26636 en su ar-
tículo 56°, relativas a interpretación errónea, 
aplicación indebida e inaplicación de una 
norma de derecho material, aunque la Ley N° 
29497 incluye además a las normas de carác-
ter adjetivo.

CUARTO: Respecto a la remuneración

La remuneración es todo pago en dinero o 
excepcionalmente en especie, que percibe 
el trabajador por los servicios efectivamente 
prestados al empleador o por haber puesto 
su fuerza de trabajo a disposición del mismo. 
El concepto de remuneración comprende no 
solo la remuneración ordinaria, sino todo otro 
pago que se otorgue cualquiera sea su forma 
o denominación que se le dé, salvo que por 
norma expresa se le niegue tal calidad. 

Al respecto, JORGE TOYAMA, nos dice lo si-
guiente:

“(…) La remuneración no solamente es un 
elemento esencial del contrato de trabajo, 
sino que constituye un derecho fundamental 
reconocido por el artículo 24 de la Constitu-
ción de 1993. Ciertamente el artículo 24 de 
la Constitución contiene una fórmula de con-
tenido general y de preceptividad o eficacia 
diferida (o programática) al señalar que el 
trabajador tiene derecho a una remuneración 
equitativa y suficiente que procure para él y 
su familia bienestar material y espiritual” [1]

Por su parte, el Tribunal Constitucional en el 
fundamento 13. de la sentencia emitida en el 
Expediente N° 0020-2012-PI/TC refiere lo si-
guiente:

1   TOYAMA MIYAGUSUKU, Jorge. “El Derecho Individual del Trabajo en el Perú”. Gaceta Jurídica 
S.A. Lima, 2015, p. 279

2 En vigor desde el 01 febrero 1960. Consulta el 18 de marzo de 2017. http://www.ilo.org/dyn/nor-
mlex/es/f?p=1000:11200:0::NO:11200:P11200_COUNTRY_ID:102805.

“El derecho a la remuneración, que fluye del 
principio de que nadie está obligado a prestar 
trabajo sin retribución o sin su libre consenti-
miento, constituye una contraprestación por 
los servicios del trabajador; es de libre dispo-
sición por parte de este último; tiene carácter 
alimentario y su pago tiene prioridad sobre 
cualquier otra obligación del empleador (ar-
tículo 23 in fine y segundo párrafo del artícu-
lo 24° de la Constitución). La remuneración 
también implica una modelo de competitivi-
dad, en tanto se manifiesta como un incentivo 
para atraer y retener personal idóneo”.

Siendo así, corresponde señalar que las carac-
terísticas de la remuneración son: a) carácter 
retributivo y oneroso, es decir, que la esencia 
de la suma o especie que se den correspon-
da a la prestación de un servicio, cualquiera 
sea la forma o denominación que adopte; b) 
el carácter de no gratuidad o liberalidad, por 
cuanto los montos que se otorguen en forma 
graciosa o como una liberalidad del emplea-
dor; y c) el carácter de ingreso personal, es 
decir, que dichas sumas ingresan realmente al 
patrimonio del trabajador.

QUINTO: El artículo 1° del Convenio sobre 
igualdad de remuneración, 1951 (núm. 100)[2] 
, dispone que el término remuneración com-
prende el salario o sueldo ordinario, básico o 
mínimo, y cualquier otro emolumento en di-
nero o en especie pagados por el empleador, 
directa o indirectamente, al trabajador, en 
concepto del empleo de este último Siguien-
do esa premisa, corresponde mencionar que 
la remuneración es un derecho fundamental 
reconocido por el artículo 24° de la Constitu-
ción Política del Perú, “(…) al señalar que el 
trabajador tiene derecho a una remuneración 
equitativa y suficiente que procura para él y 
su familia bienestar material y espiritual. Sin 
embargo, de otro lado, representa un interés 
del Estado en su tratamiento, fijar un determi-
nado marco de desarrollo legal y de interpre-
tación judicial y, finalmente se indica- en el 
propio artículo- que su cobro tiene prioridad 
sobre otros adeudos del empleador, recono-



35

Magazín Jurisprudencial LaboralCAS. Nº 13049-2017-LIMA  

¿QUÉ CONDICIONES DEBE 
CUMPLIR LOS CONCEPTOS 
PERCIBIDOS POR EL TRA-
BAJADOR PARA TENER CA-
RÁCTER REMUNERATIVO?

i) que lo percibido (cualquiera 
que sea la denominación que se le 
dé) sea como contraprestación de 
los servicios del trabajador; ii) que 
sea percibida en forma regular; y 

iii) que sea de su libre disposición, 
esto es, que el trabajador dentro 
de su ámbito de libertad pueda 
decidir el destino que le otorga; 
además, debe tenerse en cuen-
ta que el dinero u otro pago en 
especie que abone el empleador 
a su trabajador, no dependerá su 
naturaleza exclusivamente por la 
denominación que le haya sido 

asignada sino por la finalidad que 
tiene dicha prestación. 

ciendo una remuneración mínima vital” [3].

SEXTO: Alcances para determinar el carácter 
remunerativo de un concepto.

Para determinar que un pago hecho a un tra-
bajador (en dinero o especie) tiene carácter 
remunerativo, debe cumplir con las siguientes 

3   TOYAMA MIYAGUSUKU, Jorge. “El Derecho Individual del Trabajo en el Perú “. 1 ed. Lima: 
Editorial Gaceta Jurídica, 2015, pp.279-280.
4  Principio que constituye uno de los instrumentos de mayor relevancia en el Derecho de Trabajo, 
porcuanto permite al Juez establecer la verdadera naturaleza de una relación contractual, privile-
giando lo que sucede en el campo de los hechos, sobre lo que puedan contener los documentos, 
principio que ha sido positivisado en el artículo 4° del Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo 
N° 728, Ley de Productividad y Competitividad Laboral, aprobado por Decreto Supremo N° 003-
97-TR.
5   CANELO DÁVILA, Gherman. “Derecho del Trabajo“. Primera edición. Lima: Grupo Editorial Lex 
& Iuris S.A.C., 2018, pp.351

condiciones: i) que lo percibido (cualquiera 
que sea la denominación que se le dé) sea 
como contraprestación de los servicios del tra-
bajador; ii) que sea percibida en forma regu-
lar; y iii) que sea de su libre disposición, esto 
es, que el trabajador dentro de su ámbito de 
libertad pueda decidir el destino que le otorga; 
además, debe tenerse en cuenta que el dinero 
u otro pago en especie que abone el emplea-
dor a su trabajador, no dependerá su natura-
leza exclusivamente por la denominación que 
le haya sido asignada sino por la finalidad que 
tiene dicha prestación. En consecuencia, re-
sulta necesario la aplicación de principio de 
primacía de la realidad, para determinar el ca-
rácter remunerativo [4].

Bajo esa premisa, resulta necesario aplicar el 
principio de primacía de la realidad.

Al respecto, CANELO DÁVILA expresa: “El 
principio de primacía de la realidad expresa 
un mandato de que, existiendo una discor-
dancia o contradicción entre los hechos y los 
documentos formales en una relación jurídica, 
debe privilegiarse los hechos sobre los docu-
mentos formales, y a partir de este entendi-
miento, reconocer la existencia de una rela-
ción o situación jurídica”[5] 

SÉPTIMO: Delimitación del objeto de 
pronunciamiento

Conforme se verifica del recurso de casación y 
lo actuado por las instancias de mérito, el tema 
en controversia está relacionado a determinar 
si la Sala Superior aplicó indebidamente o no 
el artículo 6° del Decreto Legislativo N° 728 
y el artículo 9° del Texto Único Ordenado del 
Decreto Legislativo N 650 - Ley de Compen-
sación por Tiempo de Servicios aprobado por 
Decreto Supremo N° 001-97-TR, para deter-
minar que las bonificaciones extraordinarias 
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por productividad gerencial y sindical tienen 
carácter remunerativo, pues, de lo contrario, 
correspondía la aplicación del inciso a) del ar-
tículo 19° del Texto Único Ordenado de la Ley 
de Compensación por Tiempo de Servicios, 
aprobado por Decreto Supremo N° 001- 97-
TR[6] , para determinar que las bonificaciones 
antes expuestas no tienen calidad remunera-
tiva.

OCTAVO: De la bonificación extraordinaria 
por productividad gerencial

•Mediante Resolución Suprema N° 104-94-EF 
de fecha siete de setiembre de mil novecientos 
noventa y cuatro, que corre en fojas dieciocho 
a veinte, se aprobó la política remunerativa 
del Banco de la Nación en función a la Ley 
de Presupuesto Público del año mil novecien-
tos noventa y cuatro, y como se desprende del 
anexo N° 1, se dispuso su otorgamiento por 
una sola vez la bonificación extraordinaria.

•Por Resolución Suprema N° 121-95-EF de 
fecha veinte de octubre de mil novecientos no-
venta y cinco, que corre en fojas veintiuno a 
veintidós vuelta, se aprobó la política remune-
rativa para el año mil novecientos noventa y 
cinco, autorizando en su anexo que se otorgue 
a partir del uno de agosto de mil novecientos 
noventa y cinco, adicionalmente a lo estable-
cido en la Resolución Suprema N° 104-94-EF, 
una bonificación p or concepto de productivi-
dad, previa evaluación específica y personal 
de cada trabajador en función al rendimiento 
por el trabajo efectivo indicando que la referi-
da Bonificación es un pago extraordinario de 
carácter excepcional, condicionado, eventual 
y aleatorio en su percepción, no es computa-
ble ni base de cálculo para ningún otro tipo de 
remuneración.

•Posteriormente, con Resolución Suprema N° 
009-97-E F de fecha treinta de enero de mil 
novecientos noventa y siete, que corre en fo-
jas veintitrés a veinticuatro vuelta, se aprobó 
la política remunerativa de la demandada para 

6 Artículo 19.- No se consideran remuneraciones computables las siguientes: a) Gratificaciones ex-
traordinarias u otros pagos que perciba el trabajador ocasionalmente, a título de liberalidad del em-
pleador o que hayan sido materia de convención colectiva, o aceptadas en los procedimientos de 
conciliación o mediación, o establecidas por resolución de la Autoridad Administrativa de Traba-
jo, o por laudo arbitral. Se incluye en este concepto a la bonificación por cierre de pliego; (…)”

dicho año, autorizando otorgar a sus trabaja-
dores a partir del uno de noviembre de mil no-
vecientos noventa y seis, adicionalmente a lo 
establecido en las Resolución Supremas Nos. 
104-94-EF y 121-95-EF, una Bonificación por 
productividad bajo las mismas condiciones 
previstas en la Resolución Suprema N° 121-
95-EF.

•Finalmente, mediante Resolución de Direc-
ción Ejecutiva N° 047-2003/DEFONAFE de 
fecha veintiocho de noviembre de dos mil tres, 
que corre en fojas veinticinco a veintisiete, se 
aprobó la política remunerativa de la deman-
dada, en cuyo anexo se menciona a la pro-
ductividad gerencial señalando que se viene 
otorgando a partir de mil novecientos noventa 
y cuatro en función a la asistencia, permanen-
cia y puntualidad y a la evaluación del des-
empeño laboral, según escala provenientes de 
la aplicación de las Resoluciones Supremas N° 
104-94-E F, N° 121-95-EF y N° 09-97-EF.

NOVENO: De la bonificación extraordinaria 
por productividad sindical

•El Convenio Colectivo, de fecha diez de mar-
zo de mil novecientos noventa y tres, que co-
rre en fojas cuatro a diez, estableció como una 
de las condiciones en el otorgamiento de la 
productividad por puntualidad y asistencia su 
no incidencia en los niveles remunerativos de 
la institución.

•En el Convenio Colectivo del veintinueve de 
octubre de mil novecientos noventa y ocho se 
acordó en su cláusula primera punto 21) que 
se mantendrá el beneficio con arreglo a los 
términos y condiciones que rigen su otorga-
miento, precisándose que su monto se man-
tendrá en cuatro mil quinientos treinta y uno 
con 00/100 soles (S/. 4,531.00) al año (impor-
te fijado por Resolución Suprema N° 009-97-
EF), con lo que se evidencia que su pago era 
una sola vez al año y sin precisarse tampoco 
que dicha bonificación no tenga naturaleza re-
munerativa.
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DÉCIMO: Solución al caso concreto

a) Sobre la bonificación extraordinaria por 
productividad gerencial

•Al respecto, si bien es cierto que las Resolu-
ciones Supremas Nos 104-94- EF y 121-95-EF 
se dieron en el ámbito del Decreto de Urgen-
cia N° 09-94 que declaró en reorganización al 
Banco de la Nación para que adecue su orga-
nización a lo dispuesto en su nuevo Estatuto 
ejecutando un programa de Reestructuración 
y Racionalización Administrativa Financiera y 
de Personal y en su artículo 14°, dispuso que 
el Directorio de la misma reciba del organis-
mo competente la delegación de facultades 
para aplicar el proceso presupuestario y dictar 
normas de austeridad y remuneraciones apli-
cables al Banco con sujeción a lo dispuesto 
por el Decreto Ley N° 25926, que dispone 
que las políticas remunerativas de las entida-
des financieras, en el que se incluye el Banco 
de la Nación, debe ser aprobada por Resolu-
ción Suprema refrendada por el Ministro de 
Economía y Finanzas, en cuya virtud formaría 
parte del bloque de legalidad y por ende ran-
go de ley, también es cierto que las mismas 
Resoluciones Supremas establecieron que la 
bonificación sería otorgada previa evaluación 
específica y personal de cada trabajador, en 
función al trabajo efectivo realizado, asisten-
cia y puntualidad, así como el rendimiento y 
responsabilidad en el desempeño efectivo de 
las obligaciones encomendadas y que ella se 
mantendría y serviría de base para el estable-
cimiento de una nueva política en su oportu-
nidad; por lo cual se advierte que su percep-
ción estuvo condicionada al trabajo efectivo 
realizado y a la evaluación específica de cada 
trabajador, esto es, estuvo vinculado a la pres-
tación efectiva de servicios, con lo que se in-
fiere una finalidad contraprestativa.

•Asimismo, la bonificación extraordinaria por 
productividad gerencial ha sido abonado a 
partir del año dos mil en forma mensual, con-
tinua y periódica, bajo diversas denomina-
ciones como son: “Abono por regularizar A”, 
“Préstamo A”, “Concepto no remunerativo A”, 
“Concepto variable I”, “Ingreso no remunera-
tivo” y “Product. R.S. N° 009-97-EF”, como se 
advierte de las boletas de pago contenidas en 
el CD-ROM adjunto al expediente, presentado 

por la parte demandada.

•De acuerdo a lo expuesto, y en aplicación del 
principio de primacía de la realidad, se llega a 
concluir que la bonificación extraordinaria por 
productividad gerencial, tiene carácter remu-
nerativo, de conformidad con el artículo 6° del 
Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo 
N° 728, Ley de Productividad y Competitivi-
dad Laboral, aprobado por Decreto Supremo 
N° 003-97-TR y el artículo 19° del Texto Único 
Ordenad o de la Ley de Compensación por 
Tiempo de Servicios, aprobado por Decreto 
Supremo N° 001-97-TR, pues presenta: i) la 
naturaleza de retribución indirecta que emerge 
del acto unilateral del empleador, pues ha sido 
por la contraprestación de los servicios brinda-
dos por el actor, ii) han sido abonados en for-
ma regular, ordinaria y permanente; y iii) tie-
ne la calidad de concepto de libre disposición 
la Bonificación por Productividad; quedando 
desvirtuado el carácter de “suma extraordina-
ria” que argumenta la parte demandada en su 
recurso de casación.

•Sin perjuicio de lo expuesto, corresponde se-
ñalar que la parte demandada no ha probado 
que a partir del año dos mil para el otorga-
miento del referido bono se hayan efectuado 
evaluaciones previas al actor, ya que si bien 
adjunta unas hojas denominadas “Evaluación 
del Desempeño Laboral” no vincula dicha 
evaluación con la percepción de este beneficio 
ni mucho menos acredita la existencia de los 
parámetros de evaluación ni las metas que se 
hubieren considerado para el pago ni que di-
chos pagos hubieran sido esporádicos o even-
tuales

b) Respecto de la bonificación extraordinaria 
por productividad sindical

•De acuerdo al considerando noveno se ve-
rifica que la bonificación extraordinaria por 
productividad sindical, inicialmente le fue 
abonada al actor en un importe fijado en el 
convenio y en un solo pago hasta el año mil 
novecientos noventa y nueve, sin embargo, 
como se advierte de las boletas de pago conte-
nidas en el CD ROM, adjunto al expediente, le 
fue abonado al actor bajo la denominación de 
“Abono por regularizar-B”, desde el año dos 
mil y bajo las denominaciones de “Préstamo 
B” y “Concepto no remunerativo B” en el año 
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dos mil uno, en forma periódica y mensual, 
y en importe fijos abonados conjuntamente 
con las remuneraciones mensuales percibi-
das por aquel trabajador que le fue otorgado 
siempre que se cumplan con las exigencias 
de puntualidad, asistencia y eficiencia, lo que 
supone indudablemente la prestación de ser-
vicios efectivos. Asimismo, de los convenios 
citados en el considerando noveno, se aprecia 
que se estableció expresamente el carácter no 
remunerativo de la productividad sindical en 
el convenio colectivo del año mil novecientos 
noventa y tres, dado que en el otro convenio 
no se aludió dicha precisión.

•Dentro de ese contexto, y en aplicación del 
principio de primacía de la realidad, se con-
cluye que la bonificación extraordinaria por 
productividad sindical tiene carácter remune-
rativo, de conformidad con el artículo 6° del 
Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo 
N° 728 , Ley de Productividad y Competiti-
vidad Laboral, aprobado por Decreto Supre-
mo N° 003-97-TR y el artículo 19° del Texto 
Único Ordenado de la Ley de Compensación 
por Tiempo de Servicios, aprobado por De-
creto Supremo N° 001-97-TR: i) la naturaleza 
de retribución indirecta que emerge del acto 
unilateral del empleador, ii) han sido abona-
dos en forma regular, ordinaria y permanen-
te y iii) tiene la calidad de concepto de libre 
disposición la Bonificación por productividad 
Sindical; quedando desvirtuado el carácter de 
“suma extraordinaria” que sostiene la deman-
dada, ya que no tiene el carácter
ocasional que requiere el literal a) del artícu-
lo 19° del Texto Único Ordenado de la Ley 
de Compensación por Tiempo de Servicios, 
aprobado por Decreto Supremo N° 001-97-
TR, para ser considerada como tal.

DÉCIMO PRIMERO: Lo concluido prece-
dentemente se encuentra respaldado con la 
dación de la Resolución de Dirección Ejecu-
tiva N° 0 47-2003/DE-FONAFE, publicada el 
dos de diciembre de dos mil tres, que aprobó 
la Política y Escala Remunerativa vigente del 
Banco de la Nación; en la que en su Anexo N° 
1, punto 2) estableció como conceptos remu-
nerativos tanto a la Productividad Gerencial 
y a la Productividad por Convenio (Sindical), 
reconociéndose expresamente por el Fondo 
Nacional de Financiamiento de la Actividad 
Empresarial del Estado (FONAFE), a ambos 

conceptos su naturaleza remunerativa.

DÉCIMO SEGUNDO: Siendo así, se conclu-
ye que el Colegiado Superior no ha incurri-
do en infracción por aplicación indebida del 
artículo 6° del Decreto Legislativo N° 728 y 
del artículo 9° del Texto Único Ordenado d 
el Decreto Legislativo N° 650 - Ley de Com-
pensación por Tiempo de Servicios, aprobado 
por Decreto Supremo N° 001-97-TR; en con-
secuencia, las causales invocadas devienen en 
infundadas. 

Por estas consideraciones:

DECISIÓN:

Declararon INFUNDADO el recurso de ca-
sación interpuesto por la parte demandada, 
Banco de la Nación, mediante escrito presen-
tado el cuatro de julio de dos mil dieciséis, que 
corre en fojas seiscientos sesenta y cuatro a 
seiscientos sesenta y ocho; NO CASARON 
la Sentencia de Vista de fecha veintiuno de 
marzo de dos mil diecisiete, que corre en fo-
jas cuatrocientos ochenta y siete a quinientos 
seis; ORDENARON la publicación de la pre-
sente resolución en el Diario Oficial “El Pe-
ruano” conforme a ley; en el proceso laboral 
seguido por el demandante, Juan Octavio Flo-
res Ames, sobre reintegro de remuneraciones 
y otros; interviniendo como ponente, el señor 
juez supremo Arévalo Vela y los devolvieron.

S.S.
ARÉVALO VELA
DE LA ROSA BEDRIÑANA
YRIVARREN FALLAQUE
YAYA ZUMAETA
MALCA GUAYLUPO
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HECHO DERECHO CONCLUSIÓN

¿Las bonificaciones extraor-
dinarias por productividad 
gerencial y sindical tienen 
carácter remunerativo?

Artículo 6° del Texto Único 
Ordenado del Decreto Legis-
lativo N° 728, y artículo 19° 
del Texto Único Ordenado 
de la Ley de Compensación 
por Tiempo de Servicios.

El Colegiado Superior no ha 
incurrido en infracción por apli-
cación indebida del artículo 6° 
del Decreto Legislativo N° 728 
y del artículo 9° del Texto Único 
Ordenado del Decreto Legislati-
vo N° 650 - Ley de Compensa-
ción por Tiempo de Servicios.

    ORDEN LÓGICO DE LA SENTENCIA
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“
Habiendo paralizado ilegalmente sus labores el trabajador, era posible que su emplea-
dor le aplicase una sanción, tal como lo hizo mediante Carta de fecha veinte de julio de 
dos mil dieciséis, que corre en fojas siete, con la cual le impuso la medida disciplinaria 
de suspensión sin goce de haber por un (1) día, teniendo respaldo esta decisión en las 
resoluciones administrativas ya citadas donde se declaró improcedente la comunicación 

de huelga cursada por el Sindicato Cerro Verde, huelga que devino en ilegal.” (F. 17)

VISTA, la causa número veinticinco mil seis-
cientos cuarenta y seis, guion dos mil diecisie-
te, guion AREQUIPA, en audiencia pública de 
la fecha; interviniendo como ponente el señor 
juez supremo Arévalo Vela; y producida la vo-
tación con arreglo a ley, se emite la siguiente 
sentencia:

MATERIA DEL RECURSO

Se trata del recurso de casación interpuesto 
por la demandada, Sociedad Minera Cerro 
Verde S.A.A., mediante escrito de fecha tres 
de noviembre de dos mil diecisiete, que corre 
de fojas ciento noventa y cuatro a doscientos 
once, contra la Sentencia de Vista contenida 
en la resolución de fecha diecinueve de octu-
bre de dos mil diecisiete, que corre de fojas 
ciento cuarenta y cinco a ciento setenta y tres, 
que revocó la Sentencia apelada contenida en 
la resolución de fecha veintiocho de junio de 
dos mil diecisiete, que corre de fojas ciento 
siete a ciento quince, que declaró infundada 
la demanda reformándola la declararon fun-
dada en todos sus extremos; en el proceso 
seguido por Zenón Mujica Chuquitapa, sobre 
impugnación de sanción disciplinaria y otro.

CAUSALES DEL RECURSO

Por resolución de fecha doce de noviembre de 
dos mil dieciocho, que corre de fojas ciento 
ocho a ciento once, del cuaderno de casación, 
se declaró procedente el recurso interpuesto 
por la causal de infracción normativa de las 
siguientes normas jurídicas: a) inciso 3) del 
artículo 139° de la Constitución Política del 
Perú; y b) artículo 77° del Decreto Supremo 
N° 010-2003-TR, Texto Único Ordenado de 
la Ley de Relaciones Colectivas de Trabajo; 
correspondiendo a este Colegiado Supremo 
emitir pronunciamiento de fondo sobre dichas 
causales.

CONSIDERANDO:

PRIMERO. El demandante interpuso de-
manda con fecha veintiséis de julio de dos mil 
dieciséis, que corre de fojas ocho a diecisie-
te, subsanada mediante escrito que corre de 
fojas veintidós a veintitrés, solicitando como 
pretensión principal que se deje sin efecto la 
Carta de fecha veinte de julio de dos mil die-
ciséis por la que se le suspende el día veintio-
cho de julio de dos mil dieciséis sin goce de 
haber; como pretensión accesoria pide que se 

CORTE SUPREMA ESTABLECE QUE EL DESPIDO NO 
ES LA MEDIDA DISCIPLINARIA ADECUADA PARA 

AQUELLOS TRABAJADORES QUE HAN INTERVENI-
DO EN UNA HUELGA DECLARADA ILEGAL

RAZÓN DE LA DECISIÓN

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA
SEGUNDA SALA CONSTITUCIONAL Y SOCIAL
CAS. N° 25646-2017 AREQUIPA
MATERIA:IMPUGNACIÓN DE SANCIÓN DISCIPLINARIA Y 
OTRO

06
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le pague la remuneración por un día de sus-
pensión a razón de ciento cincuenta y nueve 
con 66/100 Soles (S/159.66) por día; que se 
incluya el día suspendido dentro del record de 
días laborados para los efectos de la percep-
ción de la gratificación de Fiestas Patrias, des-
canso vacacional, remuneración vacacional, 
participación de utilidades y la compensación 
por tiempo de servicios; y que se retire del file 
personal el antecedente de suspensión; más el 
pago de las costas y costos del proceso.

Con la Sentencia de fecha veintiocho de junio 
de dos mil diecisiete, que corre de fojas cien-
to siete a ciento quince, el Sétimo Juzgado 
de Trabajo de la Corte Superior de Justicia 
de Arequipa declaró infundada la demanda 
y mediante Sentencia de Vista de fecha die-
cinueve de octubre de dos mil diecisiete, que 
corre de fojas ciento cuarenta y cinco a ciento 
setenta y tres, la Primera Sala Laboral Perma-
nente de la mencionada Corte Superior revo-
có la sentencia apelada reformándola la de-
clararon fundada por considerar, entre otros 
argumentos, que la huelga fue programada 
para los días ocho y nueve de abril de dos 
mil dieciséis y que a esa fecha aún no había 
quedado consentida la resolución que declaró 
improcedente la comunicación de huelga, por 
lo que la inasistencia de los trabajadores no 
puede ser considerada injustificada ni intem-
pestiva; que en tal sentido, la sanción impues-

ta no se ajusta al principio de tipicidad, pues, 
no se configura la causal de paralización in-
tempestiva.

SEGUNDO. La infracción normativa

La infracción normativa podemos conceptua-

lizarla como la afectación a las normas jurídi-
cas en que incurre la Sala Superior al emitir 
una resolución, originando con ello que la 
parte que se considere afectada por la misma, 
pueda interponer el respectivo recurso de ca-
sación. Respecto de los alcances del concepto 
de infracción normativa quedan comprendi-
das en la misma las causales que anterior-
mente contemplaba el artículo 56° de la Ley 
N° 26636, Ley Procesal del Trabajo, modifica-
do por el artículo 1° de la Le y Nº 27021, re-
lativas a la interpretación errónea, aplicación 
indebida e inaplicación de una norma de de-
recho material, incluyendo además otro tipo 
de normas, como son las de carácter adjetivo.

TERCERO. Infracciones de orden procesal

Corresponde analizar primero la causal de 
infracción normativa del inciso 3) del artícu-
lo 139° de la Constitución Política del Perú, 
pues, de ser amparada carecerá de objeto 
que esta Sala Suprema se pronuncie sobre las 
otras causales invocadas.

El inciso 3) del artículo 139° de la Constitu-
ción Política del Perú, establece lo siguiente:

“[…] 3. La observancia del debido proceso y 
la tutela jurisdiccional. Ninguna persona pue-
de ser desviada de la jurisdicción predetermi-
nada por la ley, ni sometida a procedimiento 
distinto de los previamente establecidos, ni 
juzgada por órganos jurisdiccionales de ex-
cepción ni por comisiones especiales creadas 
al efecto, cualquiera sea su denominación 
[…].”

CUARTO. Infracción del debido proceso

Con respecto a la infracción normativa del 
inciso 3) del artículo 139° de la Constitución 
Política del Perú, debemos aceptar enunciati-
vamente que entre los distintos elementos in-
tegrantes al derecho del debido proceso están 
necesariamente comprendidos los siguientes:

a) Derecho a un juez predeterminado por la 
ley (juez natural);
b) Derecho a un juez independiente e impar-
cial;
c) Derecho a la defensa y patrocinio por un 
abogado;
d) Derecho a la prueba;

 LEA EL FUNDAMENTO OC-
TAVO SOBRE: 

La interpretación de los efec-
tos de la huelga declara-
da procedente contenido en 
el artículo 77 del TUO LRCT. 
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e) Derecho a una resolución debidamente 
motivada;
f) Derecho a la impugnación;
g) Derecho a la instancia plural;
h) Derecho a no revivir procesos fenecidos.

Debemos precisar, que en el presente caso no 
se ha cuestionado la razonabilidad ni la pro-
porcionalidad de la decisión adoptada por los 
magistrados por lo que, no corresponde emitir 
pronunciamiento respecto al debido proceso 
desde su perspectiva sustantiva o material.

QUINTO. Analizada la sentencia impugnada 
se advierte que la Sala de mérito ha cumpli-
do con los requisitos que prevén los incisos 3) 
y 4) del artículo 122°, Código Procesal Civil, 
modificado por el artículo 1° de la Ley N.º 
27524, publicada el seis de octubre de dos 
mil uno, es decir, que al resolver la presente 
causa, no han vulnerado la garantía constitu-
cional del derecho al debido proceso; por lo 
que no existe infracción normativa del inciso 
3) del artículo 139° de la Constitución Política 
del Perú; por tal motivo, la causal invocada 
deviene en infundada.

SEXTO. Infracción de orden sustantivo
Al haberse declarado infundada la causal 
de orden procesal, es pertinente emitir pro-
nunciamiento respecto a la causal de orden 
sustantivo siguiente: infracción normativa 
del artículo 77° del Decreto Supremo N° 010-
2003-TR.

SÉTIMO. En cuanto a la infracción normativa 
del artículo 77° del Decreto Supremo N° 010-
2003-TR, Texto Único Ordenado de la Ley de 
Relaciones Colectivas de Trabajo (en delante 
TUOLRCT) debemos señalar que dicha nor-
ma legal establece textualmente lo siguiente:

 “Artículo 77.- La huelga declarada observan-
do lo establecido en el artículo 73, produce 
los
siguientes efectos:
a) Determina la abstención total de las activi-
dades de los trabajadores en ella comprendi-
dos, con excepción del personal de dirección 
o de confianza y del personal comprendido en 
el artículo 78.
b) Suspende todos los efectos de los contratos 
individuales de trabajo, inclusive la obligación 
de abonar la remuneración, sin afectar la sub-
sistencia del vínculo laboral.
c) Impide retirar del centro de trabajo las ma-
quinarias, materias primas u otros bienes, sal-
vo circunstancias excepcionales con conoci-
miento previo de la Autoridad de Trabajo.
d) No afecta la acumulación de antigüedad 
para efectos de la compensación por tiempo 
de
servicios.”

OCTAVO. Interpretación del artículo 77 del 
TUOLRCT

Que esta Suprema Sala procede a interpretar 
el artículo 77° del TUOLRCT citado en el con-
siderando anterior, en los términos siguientes:

a) Abstención total de labores (inciso a)

Esta abstención total de las actividades en el 
ámbito donde se ejerce la huelga resulta co-
herente con el respeto a la decisión adopta-
da mayoritariamente de acatar tal medida de 
lucha. Asimismo, guarda relación directa con 
el ejercicio de uno de los derechos fundamen-
tales de los trabajadores, entendido como el 
derecho de huelga, cuyo ejercicio y finalidad 

 ¡IMPORTANTE!
DOCTRINA JURISPRUDEN-

CIAL: 
“La paralización de labores reali-
zada por una organización sindical 
a pesar que la Autoridad Adminis-
trativa de Trabajo, en forma previa 
declaró improcedente su materia-
lización, acarrea la correspondien-
te responsabilidad disciplinaria 
para sus autores, sin perjuicio del 
descuento de las remuneracio-
nes por los días no laborados. En 
ningún caso la medida discipli-
naria a aplicarse a los huelguis-
tas podrá ser el despido”. (F. 12)
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deben ser garantizados por el Estado. Un as-
pecto importante relacionado con la absten-
ción de las labores es el caso de los traba-
jadores de dirección y de confianza, quienes 
no pueden participar en la votación para la 
adopción de la medida de huelga, pero quie-
nes sí podrían suspender sus labores cuando 
la huelga esté en marcha.

b) Suspensión de los efectos del contrato de 
trabajo (inciso b)
Si bien es cierto existe un incumplimiento por 
parte del trabajador, este incumplimiento es 
tratado de manera especial, toda vez que se 
basa en el ejercicio de un derecho, esto es, 
el derecho de huelga. El efecto negativo que 
acarrea es la suspensión del contrato de tra-
bajo; por lo que al no haber prestación efec-
tiva de servicios, no existe obligación del em-
pleador de pagar remuneraciones. Esto queda 
al margen de si las partes llegan a un acuerdo 
para el pago o no de los días no laborados. 
Durante este período de huelga el poder de 
dirección del empleador se suspende, con lo 
cual no puede amonestar ni sancionar a tra-
bajador alguno que se encuentre acatando la 
medida de huelga.

Los trabajadores en huelga no tienen dere-
cho a percibir remuneración alguna, pues, la 
misma es una contraprestación por el servicio 
brindado y no habiendo trabajo efectivo tam-
poco existe obligación de pago de remunera-
ción.
El Comité de Libertad Sindical de la Organi-
zación Internacional del Trabajo, en la Quinta 
Edición Revisada de su Recopilación de deci-
siones y principios (2006) señala expresamen-
te lo siguiente:

“654. La deducción salarial los días de huelga 
no plantea objeciones desde el punto de
vista de los principios de libertad sindical.”

c) Prohibición del retiro de bienes y materias 
primas por el empleador (inciso c)

Considerando que la medida de huelga es 
para presionar al empleador a que adopte de-
terminadas conductas a favor de los trabaja-
dores, es que se ha establecido que durante el 
período de huelga no se podrá extraer ningún 
bien propiedad de la empresa, para salva-
guardar con ellos el patrimonio que respalde 

el pago de los beneficios de los trabajadores.

d) Respeto a la antigüedad en el trabajo (in-
ciso d)

El hecho que haya suspensión de labores no 
significa que se dé por resuelto el contrato de 
trabajo motivo por el cual se mantiene la anti-
güedad para efectos de la Compensación por 
Tiempo de Servicios (CTS).

NOVENO. Ilegalidad de la huelga de acuer-
do al TUOLRCT el procedimiento de huelga 
se encuentra sujeto al cumplimiento de deter-
minadas formalidades, cuya omisión genera 
que la misma sea declarada ilegal por la Au-
toridad Administrativa de Trabajo. Estos su-
puestos son los siguientes:

a) Si se materializa no obstante haber sido de-
clarada improcedente.
b) Por haberse producido, con ocasión de ella, 
violencia sobre bienes o
personas.
c) Por incurrirse en alguna de las modalidades 
previstas en el artículo 81°.
d) Por no cumplir los trabajadores con lo dis-
puesto en el artículo 78° o en el
artículo 82°.
e) Por no ser levantada después de notificado 
el laudo o resolución
definitiva que ponga término a la controversia 
(artículo 84° del
TUOLRCT).

La resolución que declara la ilegalidad de la 
huelga es emitida por la Autoridad Adminis-
trativa de Trabajo de oficio o a pedido de par-
te, dentro de los dos (2) días de producidos 
los hechos y puede ser impugnada. La resolu-
ción de segunda instancia deberá ser emitida 
dentro del plazo máximo de dos (2) días (úl-
timo párrafo, del artículo 84° del TUOLRCT).

En el caso que la huelga resulte legal, el artí-
culo 70° del Reglamento aprobado por Decre-
to Supremo No.011-92-TR dispone:
 
“Artículo 70.- Cuando la huelga sea declarada 
observando los requisitos legales de fondo y 
forma establecidos por la Ley, todos los tra-
bajadores comprendidos en el respectivo ám-
bito, deberán abstenerse de laborar, y por lo 
tanto, el empleador no podrá contratar perso-
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nal de reemplazo para realizar las actividades 
de los trabajadores en huelga. La abstención 
no alcanza al personal indispensable para la 
empresa a que se refiere el Artículo 78 de la 
Ley, al personal de dirección y de confianza, 
debidamente
calificado de conformidad con el Decreto Le-
gislativo N.º 728, así como el personal de los 
servicios públicos esenciales que debe garan-
tizar la continuidad de servicio.”

DÉCIMO. Límites al derecho de huelga

En cuanto a los límites al ejercicio del derecho 
de huelga, el Tribunal Constitucional conside-
ra lo siguiente:

15. Por su parte, la Constitución peruana 
reconoce límites al ejercicio del derecho de 
huelga [artículo 28º, inciso 3), de la Constitu-
ción], en la medida que en principio no exis-
ten derechos fundamentales absolutos, de-
biendo protegerse o preservarse no sólo otros 
derechos fundamentales, sino también otros 
bienes constitucionalmente protegidos.

16. Derivado de ello, por razón de la persona, 
se encuentran excluidos del goce de
libertad sindical y del derecho de huelga, los 
siguientes:
a) Los funcionarios del Estado con poder de 
decisión y los que desempeñan cargos
de confianza o de dirección (artículo 42° de la 
Constitución).
b) Los miembros de las Fuerzas Armadas y de 
la Policía Nacional (artículo 42° de la
Constitución).
c) Los magistrados del Poder Judicial y del 
Ministerio Público (artículo 153º de la
Constitución).

17. Por otro lado, también a nivel legislativo 
se establecen límites al ejercicio del derecho 
de huelga, por razón de la naturaleza del ser-
vicio. Así, el Texto Único Ordenado de la Ley 
de Relaciones Colectivas de Trabajo, Decreto 
Supremo Nº 010-2003-TR, prevé que: Artícu-
lo 82º.- Cuando la huelga afecte los servicios 
públicos esenciales o se requiera garantizar el 
cumplimiento de actividades indispensables, 
los trabajadores en conflicto deben garantizar 
la permanencia del personal necesario para 
impedir su interrupción total y asegurar la 
continuidad de los servicios y actividades que 

así lo exijan. (énfasis nuestro).

En la determinación legal de los servicios pú-
blicos esenciales, la misma norma determina 
un listado (artículo 83º), a saber: a) Los sa-
nitarios y de salubridad; b) Los de limpieza 
y saneamiento; c) Los de electricidad, agua y 
desagüe, gas y combustible; d) Los de sepelio, 
y los de inhumaciones y necropsias; e) Los de 
establecimientos penales; f) Los de comunica-
ciones y telecomunicaciones; g) Los de trans-
porte; h) Los de naturaleza estratégica o que 
se vinculen con la defensa o seguridad nacio-
nal; i) Los de administración de justicia por 
declaración de la Corte Suprema de Justicia 
de la República; y, j) Otros que sean determi-
nados por Ley .

Cabe destacar que los derechos fundamenta-
les como todos los derechos subjetivos no son 
absolutos, por lo que su ejercicio se encuentra 
limitado por otros derechos; en tal sentido, el 
derecho a la huelga no es la excepción, toda 
vez que su ejercicio no puede vulnerar otros 
derechos o bienes constitucionalmente prote-
gidos.

De lo expuesto se concluye que la huelga es 
un derecho que se ejerce con las limitaciones 
que la ley le imponga, vale decir, en armonía 
con el interés público y con los demás dere-
chos fundamentales.

DÉCIMO PRIMERO. Ejercicio del dere-
cho de huelga

La Corte Suprema de Justicia de la República 
reconoce a la Huelga como un derecho fun-
damental de los trabajadores consagrado en 
el inciso 3) del artículo 28° de la Constitución 
Política del Perú, que debe ser ejercido en ar-
monía con el 1 STC N° 00005-2008-PI/TC de 
fecha 04 de setiembre de 2009, fundamentos 
15 y 17.
interés social, y que como todo derecho no 
puede ser absoluto sino sujeto a excepciones 
y limitaciones. Además, considera que el trá-
mite para el ejercicio del derecho de huelga 
no debe sujetarse a un procedimiento tan rí-
gido que no haga posible su materialización, 
pero tampoco a ser tan laxo que permita su 
utilización intempestiva afectando la produc-
ción, la prestación de servicios o perjudican-
do a terceros.
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Actualmente el procedimiento para la decla-
ratoria de huelga se encuentra regulado por 
el TUOLRCT, el Decreto Supremo N° 011- 
92-TR, y por algunas otras normas de proce-
dimiento administrativo laboral cuya consti-
tucionalidad no ha sido cuestionada; por lo 
tanto, es el procedimiento que sindicatos y 
empleadores deben respetar al momento de 
presentarse una situación de huelga.
El incumplimiento de las normas que regulan 
el procedimiento de huelga acarrea su impro-
cedencia y posteriormente su ilegalidad, si-
tuación que faculta al empleador a hacer uso 
de su poder disciplinario conforme al artícu-
lo 9° del Texto Único Ordenado de la Ley de 
Productividad y Competividad Laboral, apro-
bado por Decreto Supremo N° 003-97-TR; 
sin embargo, es deber de esta Suprema Corte 
velar porque en el ejercicio de su poder disci-
plinario el empleador no incurra en abuso del 
derecho, procediendo a despedir a aquellos 
trabajadores que han incurrido en una huelga 
declarada ilegal, es por ello que sin negarle su 
facultad de sanción, considera que el despido 
no es la medida disciplinaria adecuada para 
aquellos trabajadores que han intervenido en 
una huelga declarada ilegal.

DÉCIMO SEGUNDO. Doctrina Jurispru-
dencial

La Segunda Sala de Derecho Constitucional 
y Social Transitoria de la Corte Suprema de 
Justicia de la República cumpliendo su fun-
ción unificadora de la jurisprudencia laboral, 
al amparo de lo dispuesto en el artículo 22° 
del Texto Único Ordenado dela Ley Orgáni-
ca del Poder Judicial establece como Doc-
trina Jurisprudencial el criterio jurisdiccional 
siguiente:

La paralización de labores realizada por una 
organización sindical a pesar que la Autoridad 
Administrativa de Trabajo, en forma en forma 
previa declaró improcedente su materializa-
ción, acarrea la correspondiente responsabili-
dad disciplinaria para sus autores, sin perjui-
cio del descuento de las remuneraciones por 
los días no laborados.
En ningún caso la medida disciplinaria a apli-
carse a los huelguistas podrá ser
el despido.

DÉCIMO TERCERO. Solución al caso con-

creto

De autos consta que el actor empezó a labo-
rar el diez de setiembre de mil novecientos 
setenta y cinco y a la fecha de la demanda 
mantenía vínculo vigente laboral en el cargo 
de Operador de Mantenimiento de Infraes-
tructura, lo que se corrobora con la boleta de 
pago que corre en fojas seis y demás medios 
probatorios que corren en autos.

DÉCIMO CUARTO. Mediante Carta de fe-
cha veinte de julio de dos mil dieciséis, que 
corre en fojas siete, la parte empleadora le 
impuso al actor la sanción de suspensión sin 
goce de haber por el día veintiocho de julio 
de dos mil dieciséis, por haber paralizado in-
tempestivamente sus labores del ocho al nue-
ve de abril de dos mil dieciséis, a pesar que 
dicha paralización era ilegal conforme al pro-
cedimiento administrativo que se describe en 
el considerando siguiente.

DÉCIMO QUINTO. Procedimiento Admi-
nistrativo
a) Mediante Auto Directoral N° 006-2016-
GRA/GRTPE-DPSC de fecha cinco de abril 
de dos mil dieciséis, que corre en fojas treinta 
y cinco, aclarado y corregido mediante Auto 
Directoral N° 007-2016-GRA/ GRTPE-DPSC 
que corre en fojas treinta y seis, la Dirección 
de Prevención y Solución de Conflictos de la 
Gerencia Regional de Trabajo y Promoción 
del Empleo declaró improcedente la comuni-
cación del plazo de huelga presentada por el 
Sindicato Cerro Verde, debiendo precisarse 
que la referida organización sindical había co-
municado a la demandada mediante escrito 
recepcionado con fecha treinta y uno de mar-
zo de dos mil dieciséis, que iba a iniciar una 
medida de fuerza los días ocho y nueve de 
abril de dos mil dieciséis.

b) Mediante Resolución Gerencial Regional 
N° 053-2016-GRA-GRTPE de fecha seis de 
mayo de dos mil dieciséis, que corre en fojas 
treinta y siete, la Gerencia Regional de Traba-
jo y Promoción del Empleo confirmó el Auto 
Directoral N° 006-2016-GRA/GRTPE-DPSC 
en todos sus extremos, es decir, ratificó la im-
procedencia de la comunicación de huelga 
presentada por el Sindicato Cerro Verde.

c) Por Resolución Directoral General N° 086-
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2016-MTPE/2/14 de fecha nueve de junio de 
dos mil dieciséis, que corre de fojas cuarenta y 
cuatro a cincuenta y uno, la Dirección General 
de Trabajo del Ministerio de Trabajo y Promo-
ción del Empleo declaró infundado el recurso 
de revisión interpuesto por el Sindicato Cerro 
Verde contra la Resolución Gerencial Regional 
N° 053-2016-GRA-GRTPE y, por tanto, impro-
cedente la comunicación de huelga indefinida 
cursada por el mencionado Sindicato, dando 
por agotada la vía administrativa.

DÉCIMO SEXTO. De las citadas resoluciones 
consta que la huelga realizada por el Sindicato 
Cerro Verde los días ocho y nueve de abril de 
dos mil dieciséis fue ilegal, pues, se materializó 
pese haber sido declarada improcedente por 
la Autoridad Administrativa de Trabajo, con-
forme a la causal prevista en el artículo
84° del TUOLRCT .

DÉCIMO SÉTIMO. Potestad sancionadora 
del empleador

Que, habiendo paralizado ilegalmente sus 
labores el trabajador, era posible que su em-
pleador le aplicase una sanción, tal como lo 
hizo mediante Carta de fecha veinte de julio 
de dos mil dieciséis, que corre en fojas siete, 
con la cual le impuso la medida disciplinaria 
de suspensión sin goce de haber por un (1) 
día, teniendo respaldo esta decisión en las re-
soluciones administrativas ya citadas donde 
se declaró improcedente la comunicación de 
huelga cursada por el Sindicato Cerro Verde, 
huelga que devino en ilegal.

DÉCIMO OCTAVO. La huelga realizada los 
días ocho y nueve de abril de dos mil dieciséis 
devino en ilegal, no siendo aplicables los efec-
tos que contiene el artículo 77° del Decreto Su-
premo N° 010-2003-TR; en consecuencia, los 
trabajadores que no prestaron servicios dichos 
días eran pasibles de aplicación de medidas 
disciplinarias y no tenían derecho a percibir 
remuneración alguna, pues, no prestaron tra-
bajo efectivo durante los días de paralización 
de labores; por estas consideraciones la causal 
denunciada deviene en fundada.

Por estas consideraciones la Segunda Sala de 
Derecho Constitucional y Social Transitoria de 
la Corte Suprema de Justicia de la República:

HA RESUELTO:

1. Declarar FUNDADO el recurso de casación 
interpuesto por la demandada, Sociedad Mi-
nera Cerro Verde S.A.A., mediante escrito de 
fecha tres de noviembre de dos mil diecisiete, 
que corre de fojas ciento noventa y cuatro a 
doscientos once.

2. CASAR la Sentencia de Vista de fecha die-
cinueve de octubre de dos mil diecisiete, que 
corre de fojas ciento cuarenta y cinco a ciento 
setenta y tres; y actuando en sede de instancia 
CONFIRMAR la Sentencia apelada de fecha 
veintiocho de junio de dos mil diecisiete, que 
corre de fojas ciento siete a ciento quince, que 
declaró infundada la demanda.

3.DECLARAR que el criterio establecido por 
esta Sala Suprema en el Décimo Segundo con-
siderando de la presente resolución constituye 
Doctrina Jurisprudencial conforme al artículo 
22° del Texto Único Ordenado de la Ley Orgá-
nica del Poder Judicial.

4. DISPUSIERON la publicación del texto de 
la presente resolución en el Diario Oficial “El 
Peruano” conforme al artículo 41° de la Ley 
N° 29497, Nueva Ley Procesal del Trabajo.

5. NOTIFICAR la presente Sentencia a la 
parte demandante, Zenón Mujica Chuquitapa, 
y a la parte demandada, Sociedad Minera Ce-
rro Verde S.A.A., sobre impugnación de san-
ción disciplinaria y otro, y los devolvieron.

S.S.
ARÉVALO VELA
UBILLUS FORTINI
YAYA ZUMAETA
MALCA GUAYLUPO
ATO ALVARADO
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HECHO DERECHO CONCLUSIÓN

Mediante Carta de fecha 
veinte de julio de dos mil 
dieciséis, que corre en fojas 
siete, la parte empleadora 
le impuso al actor la san-
ción de suspensión sin goce 
de haber por el día veintio-
cho de julio de dos mil die-
ciséis, por haber paralizado 
intempestivamente sus la-
bores del ocho al nueve de 
abril de dos mil dieciséis, 
a pesar que dicha parali-
zación era ilegal conforme 
al procedimiento adminis-
trativo que se describe en 
el considerando siguiente.

-Artículo 84° del De-
creto Supremo N° 010-
2003-TR, Texto Único 
Ordenado de la Ley de Rela-
ciones Colectivas de Trabajo

La huelga realizada los días 
ocho y nueve de abril de dos 
mil dieciséis devino en ilegal, 
no siendo aplicables los efec-
tos que contiene el artículo 77° 
del Decreto Supremo N° 010-
2003-TR; en consecuencia, los 
trabajadores que no prestaron 
servicios dichos días eran pa-
sibles de aplicación de medi-
das disciplinarias y no tenían 
derecho a percibir remunera-
ción alguna, pues, no presta-
ron trabajo efectivo durante los 
días de paralización de labores.

    ORDEN LÓGICO DE LA SENTENCIA
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“
Si bien la actora fue despedida cuando ya no se encontraba embarazada, debido a la 
pérdida que tuvo; también lo es, que el motivo del despido se debió a que la actora no 
adjuntó la supuesta información idónea que acreditaba la condición y fin del embarazo, 
pese a que, como bien se ha señalado en los considerandos precedentes, existen docu-
mentos que fueron recepcionados y no negados por la demandada, motivo por el cual se 

encuentra acreditada la causal de nulidad de despido contemplado en el literal e) del artículo 
29° del Decreto Supremo N° 003-97-TR; en consecuencia, la causal invocada no ha sido infrac-
cionada por interpretación errónea, por lo que deviene en infundada.” (F. 8)

 VISTA; la causa número quince mil doscien-
tos dieciséis, guion dos mil dieciocho, guion 
LIMA en audiencia pública de la fecha; y lue-
go de efectuada la votación con arreglo a ley, 
se emite la siguiente sentencia:

MATERIA DEL RECURSO:

Se trata del recurso de casación interpuesto 
por la parte demandada, Colliers Inversiones 
del Perú S.A.C., mediante escrito presentado 
el ocho de mayo de dos mil dieciocho, que 
corre en fojas trescientos cincuenta y siete a 
trescientos setenta y nueve, contra la Senten-
cia de Vista de fecha dieciséis de abril de dos 
mil dieciocho, que corre en fojas trescientos 
treinta y dos a trescientos cincuenta y dos, 
que revocó la sentencia apelada de fecha die-
cisiete de junio de dos mil dieciséis, que corre 
en fojas doscientos sesenta y seis a doscien-
tos ochenta y uno, que declaró infundada la 
demanda; y reformándola declara fundada la 
demanda; en el proceso seguido por la de-
mandante, Vanessa Lizeth Romero Castañe-
da, sobre nulidad de despido y otro.

CAUSALES DEL RECURSO:

El recurso de casación interpuesto por la de-
mandada, se declaró procedente mediante 
Resolución de fecha veintitrés de octubre de 
dos mil dieciocho, que corre en fojas noventa 
y ocho a ciento dos del cuaderno de casación, 
por las siguientes causales: i) infracción nor-
mativa por interpretación errónea del literal 
e) del artículo 29° del Texto Único Ordenado 
del Decreto Legislativo N° 728, Ley de Pro-
ductividad y Competitividad Labor al, apro-
bado por Decreto Supremo N° 003-97-TR, y 
ii) inaplicación del artículo 37° del Texto Úni-
co Ordenado del Decreto Legislativo N° 728, 
Ley de Productividad y Competitividad Labo-
ral, aprobado por Decreto Supremo N° 003-
97-TR ; correspondiendo a esta Sala Suprema 
emitir pronunciamiento al respecto.

CONSIDERANDO:

PRIMERO: Antecedentes del caso:

a) Pretensión: Conforme se aprecia de la de-
manda, que corre en fojas noventa y siete a 
ciento ocho, subsanada en fojas ciento cua-
renta y ocho a ciento cincuenta y dos, la ac-
tora solicita como pretensión principal la nuli-
dad de despido, por la causal tipificada en el 

EL DESPIDO QUE TENGA POR MOTIVO LA CONDI-
CIÓN DE EMBARAZO, ASÍ LA MADRE PIERDA AL 

HIJO, CONSTITUYE DESPIDO NULO

RAZÓN DE LA DECISIÓN

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA
SEGUNDA SALA CONSTITUCIONAL Y SOCIAL
CASACIÓN LABORAL Nº 15216-2018 LIMA
MATERIA: NULIDAD DE DESPIDO Y OTRO

07
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inciso e) del artículo 29° del Texto Único Or-
denado del Decreto Legislativo N° 728, Ley 
de Productividad y Competitividad Laboral, 
aprobado por Decreto Supremo N° 003-97-
TR; en consecuencia, se ordene su reposición, 
más el pago de remuneraciones devengadas; 
y, como pretensión subordinada, la reposición 
por haber sido objeto de despido incausado; 
más el pago de una indemnización y pago de 
intereses legales.

b) Sentencia de primera instancia: La Juez 
del Primer Juzgado Especializado de Trabajo 
Permanente de la Corte Superior de Justicia 
de Lima, mediante Sentencia de fecha dieci-
siete de junio de dos mil dieciséis, que corre 
en fojas doscientos sesenta y seis a doscientos 
ochenta y uno declaró infundada la demanda. 
Señaló que en la Audiencia de Juzgamiento, 
la actora indica que el cinco de diciembre 
de dos mil catorce comunicó a la empresa 
sobre el estado de su embarazo, por lo que 
encontrándose en uso de licencia por motivo 
de salud, le comunica a la empresa mediante 
correo electrónico (siete de enero de dos mil 
quince), que tuvo la pérdida del bebé el día 
treinta y uno de diciembre de dos mil catorce; 
ante lo ocurrido la parte demandada le remi-
tió a la actora, el cinco de febrero de dos mil 
quince, la carta de preaviso de despido, para 
que presente la documentación pertinente so-
bre el estado de gravidez, hecho que no fue 
cumplido en su totalidad por lo que la par-
te emplazada procede a despedirla. De otro 
lado, el Juzgador indicó que el abogado de la 
parte actora alega que se cumpliría
el supuesto del despido por embarazo cuando 
el cese se origina luego de los noventa (90) 
días posteriores al parto; sin embargo, este su-
puesto no fue pretendido en la demanda, de-
clarando infundado la nulidad de despido por 
embarazo, por cuanto al habérsele cursado en 
reiteradas ocasiones que la actora presente 
los documentos, informes médicos y toda la 
documentación que avalen las licencias, y al 
no haber efectuado lo solicitado por le empre-
sa, existe falta grave, máxime si la actora no 
tuvo al
bebe en un parto, sino lo que ocurrió fue una 
pérdida del bebé.

c) Sentencia de segunda instancia: El Cole-
giado de la Octava Sala Laboral Permanente 
de la misma Corte Superior de Justicia, me-

diante Sentencia de Vista de fecha dieciséis 
de abril de dos mil dieciocho, que corre en 
fojas trescientos treinta y dos a trescientos cin-
cuenta y dos, revocó la sentencia apelada que 
declaró infundada la demanda; reformando 
declaró fundada la demanda, ordenando la 
reposición de la actora, el pago de las remu-
neraciones dejadas de percibir, entre otros. 
Señaló que de la revisión de los actuados, la 
demandante si cumplió con presentar la do-
cumentación
necesaria, sobre su estadio de gravidez y, a 
su vez, comunicó la pérdida del bebé, por lo 
que efectuando una valoración conjunta de 
todos los medios probatorios, los mismos que 
no han sido materia de cuestiones probato-
rias, se acredita que la empresa demandada 
si tenía conocimiento del embarazo de la ac-
tora, no advirtiéndose el quebrantamiento de 
la buena fe laboral; asimismo, señaló que el 
Juzgado no toma en cuenta que los actos del 
empleador respecto al despido han sido casi 
inmediatos a la comunicación expresa de la 
demandante respecto de la pérdida del bebé.

SEGUNDO: Infracción normativa 

La infracción normativa podemos concep-
tualizarla como la afectación a las normas 
jurídicas en que incurre el Colegiado Supe-
rior al emitir una resolución, originando con 
ello que la parte que se considere afectada 
por la misma, pueda interponer el respectivo 
recurso de casación. Respecto de los alcances 
del concepto de infracción normativa quedan 
comprendidas en la misma, las causales que 
anteriormente contemplaba el artículo 56° de 
la Ley N° 26636, Ley Procesal del Trabajo, 
modificado por el artículo 1° de la Ley Nº 
27021, relativas a la interpretación errónea, 
aplicación indebida e inaplicación de normas 
de derecho material, incluyendo otro tipo de 
normas como son las de carácter adjetivo.

TERCERO: Respecto de la causal declarada 
procedente, infracción normativa por inter-
pretación errónea del literal e) del artículo 29° 
del Texto Único Ordenado del Decreto Legis-
lativo N° 728, Ley de Productividad y Com-
petitividad Laboral, aprobado por Decreto 
Supremo N° 003-97-TR, dicho dispositivo le-
gal, prescribe:

“El embarazo, el nacimiento y sus consecuen-
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cias o la lactancia, si el despido se produce en 
cualquier momento del periodo de gestación 
o dentro de los 90 (noventa) días posteriores 
al nacimiento. Se presume que el despido tie-
ne por motivo el embarazo, el nacimiento y 
sus consecuencias o la lactancia, si el emplea-
dor no acredita en estos casos la existencia 
de causa justa para despedir. Lo dispuesto en 
el presente inciso es aplicable siempre que el 
empleador hubiere sido notificado documen-
talmente del embarazo en forma previa al des-
pido y no enerva la facultad del empleador de 
despedir por causa justa”.

CUARTO: Delimitación del objeto de 
pronunciamiento

Conforme se verifica del recurso de casación 
y lo actuado por las instancias de mérito, el 
tema en controversia está relacionado a de-
terminar si la demandante ha sido víctima 
de despido nulo por motivo de embarazo, de 
conformidad con lo previsto en el inciso e) 
del artículo 29° del Texto Único Ordenado del 
Decreto Legislativo N° 728, Ley de Produc-
tividad y Competitividad Laboral, aprobado 
por el Decreto Supremo N° 003-97 TR.

QUINTO: Respecto a la nulidad de des-
pido

5.1. Cabe precisar, para efectos de establecer 
si el despido es nulo por las causales contem-
pladas en el artículo 29º del Decreto Supre-
mo acotado, se debe determinar la existencia 
de nexo causal entre los hechos relatados y la 
reacción imputada como represalia en la de-
manda, estableciendo en el artículo 37º de la 
Ley de Productividad y Competitividad Labo-
ral que la prueba del motivo alegado “no se 
deduce ni se presume”, por tanto cuando se 
afirme un hecho violatorio como presupuesto 
para demandar la nulidad de despido, aquel 
debe ser probado con los medios probatorios 
que acrediten el motivo alegado; sin embar-
go, hay que tener presente que en el caso del 
despido nulo o lesivo de derechos constitucio-
nales existe extrema dificultad para la proban-
za; en ese sentido, Elmer Arce Ortiz estima: 
“la naturaleza virtualmente indemostrable del 

1 En “La Nulidad del Despido Lesivo de los Derechos Constitucionales”, Lima 1999, Fondo Edito-
rial de la Pontificia
Universidad Católica del Perú, página 262.

motivo alegado en la demanda de nulidad de 
despido por ser a menudo subjetivo, viene 
a convertirse necesariamente en un elemen-
to interpretativo que ha de modular a favor 
del trabajador las normas concernientes a la 
práctica de la prueba ”[1].

5.2. Estando a lo señalado y teniendo presen-
te que la cuestión que se plantea en el presen-
te proceso, consiste en determinar la existen-
cia de un despido discriminatorio motivado 
por el embarazo de la recurrente, y en el cual 
el Juzgado de primera instancia ha declarado 
infundada la demanda, revocada por el Co-
legiado Superior, que la reformó declarándo-
la fundada; en consecuencia nulo el despido 
por la causal establecida en el literal e) del 
artículo 29° del Decreto Supremo N° 003-97-
TR, corresponde efectuar el análisis corres-
pondiente, a fin de determinar si la actora fue 
o no víctima de despido nulo por motivo de 
embarazo.

5.3. En ese sentido, es de precisar que en el 
expediente N° 5652-2007-AA/TC, el Tribunal 
Constitucional señala: “(…) 10. La discrimi-
nación por razón de sexo comprende aquellos 
tratamientos peyorativos que se fundan no 
sólo en la pura y simple constatación del sexo 
de la víctima, sino también en la concurrencia 
de razones o circunstancias que tengan con 
el sexo de la persona una conexión directa 
e inequívoca. Tal sucede con el embarazo, 
elemento o factor diferencial que, por razo-
nes obvias, incide de forma exclusiva sobre 
las mujeres. Las decisiones extintivas basadas 
en el embarazo, al afectar exclusivamente a la 
mujer, constituye, indudablemente, una dis-
criminación por razón de sexo proscrita por el 
inciso 2) del Art. 2 de la Constitución Política. 
11. La protección de la mujer no se limita a 
la de su condición biológica durante el em-
barazo y después de éste, ni a las relaciones 
entre la madre y el hijo durante el período 
que sigue al embarazo y al parto, sino tam-
bién se extiende al ámbito estricto del desa-
rrollo y a las vicisitudes de la relación laboral, 
razón por la cual condiciona las potestades 
organizativas y disciplinarias del empleador. 
Por ello, el Art. 23 de la Constitución Políti-
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ca prescribe que el Estado protege especial-
mente a la madre que trabaja. 12. Por ello, 
el despido de una trabajadora por razón de 
su embarazo constituye una discriminación 
directa basada en el sexo, como también lo 
es la negativa a contratar a una mujer em-
barazada, o cuando una trabajadora percibe 
una remuneración inferior al de un trabajador 
por un mismo trabajo. Son manifestaciones 
de discriminación directa porque excluyen la 
posibilidad de justificar, objetivamente, la ra-
zonabilidad y proporcionalidad de la medida. 
13. En este sentido, el apartado d), del Art. 5 
del Convenio 158 prescribe que el embarazo 
no constituirá causa justificada para la termi-
nación de la relación de trabajo. De otra par-
te, según el Art. 4.1 de la Recomendación 95, 
el período durante el cual será ilegal para el 
empleador despedir a una mujer debe comen-
zar a contarse a partir del día en que le haya 
sido notificado el embarazo por medio de un 
certificado médico. 14. Asimismo debe tener-
se presente que el Art. 11.1.2 de la CEDM es-
tablece que la mujer debe estar protegida en 
el trabajo frente a la discriminación basada en 
la maternidad. De ahí que el Estado perua-
no haya asumido las obligaciones de prohibir 
a los empleadores utilizar el embarazo como 
criterio para la contratación o el despido de 
empleadas, y de adoptar
todas las medidas necesarias para permitir 
que los padres combinen las obligaciones para 
con la familia con las responsabilidades del 
trabajo, concediéndoles prestaciones como la 
licencia de maternidad remunerada, subsidios 
para el cuidado de los hijos y una protección 
especial de la salud durante el embarazo. 15. 
Por lo tanto, sobre la base del derecho a la 
igualdad de oportunidades y de trato para las 
trabajadoras, puede concluirse que la mujer 
embarazada está protegida contra todo des-
pido por razón de su condición durante el pe-
ríodo de embarazo. Es más, el inciso e) del 
Art. 29 del Decreto Supremo N° 003-97-TR 
prescribe que el despido se considera nulo si 
se produce en cualquier momento del perío-
do de gestación o dentro de los noventa días 
posteriores al parto, siempre que el emplea-
dor hubiere sido notificado documentalmente 
del embarazo en forma previa al despido. 16. 
De otra parte, conviene señalar que cuando 
se sostenga que se es objeto de una conducta 
discriminatoria, debe acreditarse la existencia 
de indicios que generen una razonable sos-

pecha, apariencia o presunción en favor de 
semejante alegato, para lo cual se requiere, 
por lo menos, la prueba indiciaria”.

5.4. Por otro lado, mediante la Casación La-
boral N° 156 90-2015-LIMA NORTE, de fe-
cha trece de mayo de dos mil dieciséis, se se-
ñaló: “Décimo Cuarto: Para los efectos debe 
tenerse en cuenta que la demandada Anypsa 
Perú S.A. tomó conocimiento del estado de 
embarazo de la demandante antes de que se 
produzca el despido, tal como se acredita con 
la cita médica que corre en fojas treinta, en la 
que se aprecia que el día dos de setiembre de 
dos mil ocho la demandante tenía que asis-

NORMA JURÍDICA APLICA-
BLE:

Literal e) del artículo 29° del Texto 
Único Ordenado del Decreto Le-
gislativo N° 728, Ley de Produc-
tividad y Competitividad Laboral, 
aprobado por Decreto Supremo N° 
003-97-TR, dicho dispositivo legal, 
prescribe: “El embarazo, el naci-
miento y sus consecuencias o la 
lactancia, si el despido se produce 
en cualquier momento del perio-
do de gestación o dentro de los 90 
(noventa) días posteriores al naci-
miento. Se presume que el despi-
do tiene por motivo el embarazo, 
el nacimiento y sus consecuencias 
o la lactancia, si el empleador no 
acredita en estos casos la existen-
cia de causa justa para despedir. 
Lo dispuesto en el presente inciso 
es aplicable siempre que el em-
pleador hubiere sido notificado 
documentalmente del embarazo 
en forma previa al despido y no 
enerva la facultad del emplea-
dor de despedir por causa justa”.
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tir por la tarde al departamento de obstetricia 
(…) para la atención correspondiente, habién-
dosele concedido el permiso correspondiente 
(…) se determina que se ha producido la nuli-
dad de despido alegada (…)”.

SEXTO: Solución al caso en concreto

6.1. Del escrito de demanda se advierte que 
la demandante señala haber comunicado a la 
parte demandada sobre su estado de gesta-
ción, como es de verse de la carta de fecha 
veintiuno de enero de dos mil quince, que co-
rre en fojas once a catorce mediante el cual 
el Gerente General de la demandada le co-
munica a la actora lo siguiente: “En cuanto a 
su embarazo, en la referida carta al menciona-
mos que con fecha 5 de diciembre de 2014, 
recién tomamos conocimiento, y ello a raíz de 
que usted nos comunicó verbalmente, y le pre-
cisamos que nuestra representada no ha teni-
do ninguna actitud negativa y contraria que 
pueda perjudicar su salud y la del concebido”.

6.2. Asimismo, la demandante señala que so-
licitó dos (02) días de licencia por motivo de 
salud respecto de su embarazo, por lo que la 
demandada mediante la carta de fecha veinti-
trés de diciembre de dos mil catorce, “otorgó 
una licencia con goce de haber a la actora por 
el periodo del veintitrés de diciembre de dos 
mil catorce al dieciséis de enero de dos mil 
quince”.

6.3. Del correo electrónico de fecha seis de 
enero de dos mil quince, que corre en fojas 
ciento ochenta, se advierte que la demandan-
te aun encontrándose de licencia con goce de 
haber, le comunica a la Jefa de Control de Re-
cursos Humanos de la demandada lo siguien-
te: “El presente es para comunicarle que tuve 
pérdida de mi gestación el 30.12.2014 (….)”.

6.5. Mediante carta de preaviso de despido, 
de fecha cinco de febrero de dos mil quince, 
que corre en fojas veintiuno a veinticinco, la 
demandada solicita a la actora, que le envíe 
el certificado de atención médica y demás do-
cumentos de sustento de la pérdida del bebé 
para registrarlo en el sistema, señalando, ade-
más, que la documentación enviada por co-
rreo electrónico es insuficiente.

6.6. La demandante mediante su carta de des-

cargos, de fecha diez de febrero de dos mil 
quince, que corre en fojas veintiséis a veinti-
nueve, le comunica que cumplió con adjuntar 
en sus correos electrónicos la documentación 
pertinente; asimismo, cumple con entregar el 
informe médico, descanso médico, informe de 
ecografía, entre otros documentos.

6.7. Finalmente, la demandada mediante car-
ta de fecha doce de febrero de dos mil quince, 
que corre en fojas treinta a cuarenta y dos, 
procede a despedir a la actora, señalando lo 
siguiente: “no vamos a desconocer que si nos 
ha entregado cierta información (…) no nos 
ha entregado el certificado de incapacidad 
temporal para el trabajo (…) del tratamiento 
que usted viene siguiendo y que nuestra repre-
sentada de buena fe le otorgó la licencia (…) 
todos estos hechos no han sido acreditados 
idóneamente (…) en consecuencia, (…) gozar 
de una licencia que no le corresponde es una 
clara intención de beneficiarse indebidamente 
(…) hemos concluido que los hechos invoca-
dos por usted son inexistentes (…)”.

SÉTIMO: De los hechos expuestos, y de los 
medios probatorios presentados por las par-
tes, se encuentra acreditado que la demanda-
da tomó conocimiento desde el cinco de di-
ciembre de dos mil catorce, que la actora tenía 
seis (06) semanas de embarazo y que si bien la 
actora se encontraba con licencia con goce de 
haber, comunicó a la demandada, mediante el 
correo de fecha seis de enero de dos mil quin-
ce, que corre a fojas ciento ochenta, respecto 
a la pérdida de su bebé el día treinta de di-
ciembre de dos mil catorce. Aunado a lo seña-
lado, es de verse la copia de la historia clínica 
a fojas ciento diecinueve, que la actora tenía 
semanas de gestación; del informe de fecha 
dieciocho de diciembre de dos mi catorce, a 
fojas ciento veintiuno, es de verse que la acto-
ra ingresa por emergencia a la clínica al tener 
un dolor abdominal y pélvico; a fojas ciento 
veintidós obra el informe de la ecografía de 
fecha veinte de diciembre de dos mil catorce, 
donde se confirma el embarazo de seis sema-
nas; el informe de la ecografía obstétrica, de 
fecha treinta de diciembre de dos mil catorce, 
en fojas ciento veintitrés, donde se concluye 
una gestación no evolutiva; pagos por interna-
miento médico en la Clínica el Golf por inter-
vención operatoria del treinta al treinta y uno 
de diciembre de dos mil catorce y la copia del 
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descanso medico de fecha treinta de diciem-
bre de dos mil catorce, en fojas ciento vein-
ticinco por una intervención post operatoria 
de legrado; documentos que han sido presen-
tados a la demandada, conforme se observa 
del sello de recepción entre el veintisiete de 
enero y el cinco de febrero de dos mil quince.

OCTAVO: Por lo expuesto, la demandante 
comunicó a la empresa la pérdida del bebe 
el seis de enero de dos mil quince y la parte 
demandada le cursa la carta de preaviso de 
despido el cinco de febrero de dos mil quince, 
para luego proceder a despedirla formalmen-
te el doce de febrero de dos mil quince, exis-
tiendo casi un mes de diferencia, pese a que 
la demandada ya tenía conocimiento del de-
licado estado de salud que atravesaba la ac-
tora, por cuanto esta ya le venía informando 
a través de diversos documentos como así la 
propia demandada lo reconoce en su carta de 
preaviso de despido, documentación aquella, 
que no pueden considerarse como pretende 
la demandada, como no idónea o insuficien-
te, más aún si indica en su carta de despido, 
que la actora se benefició indebidamente con 
las licencias otorgadas para concluir final-
mente con señalar que los hechos invocados 
por la actora son inexistentes. Por las razones 
antes expuestas, si bien la actora fue despe-
dida cuando ya no se encontraba embaraza-
da, debido a la pérdida que tuvo; también lo 
es, que el motivo del despido se debió a que 
la actora no adjuntó la supuesta información 
idónea que acreditaba la condición y fin del 
embarazo, pese a que, como bien se ha seña-
lado en los considerandos precedentes, exis-
ten documentos que fueron recepcionados y 
no negados por la demandada, motivo por el 
cual se encuentra acreditada la causal de nu-
lidad de despido contemplado en el literal e) 
del artículo 29° del Decreto Supremo N° 003-
97-T R; en consecuencia, la causal invocada 
no ha sido infraccionada por interpretación 
errónea, por lo que deviene en infundada.

NOVENO: Corresponde pasar al análisis de 
la causal declarada procedente: Inaplicación 

2 GARCÍA ALONSO, citado por BLANCAS BUSTAMANTE, Carlos. “El despido en el derecho 
laboral peruano”. 3 ed. Lima: Editorial Jurista Editores, p. 66.

3   PLÁ RODIGUEZ, citado por ibíd. pp. 66.

del artículo 37° del Texto Único Ordenado del 
Decreto Legislativo N° 728, Ley de Produc-
tividad y Competitividad Laboral, aprobado 
por Decreto Supremo N° 003-97-TR, corres-
ponde citar el contenido de la misma:

“Artículo 37.- Ni el despido ni el motivo ale-
gado se deducen o presumen, quien los acusa 
debe probarlos”.
 
DÉCIMO: Estando a la causal citada, referi-
do a quien acusa el despido y el motivo debe 
probarlo, corresponde precisar dos conceptos 
que tienen relación con la causal declarada 
procedente: 

Sobre el despido 

Es pertinente indicar que el despido es la 
extinción de la relación de trabajo, fundada 
exclusivamente en la voluntad unilateral del 
empleador, la cual debe estar sustentada en 
una causa justa. 

Alonso García define el despido como:

“El acto unilateral de la voluntad del empre-
sario por virtud del cual éste decide poner fin 
a la relación de trabajo” [2].

 Por su parte, Pla Rodríguez señala:

“El despido es un acto unilateral por el cual el 
empleador pone fin al contrato de trabajo”[3] .

Sobre la valoración de la prueba

El artículo 197° del Código Procesal Civil, 
establece: “Todos los medios probatorios son 
valorados por el Juez en forma conjunta, uti-
lizando su apreciación razonada. Sin embar-
go, en la resolución sólo serán expresadas las 
valoraciones esenciales y determinantes que 
sustentan su decisión”.

DÉCIMO PRIMERO: Estando a los concep-
tos citados, es de indicar que la parte deman-
dada señala la inaplicación del artículo 37° 
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del Decreto Supremo N° 003- 97-TR, susten-
tando en su recurso que no se probado la exis-
tencia del despido por motivo de embarazo, ni 
que la actora haya sido despedida durante su 
embarazo, por lo que cabe efectuar el análisis 
correspondiente.

DÉCIMO SEGUNDO: Solución al caso 
en concreto

Como bien se ha señalado en los consideran-
dos precedentes, el despido no se presume ni 
se deduce, quien acusa el despido debe pro-
barlo; en ese sentido, la demandante ha inter-
puesto su demanda sobre nulidad de despido 
por motivo  de embarazo, condición que ha 
sido acreditado con los medios probatorios se-
ñalados en el sétimo considerando de la pre-
sente ejecutoria, entre ellos, la historia clínica 
que corre a fojas ciento diecinueve con la cual 
se acredita que la actora tenía entre cuatro a 
seis semanas de gestación; el informe de fecha 
dieciocho de diciembre de dos mil catorce, que 
corre a fojas ciento veintiuno que evidencia 
que la actora ingresa por emergencia a la clí-
nica al padecer de un dolor abdominal y pél-
vico; el informe de la ecografía obstétrica, de 
fecha treinta de diciembre de dos mil catorce, 
que corre en fojas cinto veintitrés, cuyo diag-
nóstico es que la actora tiene una gestación no 
evolutiva; pagos por internamiento médico en 
la Clínica el Golf por intervención operatoria 
del día treinta al treinta y uno de diciembre 
de dos mil catorce; y, la copia del descanso 
medico de fecha treinta de diciembre de dos 
catorce que corre a fojas ciento veinticinco por 
motivo de una intervención post operatoria de 
legrado. Documentos que han sido recepcio-
nados por la demandada y reconocidos en su 
escrito de contestación.

De los medios probatorios citados, es de in-
dicar que el Colegido superior ha efectuado 
una valoración conjunta y razonada de todas 
las pruebas, lo que ha llevado a la convicción 
que se encuentra acreditado que el despido de 
la actora fue por su condición de embarazo, 
tal como se ha señalado en los considerados 
precedentes. Siendo así, se concluye que el 
Colegiado Superior no ha infraccionado por 
inaplicación el artículo 37° del Texto Único 
Ordenado del Decreto Legislativo N° 728, Ley 
de Productividad y Competitividad Laboral, 
aprobado por Decreto Supremo N° 003-97-

TR, deviniendo la causal citada en infundada.

Por estas consideraciones:

DECISIÓN

Declararon INFUNDADO el recurso de ca-
sación interpuesto por la parte demandada, 
Colliers Inversiones del Perú S.A.C., median-
te escrito presentado el ocho de mayo de dos 
mil dieciocho, que corre en fojas trescientos 
cincuenta y siete a trescientos setenta y nue-
ve; NO CASARON la Sentencia de Vista de 
fecha dieciséis de abril de dos mil dieciocho, 
que corre en fojas trescientos treinta y dos a 
trescientos cincuenta y dos; ORDENARON 
la publicación de la presente resolución en el 
Diario Oficial “El Peruano” conforme a ley; en 
el proceso ordinario laboral seguido por la de-
mandante, Vanessa Lizeth Romero Castañeda; 
sobre nulidad de despido y otros; intervinien-
do como ponente el señor juez supremo Malca 
Guaylupo; y los devolvieron.

S.S.
ARÉVALO VELA
VERA LAZO
YAYA ZUMAETA
MALCA GUAYLUPO
ATO ALVARADO
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HECHO DERECHO CONCLUSIÓN

La demandante comu-
nicó a la empresa la pér-
dida del bebé el seis de 
enero de dos mil quince 
y la parte demandada 
le cursa la carta de pre-
aviso de despido el cin-
co de febrero de dos mil 
quince, para luego pro-
ceder a despedirla for-
malmente el doce de fe-
brero de dos mil quince.

Literal e) del artícu-
lo 29° del Decreto Su-
premo N° 003-97-TR.

El despido de la actora fue 
por su condición de emba-
razo. Siendo así, se conclu-
ye que el Colegiado Supe-
rior no ha infraccionado por 
inaplicación el artículo 37° 
del Texto Único Ordenado 
del Decreto Legislativo N° 
728, Ley de Productividad 
y Competitividad Laboral,
aprobado por Decre-
to Supremo N° 003-97-
TR, deviniendo la cau-
sal citada en infundada.

    ORDEN LÓGICO DE LA SENTENCIA
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“
La demandante vino percibiendo como remuneración básica un monto correspondiente 
a la categoría 229 de acuerdo a las Escalas Salariales vigente; sin embargo, conforme se 
expuso líneas arriba y se aprecia de las boletas de pago en distintos períodos el emplea-
dor, en uso de su poder de dirección, designó a la demandante en diversos cargos de 
confianza (gerente del Departamento de Marketing, gerente del Departamento de Logís-

tica y gerente del Departamento de Recursos Humanos), lo que de ninguna manera implica que 
una vez culminada su designación mantenga el derecho a conservar la retribución percibida, 
pues, se debe tener en cuenta que al ser un cargo de confianza, por la mayor responsabilidad 
en las funciones desempeñadas implica un monto remunerativo superior, no teniendo la misma 
calidad el cargo que desempeña actualmente.” (F. 8)

VISTA, la causa número veintitrés mil sete-
cientos noventa y cinco, guion dos mil dieci-
siete, guion LIMA, en audiencia pública de la 
fecha, y producida la votación con arreglo a 
ley, se emite la siguiente sentencia.

MATERIA DEL RECURSO

Se trata del recurso de casación interpuesto 
por el abogado de la empresa demandada, 
Petróleos del Perú S.A. (Petroperú S.A.), me-
diante escrito presentado el once de octubre 
de dos mil diecisiete (fojas trescientos veinti-
siete a trescientos cuarenta y cinco), contra la 
Sentencia de Vista contenida en la resolución 
del veintiséis de setiembre de dos mil diecisie-
te (fojas trescientos doce a trescientos veintiu-
no), que confirmó la Sentencia emitida en pri-
mera instancia el catorce de julio de dos mil 
dieciséis (fojas doscientos cincuenta y cuatro 
a doscientos sesenta y seis) que declaró Fun-
dada la demanda, en el proceso ordinario la-
boral seguido por Eva Alicia Pezo Silva, sobre 
cese de actos de hostilidad.

CAUSAL DEL RECURSO

Por resolución del dieciocho de octubre de 
dos mil dieciocho (fojas ochenta y cinco a 
ochenta y ocho del cuaderno de casación), se 
declaró procedente el recurso interpuesto por 
las causales de:

a) Infracción normativa por Interpretación 
errónea del Artículo Único de la Ley N° 9463; 
y b) Infracción normativa por Interpretación 
errónea del inciso b) del artículo 30° del Texto 
Único Ordenado de la Ley de Productividad 
y Competitividad Laboral, aprobado por el 
Decreto Supremo N° 003- 97-TR. Correspon-
diendo a este Colegiado Supremo emitir pro-
nunciamiento de fondo sobre dichas causales.

CONSIDERANDO:

PRIMERO. Trámite del proceso

Previo a emitir pronunciamiento de fondo 
sobre las causales declaradas procedentes, 
este Colegiado Supremo considera pertinente 
efectuar unas precisiones fácticas respecto del 
proceso.

NO ES UN ACTO HOSTIL REDUCIR LA REMUNERA-
CIÓN DEL TRABAJADOR QUE ACTUALMENTE NO 

TIENE EL CARGO DE CONFIANZA

RAZÓN DE LA DECISIÓN

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA
SEGUNDA SALA CONSTITUCIONAL Y SOCIAL
CASACIÓN LABORAL N° 23795-2017 LIMA
MATERIA: CESE DE ACTOS DE HOSTILIDAD

08
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a) Demanda mediante escrito de demanda del 
doce de agosto de dos mil quince (fojas cien-
to cuatro a ciento veintinueve), la accionante 
solicita, como primera pretensión principal, se 
disponga el cese del acto de hostilidad labo-
ral del cual viene siendo objeto, consistente 
en la reducción inmotivada de su remune-
ración; asimismo, como segunda pretensión 
principal, requiere la restitución de su remu-
neración básica ascendente a dieciocho mil 
trescientos cuarenta y ocho con 14/100 So-
les (S/ 18 348.14), con retroactividad al mes 
de mayo de dos mil quince; además, como 
tercera pretensión principal, peticiona el re-
integro de las sumas de dinerarias dejadas de 
percibir por el monto de ciento setenta y cinco 
mil seiscientos sesenta y cuatro con 72/100 
Soles (S/ 175 664.72) al cual deberá adicio-
narse los reintegros de los beneficios laborales 
(gratificaciones, compensación por tiempo de 
servicios, vacaciones, utilidades, gratificación 
vacacional, bonificación por quinquenio, asig-
naciones extraordinarias y especiales y demás 
beneficios que se otorguen por negociación 
colectiva o acto unilateral del empleador). 

Finalmente, como pretensiones accesorias, 
solicita la liquidación de los intereses legales, 
el reconocimiento de los honorarios profe-
sionales y las costas del proceso. Al respecto 
manifiesta que a partir de junio de dos mil 
cinco hasta abril de dos mil siete ocupó el car-
go de gerente del Departamento de Marketing 
perteneciente al grupo ocupacional 229, con 
una remuneración de dieciocho mil trescien-
tos cuarenta y ocho con 14/100 Soles (S/ 18 
348.14); sin embargo, pese a no desempeñar 
dicho cargo y ser rotada en distintos puestos 
dentro de la Empresa emplazada continuó 
percibiendo dicha remuneración hasta abril 
de dos mil quince, fecha en la cual se le comu-
nicó la decisión de reducirle la remuneración 
teniendo en cuenta el cargo que mantiene en 
la actualidad (asesora de gestión administra-
tiva), sin tener en cuenta que de acuerdo con 
el numeral 10) del artículo 6.° del Reglamento 
Interno de Trabajo de la Empresa emplaza-
da, cuando se produzca una transferencia o 
permuta de un trabajador a diferentes pues-
tos de trabajo dentro de la Empresa, la remu-
neración no le será reducida. Por tal motivo, 
considera que la reducción unilateral de su 
remuneración constituye un acto de hostili-
dad contemplado en el literal b) del artículo 

30° del Decreto Supremo N° 003-97-TR, Text 
o Único Ordenado del Decreto Legislativo N.° 
728, Ley de Productivida d y Competitividad 
Laboral.

b) Pronunciamiento en primera instancia
La jueza del Sexto Juzgado Especializado de 
Trabajo de la Corte Superior de Justicia de 
Lima, mediante Sentencia del catorce de julio 
de dos mil dieciséis (fojas doscientos cincuen-
ta y cuatro a doscientos sesenta y seis), de-
claró Fundada la demanda, disponiendo que 
la demandada restituya el sueldo básico de la 
demandante en el grupo salarial 229; asimis-
mo, cumpla con el pago de ciento cincuenta 
y cuatro mil trescientos dos con 63/100 Soles 
(S/ 154 302.63) por reintegro de remunera-
ciones, así como gratificaciones, vacaciones, 
compensación por tiempo de servicios y boni-
ficaciones por convenio colectivo, por inciden-
cia de los reintegros reconocidos. Cumpla con 
depositar nueve mil ciento cuarenta y nueve 
con 20/100 Soles (S/ 9149.20) por compensa-
ción por tiempo de servicios del uno de mayo 
de dos mil quince al treinta y uno de julio de 
dos mil dieciséis con los intereses legales e im-
procedente el reintegro de utilidades; al con-
siderar que el término trasferir previsto en el 
numeral 10) del artículo 6.° del Reglamento 
Interno de Trabajo, respecto a un trabajador 
se presenta cuando es trasladado o cambiado 
a distinto cargo, como ha sucedido en el pre-
sente caso, por lo que dicha situación no pue-
de significar un perjuicio para el demandante, 
tanto más si de acuerdo con la norma citada, 
su remuneración no debió ser disminuida.

c) Pronunciamiento en segunda instancia
Por su parte, el Colegiado de la Sétima Sala 
Laboral Permanente de la referida Corte Su-
perior, a través de la Sentencia de Vista del 
veintiséis de setiembre de dos mil diecisiete 
(fojas trescientos doce a trescientos veintiu-
no), confirmó la Sentencia apelada que decla-
ró Fundada la demanda; sosteniendo básica-
mente que la demandada no ha probado los 
motivos razonables que justifiquen la rebaja 
de remuneración de la accionante ni menos 
que exista autorización de la trabajadora para 
dicha disminución; asimismo, las remunera-
ciones pagadas constituyen una ventaja pa-
trimonial de la accionante que se ha incor-
porado a su patrimonio, de tal manera, que 
con dichas remuneraciones ha establecido un 
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modo de vida y de su desarrollo familiar y 
personal; por lo que no puede considerarse 
como válida una disminución de dicha remu-
neración en forma repentina y sin su consen-
timiento.

SEGUNDO. Infracción normativa La infrac-
ción normativa podemos conceptualizarla 
como la afectación de las normas jurídicas 
en que incurre el Colegiado Superior al emi-
tir una resolución, originando con ello, que 
la parte que se considere afectada pueda in-
terponer el respectivo recurso de casación. 
Respecto a los alcances del concepto de in-
fracción normativa quedan comprendidas las 
causales que anteriormente contemplaba el 
artículo 56° de la Ley N° 26636, antigua Ley 
Procesal del Trabajo, relativas a la interpreta-
ción errónea, aplicación indebida e inaplica-
ción de una norma de derecho material, in-
cluyendo, además, otro tipo de normas como 
son las de carácter adjetivo.

TERCERO. La remuneración y sus caracte-
rísticas en nuestro ordenamiento
Jurídico

a) Definición de remuneración
Según el literal a) del artículo 1° del Conve-
nio N° 100 de la Organización Internacional 
del Trabajo (OIT), aprobado mediante Re-
solución Legislativa N° 13284, publicada en 
el Diario Oficial “El Peruano” el veinticuatro 
de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y nueve, establece que: «(a) el término re-
muneración comprende el salario o sueldo 
ordinario, básico o mínimo, y cualquier otro 
emolumento en dinero o en especie pagados 
por el empleador, directa o indirectamente, al 
trabajador, en concepto del empleo de este 
último». En consecuencia, queda claro que la 
remuneración puede ser definida como todo 
aquel concepto dinerario, o excepcionalmen-
te en especie, que percibe el trabajador por 
los servicios prestados o por poner a disposi-
ción del empleador
su fuerza de trabajo; que posee naturaleza 
alimentaria, pues, se encuentra íntimamente 
ligado a la subsistencia del trabajador y de 
su familia, y que sirve de medio para lograr 
su bienestar y realización personal. Asimis-
mo, la remuneración tiene carácter priorita-
rio respecto de cualquier otra obligación del 
empleador, dicho carácter ha sido reconocido 

en el segundo párrafo del artículo 24° de la 
Constitución Política del Perú.

b) Elementos de la remuneración
Sobre este punto, el Tribunal Constitucional 
al emitir pronunciamiento en la Sentencia 
recaída en el Expediente N° 020-2012-PI de 
fecha dieciséis de abril de dos mil catorce, en 
su fundamento dieciséis delimitó el contenido 
esencial del derecho fundamental a la remu-
neración, estableciendo como elementos inte-
grantes del mismo los siguientes:

– Acceso, en tanto nadie está obligado a pres-
tar trabajo sin retribución (artículo 23 de la 
Constitución).
– No privación arbitraria, como reflejo del ac-
ceso, en tanto ningún empleador puede dejar 
de otorgar la remuneración sin causa justifi-
cada.
– Prioritario, en tanto su pago es preferente 
frente a las demás obligaciones del emplea-
dor, de cara a su naturaleza alimentaria y su 
relación con el derecho a la vida y el princi-
pio-derecho a la igualdad y la dignidad (se-
gundo párrafo del artículo 24 de la Constitu-
ción).
– Equidad, al no ser posible la discriminación 
en el pago de la remuneración (primer párra-
fo del artículo 24 de la Constitución).
– Suficiencia, por constituir el quantum míni-
mo que garantiza al trabajador y a su familia 
su bienestar (primer párrafo del artículo 24 de 
la Constitución).

c) Prohibición de descuento indebido de re-
muneraciones
Dentro del ámbito internacional, encontramos 
que el derecho a una remuneración ha sido 
objeto de pronunciamiento por parte de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT) 
a través de distintos convenios dentro de los 
cuales tenemos los siguientes:

– El Convenio N° 95 sobre protección del sa-
lario , que entró en vigor el veinticuatro de se-
tiembre de mil novecientos cincuenta y dos, el 
cual si bien no ha sido ratificado por el Perú, 
deviene en parámetro normativo al tener la 
calidad de recomendación, en la cual se fi-
jan las garantías para la protección del salario 
acordado con anterioridad, así como se pro-
híbe cualquier descuento de los salarios que 
se efectúe para garantizar un pago directo o 
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indirecto por un trabajador al empleador o a 
su representante que tenga por objeto obtener 
o conservar el empleo.

– El Convenio N° 100 sobre igualdad de re-
muneración, ratificado por el Perú mediante 
Resolución Legislativa N° 13284, publicada 
en el Diario Oficial “El Peruano” el veinticua-
tro de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y nueve, reguló la aplicación del principio de 
igualdad en materia de remuneraciones, esta-
bleciendo pautas para la aplicación de dicho 
principio – derecho; así como la prohibición 
de toda discriminación
salarial relativa a los hombres y mujeres que 
no se encuentre basada en causas objetivas y 
que sea contraria al principio de igualdad de 
remuneración.

CUARTO. La reducción de las remune-
raciones

La reducción de las remuneraciones de los tra-
bajadores constituye una medida excepcional 
la cual solo debe aplicarse a contextos espe-
ciales que justifiquen tal medida y respetando 
determinados límites de proporcionalidad, tal 
como sería el caso de la Remuneración Mí-
nima Vital (RMV). Teniendo en cuenta lo ex-
puesto, este Colegiado Supremo mantiene el 
criterio expuesto en el décimo sexto conside-
rando de la Casación N° 3711-2016 LIMA del 
veintitrés de setiembre de dos mil dieciséis[1] 
, de considerar que la reducción de remune-
raciones solo puede efectuarse de las formas 
siguientes:

a) Por acuerdo individual entre las partes: este 

1.
 En tal considerando se estableció:
1. Por acuerdo individual, solo es posible la reducción de las remuneraciones, cuando la misma sea 
exprsamente pactada por el trabajador y el empleador, no pudiendo este acuerdo afectar en forma 
alguna los derechos que se han generado producto de servicios ya prestados.
2. Por acuerdo colectivo, solo podrá efectuarse la reducción de remuneraciones, siempre y cuando 
sea pactada entre el empleador y la organización sindical mayoritaria, cuando se presente alguna de 
las causas objetivas previstas en el artículo 46° del Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo N° 
728, Ley de Productividad y Competitividad Laboral, siendo requisito que esta medida se adopte 
para evitar o limitar el cese de personal y se sujete al procedimiento previsto en el artículo 48° de la 
misma norma legal.
3. Toda disminución de remuneraciones no establecida por pacto individual o colectivo constituye un 
acto de hostilidad previsto el literal b) del artículo 30° del Texto Único Ordenado del Decreto Legisla-
tivo N° 728, Ley de Productividad y Competitividad Laboral, aprobado por el Decreto Supremo N° 
003-97-TR.

supuesto se presenta cuando ambas partes, 
empleador y trabajador, celebran un acuerdo 
o convenio escrito, en virtud del cual se pacta 
la reducción de las remuneraciones conforme 
a los alcances de la Ley N° 9463, cuyo texto 
es el siguiente:

“Artículo único. - La reducción de remunera-
ciones aceptada por un servidor, no perjudi-
cará en forma alguna los derechos adquiridos 
por servicios ya prestados, que le acuerden 
las Leyes Nos. 4916, 6871 y 8439, debiendo 
computársele las indemnizaciones por años 
de servicios de conformidad con las remune-
raciones percibidas, hasta el momento de la 
reducción. Las indemnizaciones posteriores 
se computarán de acuerdo con las remunera-
ciones rebajadas.
En el caso de servidores a comisión, se les 
computarán las indemnizaciones tomándose 
el promedio que arroje el período de tiempo 
comprendido entre los cuarenta y ocho meses 
anteriores a la reducción.”

Debemos precisar que actualmente las Leyes 
Nos. 4916, 6871 y 8439 se encuentran de-
rogadas. Igualmente deberá interpretarse que 
cuando la Ley N.º 9463 menciona el término 
«indemnizaciones», está refiriéndose en reali-
dad a la compensación por tiempo de servi-
cios.
En este caso, dicha reducción deberá ser ra-
zonable y proporcionada; además, que en 
ninguno de los casos podrá reducirse la remu-
neración por debajo de la Remuneración Mí-
nima Vital (RMV), por encontrarse estipulada 
en una norma de carácter imperativo.
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b) Por acuerdo colectivo: esta causal se pre-
senta cuando la reducción de remuneraciones 
tiene como origen alguna de las causas obje-
tivas previstas para la terminación de los con-
tratos de trabajo en el artículo 46. ° del Texto 
Único Ordenado del Decreto Legislativo N° 
728, Ley de Productividad y Competitividad 
Laboral, aprobado por Decreto Supremo N° 
003-97-TR. En este caso, dicha reducción 
deberá obedecer a la presencia de un caso 
fortuito, fuerza mayor, motivos económicos, 
tecnológicos, estructurales o análogos, la di-
solución y liquidación de la empresa, y la 
quiebra o la reestructuración patrimonial. En 
este último caso, debe existir también acuer-
do entre el empleador y la organización repre-
sentativa de los trabajadores, no pudiendo en 
ningún caso afectar derechos ya devengados.

QUINTO. La reducción de remuneraciones 
como acto de hostilidad
El acto de hostilidad puede definirse como la 
conducta del empleador, sea mediante una 
acción u omisión, que se encuentra orientada 
a incumplir sus obligaciones nacidas del con-
trato de trabajo que afectan los derechos del 
trabajador, con el objeto de generar descon-
tento o aburrimiento en él, persiguiendo que 
ponga fin a la relación laboral.

Los actos de hostilidad se encuentran tipifi-
cados en el artículo 30° del Texto Único Or-
denado del Decreto Legislativo N° 728, Ley 
de Productividad y Competitividad Laboral, 
aprobado por el Decreto Supremo N° 003-97-
TR, estableciendo en su literal b) lo siguiente:

Artículo 30.- Son actos de hostilidad equipa-
rables al despido los siguientes:
b) La reducción inmotivada de la remunera-
ción o de la categoría […]. Conforme a ello, 
el empleador tiene la obligación de respetar el 
monto que le corresponde percibir por remu-
neración al trabajador, no pudiendo efectuar 
un recorte o reducción sin que medie acepta-
ción por parte de este, pues, ello constituiría 
un acto de hostilidad equiparable al despido.

SEXTO. Análisis del caso

En el caso de autos, tenemos que se encuen-
tra acreditado que la accionante desempeñó 
el cargo calificado de confianza de Gerente 
del Departamento de Marketing durante el 
período comprendido entre junio de dos mil 
cinco hasta abril de dos mil siete, en el grupo 
ocupacional 229, con una remuneración de 
nueve mil cuatrocientos ochenta y uno con 
50/100 Soles (S/ 9481.50); remuneración y 
grupo ocupacional que mantuvo de manera 
posterior al término de su designación y mien-
tras se desempeñó en distintos cargos dentro 
de la emplazada según fluye de las documen-
tales en fojas siete a diez, en que mantuvo el 
cargo de asesora y en fojas treinta y cuatro, 
en que desempeñó el cargo de gerente del de-
partamento de Recursos Humanos, también 
en el grupo ocupacional 229, conforme se 
puede apreciar de la Escala Salarial que corre 
en fojas doscientos cuarenta y uno.

Posteriormente, mediante Carta RRHH–RI–
917 del veintinueve de mayo de dos mil quince 
(fojas treinta y siete), el Gerente de Adminis-
tración de la empresa emplazada le comunica 
que a partir de uno de mayo de dos mil quin-
ce se procederá a modificar su remuneración 
acorde al cargo de Asesor de Gestión Admi-
nistrativa de la Gerencia de Administración, 
estableciéndola en doce mil setenta y cuatro 
con 40/100 Soles (S/ 12 074.40), remunera-
ción correspondiente al grupo ocupacional 
226.

DEFINICIÓN DE ACTO DE 
HOSTILIDAD

El acto de hostilidad puede definir-
se como la conducta del empleador, 
sea mediante una acción u omi-
sión, que se encuentra orientada a 
incumplir sus obligaciones nacidas 
del contrato de trabajo que afectan 
los derechos del trabajador, con el 
objeto de generar descontento o 
aburrimiento en él, persiguiendo 
que ponga fin a la relación laboral.
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El referido documento generó que la accio-
nante el dos de julio de dos mil quince soli-
cite por escrito el cese del acto de hostilidad 
concerniente a la reducción inmotivada de la 
remuneración, sosteniendo que de acuerdo a 
los establecido en el numeral 10) del artículo 
6° del Reglamento Interno de Trabajo de la 
emplazada, la transferencia de un trabajador 
a diferentes puestos dentro de la empresa no 
significará una disminución de su remunera-
ción.

Dicha solicitud fue contestada mediante Car-
ta RRHH–RI–1241–2015 del trece de julio de 
dos mil quince (fojas cuarenta y uno a cua-
renta y dos) en la cual refiere que no resulta 
aplicable lo dispuesto en el Reglamento Inter-
no de Trabajo, pues, no ha sido objeto de una 
transferencia o permuta, sino de una designa-
ción para ocupar un cargo de dirección o de 
confianza.

SÉTIMO. Al respecto, la empresa recurren-
te manifiesta en su recurso de casación so-
bre la interpretación de la Ley N° 9463 que 
el referido dispositivo normativo no prohíbe 
la reducción unilateral de las remuneraciones, 
solo precisa la forma en que deben calcularse 
las indemnizaciones por años de servicios en 
caso hayan existido reducción de remunera-
ciones aceptadas por el trabajador.
Asimismo, en relación a la reducción de remu-
neraciones sostienen que cuando
se encuentra sustentada en una causa objeti-
va no constituye un acto de hostilidad equipa-
rable al despido.

OCTAVO. Si bien es cierto, la demandante 
vino percibiendo como remuneración básica 
un monto correspondiente a la categoría 229 
de acuerdo a las Escalas Salariales vigentes 
(fojas doscientos cuarenta y uno a doscientos 
cincuenta y uno); sin embargo, conforme se 
expuso líneas arriba y se aprecia de las bo-
letas de pago (fojas tres a treinta y seis) en 
distintos períodos el empleador, en uso de su 
poder de dirección, designó a la demandan-
te en diversos cargos de confianza (gerente 
del Departamento de Marketing, gerente del 
Departamento de Logística y gerente del De-
partamento de Recursos Humanos), lo que 
de ninguna manera implica que una vez cul-
minada su designación mantenga el derecho 
a conservar la retribución percibida, pues, se 

debe tener en cuenta que al ser un cargo de 
confianza, por la mayor responsabilidad en las 
funciones desempeñadas implica un monto 
remunerativo superior, no teniendo la misma 
calidad el cargo que desempeña actualmente.

NOVENO. En tal sentido, este Colegiado Su-
premo estima relevante considerar que en el 
caso concreto de autos la adecuación del mon-
to remunerativo efectuado por la demandada 
a partir del uno de mayo de dos mil quince 
no constituye un acto de hostilidad, pues, tal 
decisión administrativa del empleador se en-
cuentra motivada en la facultad de dirección 
inherente a su condición de empleadora de la 
demandante para el ejercicio eficaz y eficiente 
de sus actividades económicas y productivas 
y, además, guarda razonabilidad y objetivi-
dad con la realidad del cargo desempeñado 
actualmente por la accionante (Asesora de 
Gestión Administrativa y no el de Gerenta), 
no pudiendo percibir una remuneración en la 
categoría 229 por no realizar labores ni tener 
responsabilidades inherentes a dicha catego-
ría remunerativa, la cual corresponde a un 
cargo de confianza.

En esa línea de razonamiento, verificándose 
en el proceso el contexto de variación sustan-
cial del cargo desempeñado por la deman-
dante, resulta inviable fáctica y jurídicamente 
la tesis postulada en su demanda de mantener 
este último nivel remunerativo mediante una 
causal de hostilidad laboral, por no guardar 
sustento con las funciones y responsabilidades 
asignadas; por consiguiente, no cabe concluir 
que se haya producido una reducción de sus 
remuneraciones; sino, repetimos, una adecua-
ción de su remuneración al cargo, funciones 
y responsabilidades real y efectivamente des-
empeñado.

DÉCIMO. En cuanto al argumento según el 
cual el numeral 10) del artículo 6° del Regla-
mento Interno de Trabajo de la empresa re-
currente (fojas cuarenta y seis), refiere que en 
los casos en que el trabajador sea permutado 
o transferido a diferentes puestos dentro de 
la empresa, la remuneración no será dismi-
nuida; se entiende que se está aludiendo a 
acciones de movilidad de recursos humanos 
en cargos que tengan la misma naturaleza y 
responsabilidades; es decir, que se encuentren 
en la misma condición, no pudiendo equipa-
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rarse la remuneración percibida en un cargo 
de confianza o dirección con otro cargo co-
mún o que no sea de confianza o dirección 
dentro de la estructura de la empresa.

DÉCIMO PRIMERO. Conforme a lo ex-
puesto en los considerandos precedentes, este 
Tribunal Supremo concluye que las instancias 
de mérito al emitir pronunciamiento estiman-
do la demanda han incurrido en la infracción 
normativa vinculado a la errónea interpreta-
ción del Artículo único de la Ley N° 9463 y 
del literal b) del artículo 30° del Texto Único 
Ordenado del Decreto Legislativ o N° 728, 
Ley de Productividad y Competitividad Labo-
ral, aprobado por Decreto Supremo N° 003-
97-TR, pues, la adecuación del monto perci-
bido como remuneración por la accionante 
acorde a su cargo se encuentra debidamente 
sustentado en la naturaleza de las funciones 
que desempeña, motivo por el cual dichas 
causales devienen en fundadas. 

Por estas consideraciones:

FALLO:

Declararon FUNDADO el recurso de casa-
ción interpuesto por el abogado de la empre-
sa demandada, Petróleos del Perú S.A. (Pe-
troperú S.A.), mediante escrito presentado el 
once de octubre de dos mil diecisiete (fojas 
trescientos veintisiete a trescientos cuarenta y 
cinco); en consecuencia, CASARON la Sen-
tencia de Vista contenida en la resolución del 
veintiséis de setiembre de dos mil diecisiete 
(fojas trescientos doce a trescientos veintiuno) 
y actuando en sede de instancia REVOCA-
RON Sentencia emitida en primera instancia 
el catorce de julio de dos mil dieciséis (fojas 
doscientos cincuenta y cuatro a doscientos se-
senta y seis) que declaró fundada la demanda, 
REFORMÁNDOLA declararon infundada; 
ORDENARON la publicación de la presente 
resolución en el Diario Oficial “El Peruano” 
conforme a ley, en el proceso seguido por Eva 
Alicia Pezo Silva, sobre cese de actos de hosti-
lidad; interviniendo como ponente el juez su-
premo Ato Alvarado, y los devolvieron.

S.S.
TORRES VEGA
VERA LAZO
YAYA ZUMAETA

MALCA GUAYLUPO
ATO ALVARADO
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HECHO DERECHO CONCLUSIÓN

De junio de 2005 has-
ta abril de 2007 ocupó 
el cargo de gerente del 
Departamento de Mar-
keting perteneciente al 
grupo ocupacional 229, 
con una remuneración 
de S/ 18 348.14; sin em-
bargo, pese a no desem-
peñar dicho cargo y ser 
rotada en distintos pues-
tos dentro de la Empre-
sa emplazada continuó 
percibiendo dicha remu-
neración hasta abril de 
2015, fecha en la cual se 
le comunicó la decisión 
de reducirle la remunera-
ción teniendo en cuenta 
el cargo que mantiene en 
la actualidad (asesora de 
gestión administrativa).

Verificándose en el pro-
ceso el contexto de varia-
ción sustancial del cargo 
desempeñado por la de-
mandante, resulta invia-
ble fáctica y jurídicamen-
te la tesis postulada en su 
demanda de mantener 
este último nivel remune-
rativo mediante una cau-
sal de hostilidad laboral, 
por no guardar sustento 
con las funciones y res-
ponsabilidades asigna-
das; por consiguiente, no 
cabe concluir que se haya 
producido una reducción 
de sus remuneraciones.

Conforme a lo expuesto 
en los considerandos pre-
cedentes, este Tribunal Su-
premo concluye que las ins-
tancias de mérito al emitir 
pronunciamiento estiman-
do la demanda han incurri-
do en la infracción norma-
tiva vinculado a la errónea 
interpretación del Artículo 
único de la Ley N° 9463 y 
del literal b) del artículo 30° 
del Texto Único Ordenado 
del Decreto Legislativo N° 
728, Ley de Productividad 
y Competitividad Laboral, 
aprobado por Decreto Su-
premo N° 003-97-TR, pues, 
la adecuación del monto 
percibido como remunera-
ción por la accionante acor-
de a su cargo se encuentra 
debidamente sustentado en 
la naturaleza de las funcio-
nes que desempeña, moti-
vo por el cual dichas causa-
les devienen en fundadas.

    ORDEN LÓGICO DE LA SENTENCIA
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“
Si bien el artículo 47° de la Constitución Política del Perú indica que el Estado está exo-
nerado del pago de “gastos judiciales”, debe entenderse que esta referencia a “gastos 
judiciales” es en alusión a lo que el Código Procesal Civil denomina costas, ya que en su 
artículo 410° indica expresamente que las costas están constituidas por los “gastos judi-
ciales” realizados en el proceso (Expediente N° 3223-2008-P A/TC). El presente proceso 

se encuentra bajo los alcances de la Ley N° 29497, Nueva Ley Procesal del Trabajo, por lo que 
resulta pertinente aplicar lo señalado en su Sétima Disposición Complementaria, según la cual: 
“En los procesos laborales el Estado puede ser condenado al pago de costos”, debiendo por lo 
mismo condenarse al pago de costos procesales a la entidad demandada.” (F 15, F 16)

VISTA, la causa número quince mil sesenta 
y tres, guion dos mil diecisiete, guion LIMA, 
en audiencia pública de la fecha; y producida 
la votación con arreglo a ley, se ha emitido la 
siguiente sentencia:

MATERIA DEL RECURSO:

Se trata del recurso de casación interpuesto 
por la entidad demandada, Banco de la Na-
ción, mediante escrito presentado el diecisie-
te de mayo de dos mil diecisiete, que corre 
en fojas trescientos ochenta y cuatro a cua-
trocientos tres, contra la Sentencia de Vista 
de fecha dos de mayo de dos mil diecisiete, 
que corre en fojas trescientos setenta y tres 
a trescientos ochenta y uno, que confirmó la 
sentencia apelada de fecha ocho de julio de 
dos mil dieciséis, que corre en fojas trescien-
tos veintidós a trescientos cuarenta y uno, que 
declaró fundada en parte la demanda; en el 
proceso ordinario laboral seguido por el de-
mandante, Enrique Arsenio Salazar Trujillo, 
sobre desnaturalización de contrato y otros.

CAUSALES DEL RECURSO:

Por resolución de fecha veintiséis de abril dos 

mil dieciocho, que corre en fojas ochenta y 
cuatro a ochenta y nueve, se ha declarado 
procedente el recurso interpuesto, por las si-
guientes causales: i) infracción normativa del 
numeral 3) del artículo 139° de la Constitu-
ción Política del Perú, ii) infracción normati-
va por aplicación indebida del artículo 4° del 
Texto Único Ordenado del Decreto Legislati-
vo N° 728, aprobado por Decreto Supremo 
N° 003-97-TR; y iii)  infracción normativa por 
inaplicación del artículo N° 413° del Código 
Procesal Civil . Correspondiendo a este Co-
legiado Supremo emitir pronunciamiento al 
respecto.

CONSIDERANDO:

PRIMERO. - De la Pretensión demandada

Se aprecia en la demanda, que corre en fojas 
doscientos treinta a doscientos cuarenta y sie-
te, que el actor pretende la desnaturalización 
de los contratos de locación de servicios sus-
critos con la recurrente por el periodo com-
prendido entre el quince de julio de dos mil 
seis a quince de noviembre de dos mil doce; 
en consecuencia, pide el reconocimiento de 
un vínculo laboral a plazo indeterminado, 

EN LOS PROCESOS LABORALES EL ESTADO PUEDE 
SER CONDENADO AL PAGO DE COSTOS PROCESALES

RAZÓN DE LA DECISIÓN

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA
SEGUNDA SALA CONSTITUCIONAL Y SOCIAL
CASACIÓN LABORAL Nº 15063-2017 LIMA
MATERIA: DESNATURALIZACIÓN DE CONTRATO Y OTROS

09
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perteneciente al régimen laboral de la activi-
dad privada, regulado por el Texto Único Or-
denado del Decreto Legislativo N° 728, apro-
bado por Decreto Supremo N° 003-97-TR. Así 
mismo, solicita el pago de veinticinco mil dos-
cientos cincuenta y uno con
37/100 Soles (S/. 25,251.37) por concepto 
de compensación por tiempo de servicios, 
vacaciones, gratificaciones, escolaridad, utili-
dades, uniformes; más intereses legales, con 
costas y costos del proceso.

SEGUNDO. - Pronunciamiento de las ins-
tancias de mérito

El Juez del Vigésimo Segundo Juzgado de 
Trabajo Permanente de la Corte Superior de 
Justicia de Lima, resolvió declarar: a) funda-
da en parte la Excepción de Prescripción de-
ducida por la demandada, respecto al primer 
periodo del quince de julio de dos mil seis al 
veintidós de mayo de dos mil siete; y b) fun-
dada en parte la demanda, reconociendo la 
existencia de una relación laboral bajo los al-
cances del Decreto Legislativo N° 728, por el 
periodo comprendido entre el uno de agosto 
de dos mil ocho al quince de noviembre de 
dos mil doce y dispone que la demandada 
abone al accionante la suma total de ochenta 
y cuatro mil quinientos sesenta y nueve con 
43/100 soles (S/ 84,569.43) por beneficios so-
ciales y proceda a efectuar
los depósitos de compensación por tiempo de 
servicios por la suma de diecinueve mil nove-
cientos dos con 76/100 soles (S/ 19,902.76), 
más los intereses legales, con costas y costos.

Por su parte, la el Colegiado de la Sétima 
Sala Laboral Permanente de la misma Corte 
Superior, confirmó la sentencia apelada, tras 
considerar que entre el uno de agosto de dos 
mil ocho al quince de diciembre de dos mil 
doce, entre las partes ha existido un contrato 
de trabajo a plazo indeterminado de acuerdo 
al artículo 4° del Texto Único Ordenado del 
Decreto Legislativo N° 728, Ley de Produc-
tividad y Competitividad Laboral aprobado 
mediante Decreto Supremo N° 003-97-TR y 
los medios probatorios admitidos y actuados 
al interior del proceso.

TERCERO. - Sobre la causal relacionada a la 
vulneración del debido
proceso.

En el presente caso, se ha declarado proce-
dente el recurso interpuesto por causales re-
feridas a normas procesales y materiales; en 
este sentido, en primer lugar, corresponde 
emitir pronunciamiento sobre la norma pro-
cesal denunciada y de declararse infundada, 
corresponderá emitir pronunciamiento sobre 
la otra causal.

 En cuanto a la norma procesal, se ha decla-
rado procedente la siguiente causal: 
Infracción normativa del numeral 3) del artí-
culo 139° de la Constitución Política del Perú, 
que establece lo siguiente: 

 “Artículo 139°. - Son principios y derechos de 
la función            jurisdiccional: (…)
3. La observancia del debido proceso y la tu-
tela jurisdiccional. Ninguna persona puede ser 
desviada de la jurisdicción predeterminada 
por la ley, ni sometida a procedimiento distin-
to de los previamente establecidos, ni juzgada 
por órganos jurisdiccionales de excepción ni 
por comisiones especiales creadas al efecto, 
cualquiera sea su denominación (…)”.

CUARTO. - El debido proceso es considera-
do un derecho humano y a la vez fundamen-
tal, además del reconocimiento constitucional 
(inciso 3) del artículo 139° de la Constitución 

 EL CONTRATO DE TRABAJO

El contrato de trabajo es un acuer-
do de voluntades entre trabajador 
y empleador, en virtud del cual el 
primero se obliga a poner a dispo-
sición del segundo su propio traba-
jo, a cambio de una remuneración. 
Este contrato da origen a un víncu-
lo laboral, el cual genera y regula 
un conjunto de derechos y obliga-
ciones para las partes, así como las 
condiciones dentro de las cuales se 
desarrollará dicha relación.
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Política del Perú), se encuentra consagrado 
en instrumentos internacionales, entre ellos, 
el artículo 8° de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos y artículo 2° del Pacto In-
ternacional de los Derechos Civiles y Políti-
cos y los artículos 1° y numeral 1 del artículo 
8° de la Convención Americana de Derechos 
Humanos.

QUINTO. - En cuanto a la exigencia de la 
debida motivación de las resoluciones judicia-
les, el Tribunal Constitucional ha expresado 
lo siguiente: “(…) Ya en sentencia anterior, 
este Tribunal Constitucional (Expediente N.º 
1480-2006-AA/TC. FJ 2) ha tenido la opor-
tunidad de precisar que “el derecho a la de-
bida motivación de las resoluciones importa 
que los jueces, al resolver las causas, expre-
sen las razones o justificaciones objetivas que 
los llevan a tomar una determinada decisión. 
Esas razones, (...) deben provenir no sólo del 
ordenamiento jurídico vigente y aplicable al 
caso, sino de los propios hechos debidamente 
acreditados en el trámite del proceso [1].

Así mismo, el sétimo fundamento de la refe-
rida Sentencia ha señalado que el contenido 
constitucionalmente garantizado del derecho 
a la debida motivación de las resoluciones ju-
diciales queda delimitado entre otros por los 
supuestos siguientes: a) Inexistencia de moti-
vación o motivación aparente, b) falta de mo-
tivación interna del razonamiento, c) deficien-
cias en la motivación externa: justificación de 
las premisas, d) motivación insuficiente, e) 
motivación sustancialmente incongruente y f) 
motivaciones cualificadas. En ese sentido, ha-
brá motivación de las resoluciones judiciales 
siempre que exista fundamentación jurídica, 
congruencia entre lo pedido y lo resuelto, y 
por sí misma la resolución judicial exprese una 
suficiente justificación de la decisión adopta-
da, aún si esta es breve o concisa.

SEXTO. - De la revisión y análisis de la re-
solución recurrida, se verifica que la Sala Su-
perior realizó una motivación suficiente para 
desestimar el recurso de apelación interpues-
to por la emplazada, toda vez que como se 
desprende del fundamento IV.4 la decisión 
adoptada se sustenta en el Acta de Infracción 
N° 2558-2012, Acta de reunión Proy Call 

1   STC Expediente N° 00728-2008-HC.

Center, citando el pronunciamiento del Tribu-
nal Constitucional en el Expediente N° 1944-
2002- AA/TC. Por estas razones, corresponde 
declarar infundada la causal invocada.

SÉTIMO. - En relación a la infracción norma-
tiva por aplicación indebida del artículo 4° del 
Texto Único Ordenado del Decreto Legislati-
vo N° 728, aprobado por Decreto Supremo N° 
003-97-TR.

En el recurso de casación se denuncia la in-
fracción normativa por aplicación indebida 
del artículo 4° del Texto único Ordenado del 
Decreto Legislativo N° 728, aprobado por De-
creto Supremo N° 003-97-TR, cuyo texto es el 
siguiente:

“Artículo 4º.- En toda prestación personal de 
servicios remunerados y subordinados, se pre-
sume la existencia de un contrato de trabajo 
a plazo indeterminado. El contrato individual 
de trabajo puede celebrarse libremente por 
tiempo indeterminado o sujeto a modalidad. 
El primero podrá celebrarse en forma verbal 
o escrita y el segundo en los casos y con los 
requisitos que la presente Ley establece. Tam-
bién puede celebrarse por escrito contratos 
en régimen de tiempo parcial sin limitación 
alguna”.

OCTAVO. - El contrato de trabajo es un 
acuerdo de voluntades entre trabajador y 
empleador, en virtud del cual el primero se 
obliga a poner a disposición del segundo su 
propio trabajo, a cambio de una remunera-
ción. Este contrato da origen a un vínculo la-
boral, el cual genera y regula un conjunto de 
derechos y obligaciones para las partes, así 
como las condiciones dentro de las cuales se 
desarrollará dicha relación. En ese orden de 
ideas la prestación personal, la subordinación 
y el pago de una remuneración, son elemen-
tos esenciales que permiten establecer si la 
relación habida entre las partes constituye un 
contrato de trabajo, privilegiándose lo que su-
cede en los hechos sobre que puede contener 
los documentos.

NOVENO. - Ahora bien, para determinar la 
existencia de un contrato de trabajo es nece-
sario que estén presentes sus tres elementos 
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esenciales:

i) prestación personal: el trabajador debe eje-
cutar la prestación comprometida, la cual no 
podrá ser transferida en todo o en parte a un 
tercero. Esto es, la actividad que realiza el tra-
bajador directamente no lo puede delegar a 
terceras personas.

ii) remuneración: es la contraprestación reci-
bida por el trabajador, en dinero o en especie, 
cualquiera que sea su denominación, siempre 
que sea de su libre disposición; siendo un 
derecho fundamental reconocido por el artí-
culo 24° de la Constitución Política del Perú, 
y conceptualizado en el artículo 6° del Texto 
Único Ordenado del Decreto Legislativo N° 
728, Ley de Productividad y Competitividad 
Laboral, aprobado por Decreto Supremo N° 
003-97-TR; y

iii) la subordinación, es uno de los elemen-
tos más determinantes para la existencia de la 
relación laboral. Implica que el prestador de 
servicios se encuentre bajo la dirección y fis-
calización del empleador; esto es, el primero 
le ofrece su actividad al segundo y le confiere 
el poder de conducirla; Adicionalmente a los 
elementos esenciales del contrato de trabajo, 
el Tribunal Constitucional[2] ha señalado otros 
rasgos de laboralidad, “(…) para determinar 
si existió una relación de trabajo indetermi-
nada entre las partes encubierta mediante un 
contrato civil, debe evaluarse si en los hechos 
se presentó, (…) los siguientes rasgos de la-
boralidad: a) control sobre la prestación o la 
forma en que ésta se ejecuta; b) integración 
del demandante en la estructura organizacio-
nal de la emplazada; c) prestación ejecutada 
dentro de un horario determinado; d) pres-
tación de cierta duración y continuidad; e) 
suministro de herramientas y materiales al 
demandante para la prestación del servicio; 
f) pago de remuneración al demandante; y, 
g) reconocimiento de derechos laborales, ta-
les como las vacaciones anuales, las gratifica-
ciones y los descuentos para los sistemas de 
pensiones y de salud”.

DÉCIMO.- Por otro lado, el contrato de lo-
cación de servicios es definido por el artículo 
1764° del Código Civil como un acuerdo de 

2   Expediente N° 03198-2011-AA/TC

voluntades por el cual: “El locador se obliga, 
sin estar subordinado al comitente, a prestar-
le sus servicios por cierto tiempo o para un 
trabajo determinado, a cambio de una retri-
bución”, tiene naturaleza diferente al contra-
to de trabajo ya que el elemento esencial del 
contrato de locación de servicios es la inde-
pendencia del locador frente al comitente en 
la prestación de sus servicios.

DÉCIMO PRIMERO.- En el caso concreto, 
el demandante fue contratado para realizar 
las siguientes actividades: i) servicio profesio-
nal en el análisis funcional de proyectos posi-
ción del cliente (módulo de datos generales, 
cuentas activas y pasivas, cuentas garantías y 
otros servicios, validación de la información 
de cuentas activas y pasivas, entre otras); ii) 
se infiere de los contratos que corren en fojas 
quince a ochenta y tres, que el actor no po-
día delegar a otra persona la conducción de 
la ejecución parcial o total del servicio; que-
dando así demostrado el carácter personalísi-
mo e indelegable de los servicios prestados; 
iii) en relación a la remuneración, los recibos 
por honorarios que corren en fojas ciento se-
tenta y nueve a doscientos diez, demuestran 
que los servicios realizados fueron retribuidos 
mensualmente de forma regular; iv) en cuanto 
al elemento de la subordinación esta queda 
acreditada con las actas de conformidad e in-
formes técnicos emitidos por el
accionante (fojas ciento cuarenta y tres a cien-
to sesenta y ocho) los mismos que denotan in-
dubitablemente que para efectos del pago de 
las remuneraciones el demandante tenía que 
dar cuenta de las actividades que realizaba.

DÉCIMO SEGUNDO. - A mayor abunda-
miento en fojas doscientos trece a doscien-
tos veintiséis corre el Acta de Infracción N° 
2558-2012 de fecha diecinueve de setiembre 
de dos mil doce, extendida por el Ministerio 
de Trabajo y Promoción del Empleo, donde 
se menciona la vista de inspección de fecha 
diez de agosto de dos mil doce, en la cual se 
encontró al actor dentro de las instalaciones 
de la demanda, efectuando labores dentro 
de un horario de trabajo. Por consiguiente, 
se acredita la configuración de los elementos 
esenciales del contrato de trabajo previstos en 
el artículo 4° del Texto Único Ordenado del 
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Decreto Legislativo N° 728, Ley de Produc-
tividad y Competitividad Laboral, aprobado 
por Decreto Supremo N° 003-97 TR.

DÉCIMO TERCERO. - Por lo anteriormente 
expuesto, la instancia de mérito no ha incurri-
do en la infracción normativa por aplicación 
indebida del artículo 4° del Texto Único Or-
denado del Decreto Legislativo N° 728, Ley 
de Productividad y Competitividad Laboral, 
aprobado por Decreto Supremo N° 003-97-
TR, al haberse configurado en la realidad los 
elementos esenciales del contrato de trabajo. 
Por estas razones la causal denunciada devie-
ne en infundada.

DÉCIMO CUARTO. - En cuanto al pago de 
costos procesales Sobre este punto, la recu-
rrente sostiene en su recurso de casación que 
el Banco de la Nación es una entidad conside-
rada dentro de la Ley Orgánica del Ministerio 
de Economía y Finanzas, adscrita al mismo, 
siendo una empresa pública de propiedad del 
Estado por lo que se encuentra exonerada del 
pago de costos; por ello sostiene que se ha in-
currido en infracción normativa por inaplica-
ción del artículo N° 413° del Código Procesal 
Civil, el mismo que establece:

“Están exentos de la condena en costas y cos-
tos los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judi-
cial, el Ministerio Público, los órganos cons-
titucionalmente autónomos, los gobiernos 
regionales y locales. (…)”

DÉCIMO QUINTO. - Cabe precisar que el 
artículo 14° de la Ley N° 294 97, Nueva Ley 
Procesal del Trabajo, establece que: “La con-
dena en costas y costos se regula conforme 
a la norma procesal civil. El juez exonera al 
prestador de servicios de costas y costos si las 
pretensiones reclamadas no superan las se-
tenta (70) Unidades de Referencia Procesal 
(URP), salvo que la parte hubiese obrado con 
temeridad o mala fe. También hay exonera-
ción si, en cualquier tipo de pretensión, el juez 
determina que hubo motivos razonables para 
demandar”. Por su parte, la Sétima Disposi-
ción Complementaria de la citada Ley, señala 
que: “En los procesos laborales el Estado pue-
de ser condenado al pago de costos”, lo que 
implica que permite ordenar al Estado el pago 
de costos del proceso.

Por lo tanto, si bien el artículo 47° de la Cons-
titución Política del Perú indica que el Esta-
do está exonerado del pago de “gastos judi-
ciales”, debe entenderse que esta referencia 
a “gastos judiciales” es en alusión a lo que 
el Código Procesal Civil denomina costas, ya 
que en su artículo 410° indica expresamente 
que las costas están constituidas por los “gas-
tos judiciales” realizados en el proceso (Expe-
diente N° 3223-2008-P A/TC).

DÉCIMO SEXTO. - Conforme a lo señala-
do, el presente proceso se encuentra bajo los 
alcances de la Ley N° 29497, Nueva Ley Pro-
cesal del Trabajo, por lo que resulta pertinente 
aplicar lo señalado en su Sétima Disposición 
Complementaria, según la cual: “En los pro-
cesos laborales el Estado puede ser condena-
do al pago de costos”, debiendo por lo mismo 
condenarse al pago de costos procesales a la 
entidad demandada.

DÉCIMO SÉTIMO. - En ese sentido, la Sala 
Superior no ha infraccionado el artículo 413° 
del Código Procesal Civil, por lo que la causal 
denunciada deviene en infundada.

Por estas consideraciones:

DECISIÓN:

Declararon: INFUNDADO el recurso de ca-
sación interpuesto por la entidad demandada, 
Banco de la Nación, mediante escrito presen-
tado el diecisiete de mayo de dos mil dieci-
siete, que corre en fojas trescientos ochenta 
y cuatro a cuatrocientos tres; en consecuen-
cia, NO CASARON la Sentencia de Vista 
de fecha dos de mayo de dos mil diecisiete, 
que corre en fojas trescientos setenta y tres 
trescientos ochenta y uno; y ORDENARON 
la publicación de la presente resolución en el 
Diario Oficial “El Peruano” conforme a ley; 
en el proceso ordinario laboral seguido por el 
demandante, Enrique Arsenio Salazar Trujillo, 
sobre desnaturalización de contrato y otros; 
interviniendo como ponente la señora jueza 
suprema De La Rosa Bedriñana y los devol-
vieron.

S.S.
DE LA ROSA BEDRIÑANA
YRIVARREN FALLAQUE
YAYA ZUMAETA
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TORRES GAMARRA
MALCA GUAYLUPO

HECHO DERECHO CONCLUSIÓN

¿El Banco de la Nación es 
una entidad considerada 
dentro de la Ley Orgánica 
del Ministerio de Economía 
y Finanzas, y siendo una em-
presa pública de propiedad 
del Estado se encuentra exo-
nerada del pago de costos?

- Artículo 47° de la Cons-
titución Política del Perú
- Artículo 410 del CPC
- Artículo 14° de la Ley N° 29497
- Sétima Disposición Comple-
mentaria de la Ley N° 29497

El presente proceso se encuen-
tra bajo los alcances de la Ley 
N° 29497, Nueva Ley Pro-
cesal del Trabajo, por lo que 
resulta pertinente aplicar lo 
señalado en su Sétima Dispo-
sición Complementaria, según 
la cual: “En los procesos labo-
rales el Estado puede ser con-
denado al pago de costos”, 
debiendo por lo mismo conde-
narse al pago de costos proce-
sales a la entidad demandada.

    ORDEN LÓGICO DE LA SENTENCIA
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“
Se advierte de la Sentencia de Vista que la decisión del Colegiado Superior de confirmar 
la Sentencia de primera instancia en el extremo que ordenó a la demandada cumpla con 
depositar el monto de catorce mil ochenta y nueve con 87/100 soles (S/.14,089.87), por 
concepto de compensación por tiempo de servicios del actor, constituye una motivación 
aparente ya que si bien contiene razones que justifican la decisión para que se ordene el 

depósito de la compensación por tiempo de servicios, dichas razones no resultan pertinentes 
para tal efecto, atendiendo a que el Proyecto Especial Chavimochic fue creado por Decreto 
Supremo N° 072-85-PCM, constituyendo en la actualidad una Unidad Ejecutora Trasferida al 
Gobierno Regional de La Libertad, mediante Decreto Supremo N° 017-2003-VIVIENDA, por 
lo que en atención del artículo 1° del Decreto Ley N° 25087 que sustituye el artículo 12° del 
Decreto Ley Nº 25572, las entidades del Gobierno Central y Organismos cuyo personal se en-
cuentra sujeto al régimen laboral de la Ley Nº 4916, no estaría comprendida en la aplicación 
del Decreto Legislativo Nº 650 y del Decreto Ley Nº 25460, únicamente para efectos de los 
depósitos correspondientes a la compensación por tiempo de servicios en las instituciones ban-
carias, financieras, cooperativas de ahorro y crédito, mutuales y cajas municipales de ahorro y 
crédito, lo que la obligaría a constituirse en depositaria obligatoria de dichos fondos, asumiendo 
las cargas financieras respectivas, aspecto que ameritaría por parte de la instancia de revisión 
de un análisis adecuado; sin embargo, se debe tener presente que el proceso laboral se inspira 
entre otros, en el principio de economía procesal y el principio de informalidad, de acuerdo al 
artículo I del Título Preliminar de la Ley N° 29497” (F. 5)

VISTA; la causa número diecinueve mil se-
senta y cuatro, guion dos mil dieciséis, guion 
LA LIBERTAD, en audiencia pública de la fe-
cha; y producida la votación con arreglo a ley, 
se emite la siguiente sentencia:

MATERIA DEL RECURSO:

Se trata del recurso de casación interpuesto 
por la demandada, Proyecto  Especial Cha-
vimochic mediante escrito presentado con 
fecha dieciséis de setiembre de dos mil die-
ciséis, que corre en fojas ochocientos cuaren-
ta y ocho a ochocientos cincuenta y cuatro, 
contra la Sentencia de Vista contenida en la 
resolución de fecha dos de setiembre de dos 

mil dieciséis, que corre en fojas ochocientos 
veintiuno a ochocientos cuarenta y cinco, que 
confirmó la Sentencia apelada contenida en 
la resolución de fecha veintisiete de setiembre 
de dos mil quince, que corre en fojas sete-
cientos cuarenta y dos a setecientos ochen-
ta y cinco, que declaró fundada en parte la 
demanda sobre desnaturalización de contrato 
y reconocimiento de nivel remunerativo; en 
proceso laboral seguido por el demandante, 
Juver Esteban Gutierrez Aguilar.

CAUSAL DEL RECURSO:

Mediante resolución de fecha veintidós de 
junio de dos mil dieciocho que corre de fo-

NO CORRESPONDE DECLARAR LA NULIDAD DE LA 
SENTENCIA DE VISTA SI EL VICIO NO INCIDE EN 

EL RESULTADO DE LA SENTENCIA

RAZÓN DE LA DECISIÓN

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA
SEGUNDA SALA CONSTITUCIONAL Y SOCIAL
CAS. Nº 19064-2016 LA LIBERTAD
MATERIA: IMPUGNACIÓN DE SANCIÓN DISCIPLINARIA Y 
OTRO

10
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jas ciento veinticuatro a ciento veintiséis del 
cuaderno de casación, esta Sala Suprema ha 
declarado procedente el recurso extraordi-
nario interpuesto por la causal de infracción 
normativa del numeral 5) del artículo 139° de 
la Constitución Política del Perú, correspon-
diendo a esta Sala Suprema emitir pronun-
ciamiento de fondo sobre la causal señalada.

CONSIDERANDO:

PRIMERO: De la pretensión demandada 
y pronunciamiento de las instancias de 
mérito.

a) Pretensión demandada: De la revisión de 
los actuados se verifica que en fojas cuatro-
cientos noventa a quinientos dieciocho corre 
la demanda interpuesta por Juver Esteban 
Gutierrez Aguilar contra las codemandadas, 
Gobierno Regional de la Libertad y Proyec-
to Especial Chavimochic, en la que postuló 
como pretensión principal, el actor solicitó el 
reconocimiento de vínculo laboral bajo el ré-
gimen laboral de la actividad privada desde el 
veintiuno de mayo de dos mil diecisiete en el 
cargo de técnico operador de estructuras de 
control y seguridad, por desnaturalización de 
los contratos de locación de servicios suscritos 
con la demandada; que se le incorpore en las 
planillas de trabajadores permanentes desde 
el veintiuno de mayo de dos mil siete; que se 
inapliquen los contratos
administrativos de servicios suscritos con la 
demandada; que se nivele su remuneración 
desde el veintiuno de mayo de dos mil dieci-
siete con lo que percibe un trabajador perma-
nente que realiza la misma labor que él; que se 
le paguen los siguientes conceptos: compen-
sación por tiempo de servicios más el pago de 
intereses bancarios, indemnización por vaca-
ciones no gozadas, gratificaciones julio y di-
ciembre, asignación por escolaridad, pago de 
quinquenios, asignación familiar, asignación 
por refrigerio y movilidad, horas extras, jorna-
da nocturna, domingos laborados y feriados 
laborados; más el pago de intereses legales y 
costos del proceso.

b) Sentencia de primera instancia: El Juez 
del Juzgado Mixto Permanente de La Espe-
ranza de la Corte Superior de Justicia de La 
Libertad, a través de la Sentencia expedida 
con fecha veintisiete de setiembre de dos mil 

quince, declaró fundada en parte la deman-
da ordenando que la demandada incorpore al 
demandante como trabajador a plazo indeter-
minado bajo el régimen laboral de la activi-
dad privada regulado por el Decreto Legislati-
vo N° 728 con la inclusión en la Planilla Única 
de pagos y considere al actor en el cargo de 
operador de estructuras de control y seguri-
dad, en la categoría remunerativa de técni-
co C (STC), disponiendo el pago de la suma 
de ochenta y cinco mil quinientos cuarenta 
y ocho con 64/100 soles (S/.85,548.64) por 
concepto de reintegro de remuneraciones por 
reconocimiento de categoría STC, asignación 
familiar, asignación por escolaridad, reintegro 
de gratificaciones por fiestas patrias y navi-
dad y reintegro de vacaciones no gozadas e 
indemnización vacacional, disponiendo ade-
más que la emplazada cumpla con el depósito 
de la compensación por tiempo de servicios 
del actor en la suma de catorce mil ochenta y 
nueve con 87/100 soles (S/.14,089.87).

c) Sentencia de Vista: El Colegiado de la Pri-
mera Sala Laboral de la Corte Superior de 
Justicia de La Libertad, mediante Sentencia 
de Vista de fecha dos de setiembre de dos mil 
dieciséis, y en virtud a la apelación plantea-
da por la demandada, confirmó la Sentencia 
apelada disponiendo – entre otros - el depó-
sito de la compensación por tiempo de servi-
cios en la suma ordenada por el juez de pri-
mera instancia.

SEGUNDO: Infracción del derecho a la debi-
da motivación.
En el caso de autos se ha declarado proce-
dente la causal de infracción normativa del 
numeral 5) del artículo 139° de la Constitu-
ción Política del Perú, norma que establece lo 
siguiente:

“Artículo 139°.- Son principios y derechos de 
la función jurisdiccional:

(…)
5. La motivación escrita de las resoluciones 
judiciales en todas las instancias, excepto los 
decretos de mero trámite, con mención expre-
sa de la ley aplicable y de los fundamentos de 
hecho en que se sustentan”.

TERCERO: Infracción del derecho a la debi-
da motivación de las resoluciones judiciales.
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En cuanto a la infracción normativa del nu-
meral 5) del artículo 139° de la Constitución 
Política del Perú, debemos decir que el Tribu-
nal Constitucional en su Sentencia de fecha 
trece de octubre de dos mil ocho, al resolver el 
Expediente N° 00728-2008-HC, respecto de 
la debida motivación de las resoluciones judi-
ciales, en su sexto fundamento ha expresado 
lo siguiente:

“(…) Ya en sentencia anterior, este Tribunal 
Constitucional (Exp. Nº 480- 2006-AA/TC. FJ 

2) ha tenido la oportunidad de precisar que 
“el derecho a la debida motivación de las re-
soluciones importa que los jueces, al resolver 
las causas, expresen las razones o justifica-
ciones objetivas que los llevan a tomar una 
determinada decisión. Esas razones, (...) de-
ben provenir no sólo del ordenamiento jurí-
dico vigente y aplicable al caso, sino de los 
propios hechos debidamente acreditados en 
el trámite del proceso”. Asimismo, el segundo 
párrafo del sétimo fundamento de la referida 

Sentencia ha señalado que: “(...) este Cole-
giado Constitucional ha precisado el conte-
nido constitucionalmente garantizado de este 
derecho queda delimitado, entre otros, en los 
siguientes supuestos:

a) Inexistencia de motivación o motivación 
aparente. (…) en el sentido de que no da 
cuenta de las razones mínimas que sustentan 
la decisión o de que no responde a las ale-
gaciones de las partes del proceso, o porque 
solo intenta dar un cumplimiento formal al 
mandato, amparándose en frases sin ningún 
sustento fáctico o jurídico.

b) Falta de motivación interna del razona-
miento. (…) se presenta en una doble dimen-
sión; por un lado, cuando existe invalidez de 
una inferencia a partir de las premisas que 
establece previamente el Juez en su decisión; 
y, por otro lado, cuando existe incoherencia 
narrativa, que a la postre se presenta como 
un discurso absolutamente confuso incapaz 
de transmitir, de modo coherente, las razones 
en las que se apoya la decisión.
c) Deficiencias en la motivación externa; justi-
ficación de las premisas. El control de la mo-
tivación también puede autorizar la actuación 
del juez constitucional cuando las premisas de 
las que parte el Juez no han sido confrontadas 
o analizadas respecto de su validez fáctica o 
jurídica.

d) La motivación insuficiente. Se refiere, bá-
sicamente, al mínimo de motivación exigible 
atendiendo a las razones de hecho o de dere-
cho indispensables para asumir que la deci-
sión está debidamente motivada.

e) La motivación sustancialmente incon-
gruente. (…) obliga a los órganos judiciales 
a resolver las pretensiones de las partes de 
manera congruente con los términos en que 
vengan planteadas, sin cometer, por lo tanto, 
desviaciones que supongan modificación o 
alteración del debate procesal (incongruencia 
activa).

f) Motivaciones cualificadas.- (…) resulta in-
dispensable una especial justificación para el 
caso de decisiones de rechazo de la demanda, 
o cuando, como producto de la decisión juris-
diccional, se afectan derechos fundamentales 
como el de la libertad. En estos casos, la mo-

TIPOS DE VICIOS EN LA 
MOTIVACIÓN

Expediente N° 00728-2008-HC , 
respecto de la debida motivación 
de las resoluciones judiciales, en 
su sexto fundamento ha expresa-
do lo siguiente
a)Inexistencia de motivación o 
motivación aparente.
b)Falta de motivación interna del 
razonamiento. 
c)Deficiencias en la motivación 
externa;
d) La motivación insuficiente.
e)La motivación sustancialmente 
incongruente.
f)Motivaciones cualificadas.- 
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MOTIVACIÓN EN CONTRO-
VERSIA

Inexistencia de motivación o 
motivación aparente. (…) en el 
sentido de que no da cuenta de 

las razones mínimas que sustentan 
la decisión o de que no responde 
a las alegaciones de las partes del 
proceso, o porque solo intenta dar 
un cumplimiento formal al man-
dato, amparándose en frases sin 

ningún sustento fáctico o jurídico.

tivación de la sentencia opera como un doble 
mandato, referido tanto al propio derecho a 
la justificación de la decisión como también 
al derecho que está siendo objeto de restric-
ción por parte del Juez o Tribunal”. De lo ex-
puesto se determina que habrá motivación de 
las resoluciones judiciales siempre que exista 
fundamentación jurídica, congruencia entre 
lo pedido y lo resuelto, y por sí misma la re-
solución judicial exprese una suficiente justifi-
cación de la decisión adoptada, aún si esta es 
breve o concisa.

CUARTO: Expuestas las premisas preceden-
tes, debemos señalar que del análisis de la 
recurrida se verifica que la decisión del Co-
legiado Superior de confirmar la Sentencia 
apelada que declaró fundada en parte la de-
manda de reconocimiento de vínculo laboral 
a plazo indeterminado bajo el régimen de la 
actividad privada desde el uno de julio de dos 
mil ocho así como del nivel remunerativo, dis-
poniendo –entre otros conceptos- el pago de 
reintegro de remuneraciones en la suma de 
veinte mil doscientos cincuenta y nueve con 
57/100 Nuevos Soles, (S/.20,259.67), pago 
de asignación familiar en la suma de cinco mil 
setecientos treinta y cinco con 00/100 soles 
(S/.5,735.00), asignación por escolaridad en 
el monto de doce mil doscientos setenta y cin-
co con 40/100 soles (S/.12,275.40), reintegro 

de gratificaciones por fiestas patrias y navidad 
en la suma de veinticinco mil ciento sesen-
ta y cuatro con 57/100 soles (S/.25,164.57), 
quinquenios en la suma de tres mil veinte 
con 95/100 soles (S/.3,020.95) y reintegro 
de vacaciones no gozadas e indemnización 
vacacional en la suma de diecinueve mil no-
venta y tres con 05/100 soles (S/.19,093.05), 
al haberse determinado que durante la eje-
cución de los servicios prestados por el actor 
en favor de la demandada, Proyecto Especial 
Chavimochic se ha presentado las caracterís-
ticas propias de una relación laboral debiendo 
considerarse como trabajador sujeto al régi-
men laboral privado a plazo indeterminado; 
asimismo, el demandante ha percibido una 
remuneración diminuta para el cargo que 
desempeñaba, categoría remunerativa que no 
correspondía al cargo que ostentaba (Técnico 
C), según se desprende del Cuadro de Asigna-
ción de Personal del Proyecto Especial Chavi-
mochic, encontrándonos de esta forma ante
un reconocimiento de categoría remunerativa 
y no a un incremento remunerativo como sos-
tiene la recurrente; se encuentra debidamente 
sustentada con argumentos fácticos y de de-
recho, encontrándose la Sentencia suficiente-
mente motivada de acuerdo a ley y a los me-
dios probatorios verificados en el expediente, 
por lo que la Sentencia impugnada, en este 
extremo, no ha lesionado el contenido esen-
cial de la garantía constitucional del derecho 
al debido proceso y el principio de la debida 
motivación de las resoluciones judiciales.

QUINTO: De otra parte, se advierte de la 
Sentencia de Vista que la decisión del Cole-
giado Superior de confirmar la Sentencia de 
primera instancia en el extremo que ordenó a 
la demandada cumpla con depositar el monto 
de catorce mil ochenta y nueve con 87/100 
soles (S/.14,089.87), por concepto de com-
pensación por tiempo de servicios del actor, 
constituye una motivación aparente ya que 
si bien contiene razones que justifican la de-
cisión para que se ordene el depósito de la 
compensación por tiempo de servicios, di-
chas razones no resultan pertinentes para tal 
efecto, atendiendo a que el Proyecto Especial 
Chavimochic fue creado por Decreto Supre-
mo N° 072-85-PCM, constituyendo en la ac-
tualidad una Unidad Ejecutora Trasferida al 
Gobierno Regional de La Libertad, mediante 
Decreto Supremo N° 017-2003-VIVIENDA, 



74

Magazín Jurisprudencial Laboral CAS. N° 19064-2016-LA LIBERTAD

por lo que en atención del a rtículo 1° del De-
creto Ley N° 25087 que sustituye el artículo 
12° del Decreto Ley Nº 25572, las entidades 
del Gobierno Central y Organismos cuyo per-
sonal se encuentra sujeto al régimen laboral 
de la Ley Nº 4916, no estaría comprendida en 
la aplicación del Decreto Legislativo Nº 650 y 
del Decreto Ley Nº 25460, únicamente para 
efectos de los depósitos correspondientes a 
la compensación por tiempo de servicios en 
las instituciones bancarias, financieras, coope-
rativas de ahorro y crédito, mutuales y cajas 
municipales de ahorro y crédito, lo que la obli-
garía a constituirse en depositaria obligatoria 
de dichos fondos, asumiendo las cargas finan-
cieras respectivas, aspecto que ameritaría por 
parte de la instancia de revisión de un análisis 
adecuado; sin embargo, se debe tener presente 
que el proceso laboral se ninspira entre otros, 
en el principio de economía procesal y el prin-
cipio de informalidad, de acuerdo al artículo I 
del Título Preliminar de la Ley N° 29497, Nue-
va Ley Procesal del Trabajo, en cuyos casos el 
Tribunal Constitucional ha establecido: “(…) 
principio de economía procesal, (…) si de los 
actuados existen los suficientes elementos de 
juicio como para emitir un pronunciamiento 
sobre el fondo, pese al rechazo liminar de la 
demanda, resulta innecesario condenar a las 
partes a que vuelvan a sufrir la angustia de 
ver que su proceso se reinicie, no obstante 
todo el tiempo transcurrido. Con ello, no sólo 
se posterga la resolución del conflicto innece-
sariamente, sino que, a la par, se sobrecarga 
innecesariamente la labor de las instancias 
jurisdiccionales competentes (…) principio de 
informalidad, (…) una declaración de nulidad 
de todo lo actuado, por el sólo hecho de servir 
a la ley, y no porque se justifique en la protec-
ción de algún bien constitucionalmente rele-
vante, devendría en un exceso de ritualismo 
procesal incompatible con el (…)” [1]. Además, 
que en el artículo III del Título Preliminar del 
mismo cuerpo se dispone privilegiar el fondo 
sobre la forma.

SEXTO: En mérito a lo expuesto, no resulta-
ría acorde a derecho aplicar bajo un criterio 
formalista en extenso el artículo 171° del Có-
digo Procesal Civil ante la existencia de una 
decisión deficientemente motivada, extremo 

1   Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha veinticinco de enero de dos mil doce, recaída en 
el Expediente N° 00037-2012-PA/TC.

que solo afecta a ésta parte de la Sentencia 
de Vista, resultando de aplicación el artículo 
173° del citado cuerpo procesal y teniendo en 
cuenta los principios invocados en el consi-
derando precedente debe resolverse el fondo; 
en dicha razón corresponde ordenar que la 
demandada deberá constituirse como deposi-
taria obligatoria del monto reconocido en la 
sentencia apelada, por concepto de pago de la 
compensación por tiempo de servicios (CTS), 
la cual será pagada en la oportunidad
que la Ley manda, de conformidad con el ar-
tículo 1° del Decreto Ley N° 25807, y en con-
cordancia con el literal d) de la Tercera Dispo-
sición Transitoria del Texto Único Ordenado 
de la Ley Nº 28411, Ley General del Sistema 
Nacional de Presupuesto, aprobado por De-
creto Supremo Nº 304-2012-EF.

SÉTIMO: Cabe precisar, que si bien la Ley 
N° 30408, que entró en vigencia el ocho de 
enero de dos mil dieciséis, en su artículo único 
modifica el último párrafo del artículo 2° del 
Decreto Legislativo N° 650; sin embargo por 
temporalidad resulta de aplicación al caso de 
autos las normas previamente citadas.

Octavo: Teniendo en cuenta lo discernido, 
existe infracción normativa del numeral
5) del artículo 139° de la Constitución Política 
del Perú, al haberse determinado que
la entidad demandada deposite la compensa-
ción por tiempo de servicios (CTS), del
actor; por lo que la causal respecto a este ex-
tremo deviene en fundada.

Por estas consideraciones:

FALLO:

Declararon FUNDADO el recurso de casación 
interpuesto por la demandada, Proyecto Espe-
cial Chavimochic, mediante escrito presenta-
do con fecha dieciséis de setiembre de dos mil 
dieciséis que corre en fojas ochocientos cua-
renta y ocho; en consecuencia NULA la Sen-
tencia de Vista de fecha dos de setiembre de 
dos mil dieciséis que corre de fojas ochocien-
tos veintiuno e INSUBSISTENTE la senten-
cia apelada de fecha veintisiete de setiembre 
de dos mil quince que corre de fojas setecien-
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tos cuarenta y dos a setecientos ochenta y cin-
co solo en el extremo que ordena el depósito 
de la compensación por tiempo de servicios; 
debiendo la demandada ser retenedora de la 
suma ordenado a pagar por dicho concepto 
conforme a los fundamentos expuestos en la 
presente resolución; quedando subsistente los 
demás extremos de la recurrida; DISPUSIE-
RON la publicación de la presente resolución 
en el Diario Oficial “El Peruano” conforme a 
Ley; en el proceso ordinario laboral seguido 
por el demandante, Juver Esteban Gutiérrez 
Aguilar sobre desnaturalización de contrato 
y reconocimiento de nivel remunerativo; y lo 
devolvieron.
S. S.
ARÉVALO VELA
YRIVARREN FALLAQUE
YAYA ZUMAETA
TORRES GAMARRA
MALCA GUAYLUPO DES

HECHO DERECHO CONCLUSIÓN

Orden de la Sala Superior 
de depositar la CTS en en-
tidades financieras cuando 
la Ley no lo establece así.

- Artículo 173° del CPC 
-Artículo III del Título Pre-
liminar de la Ley 29497.

Corresponde ordenar que la 
demandada  deberá constituir-
se como depositaria obligato-
ria del monto reconocido en la 
sentencia apelada, por concep-
to de pago de la compensación 
por tiempo de servicios (CTS), 
la cual será pagada en la opor-
tunidad que la Ley manda, de 
conformidad con el artículo 1° 
del Decreto Ley N° 25807, y en 
concordancia con el literal d) de 
la Tercera Disposición Transito-
ria del Texto Único Ordenado 
de la Ley Nº 28411, Ley Ge-
neral del Sistema Nacional de 
Presupuesto, aprobado por De-
creto Supremo Nº 304-2012-EF.

    ORDEN LÓGICO DE LA SENTENCIA




